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Resumen  
La política de conservación ambiental en el Parque Nacional Tinigua, se encuentra permeada 
por un enfoque reduccionista que privilegia el aislamiento de las áreas naturales, 
desestimando los aspectos culturales, sociales, políticos y económicos que giran alrededor 
de la identidad, arraigo y formas de vida de las comunidades campesinas que han habitado 
históricamente esta área protegida. En este escenario, las bases y organizaciones sociales 
demandan el reconocimiento del campesinado como sujeto de derechos en conexión con la 
naturaleza y, con ello, el establecimiento de relaciones equitativas en torno al acceso y 
aprovechamiento de la naturaleza en pro de la defensa del territorio, los recursos naturales 
y de su vida misma.    
 
Por lo anterior, se propone abordar la conflictividad ambiental desde la mirada de la ecología 
política en aras de armonizar los objetivos de conservación con los significados, 
representaciones, sentir y lazos comunitarios que el campesinado ha forjado en el territorio. 
Para ello, se plantea rescatar la identidad y tradiciones de las comunidades campesinas en 
la gestión de los conflictos ambientales, en razón a que su relacionamiento especial con la 
naturaleza les ha permitido construir una visión de desarrollo, basada en la soberanía 
alimentaria y en el respeto por el equilibrio ecológico y social.  
 
Igualmente, en el abordaje de los conflictos ambientales que se presentan en el Parque 
Nacional Tinigua, se plantea acudir a experiencias comparadas de manejo comunitario de 
los bosques, donde el reconocimiento de derechos de tenencia consuetudinarios y de 
sistemas sociales de gobernanza forestal, desempeñan un papel clave en la armonización 
de los fines de conservación con los objetivos de bienestar y buen vivir de las comunidades 
campesinas. 
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The policy of environmental conservation in the Tinigua National Park is permeated by a 
reductionist approach that privileges the isolation of the natural areas, disregarding the 
cultural, social, political, and economical considerations around the identity, different forms of 
life and rooting of the peasant communities which have historically inhabited this protected 
area. In this scenario, many of their social organizations claim for recognition of the peasantry 
as a subject of law in connection with the nature, and therefore the establishment of equitable 
relations for the access and use of the natural area towards the defense of territory, natural 
resources and their live. 
 
For these reasons, this text intends to address the environmental conflict from the perspective 
of the political ecology in the interest of harmonizing the aims of conservation with their 
meanings, representations, feel and community bounds that the peasantry has forged in the 
territory. To that end, it is presented the idea of rescuing the identity and traditions of the 
peasants in the management of the environmental conflict, as its special relation with the 
nature has led it to build a development vision based on the food sovereignty and the respect 
of the ecological and social balance. 
 
Likewise, in addressing the environmental conflicts that occur in the Tinigua National Park, it 
is planned to use the comparative experiences of the community management of the forests, 
where the recognition of the rights of the customary tenure, and social systems of the forest 
governance, play an essential role in the harmonization of the conservation purposes with 
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Introducción 
Teniendo como derrotero una consciencia de protección ambiental que germinó en la década 
de los ochenta, el Estado colombiano ha orientado progresivamente su actuación en pro de 
la defensa del patrimonio natural y cultural colombiano. La realización de este deber impone 
el reto de estatuir un modelo de desarrollo sostenible que integre tres pilares fundamentales: 
sociedad, economía y ambiente.  
 
Bajo este supuesto, el derecho interno se volcó a revestir de protección especial, aquellas 
áreas caracterizadas por ser repositorios de ecosistemas esenciales para el equilibrio 
ecológico y el bienestar de la población. Dentro de las zonas que fueron cobijadas por este 
modelo, se encuentran los Parques Nacionales Naturales, cuyos valores excepcionales per 
se, exigen un manejo especial para la protección de la fauna, flora y riqueza cultural allí 
presente, lo cual conlleva a la proscripción de actividades que no se encuentren enmarcadas 
en los fines de conservación de estas áreas.  
 
Como consecuencia de las dinámicas de colonización que se han presentado en los Parques 
Nacionales Naturales por la ocurrencia de fenómenos asociados al conflicto armado interno, 
ausencia institucional, ampliación de la frontera agrícola y altos índices de concentración de 
la propiedad, el ordenamiento jurídico ha contemplado una serie de mecanismos 
encaminados al saneamiento de estas áreas protegidas. Dentro de las medidas existentes, 
se encuentran el reconocimiento del valor de mejoras y la compra de predios de propiedad 
privada, siempre y cuando, hayan sido adquiridos con antelación a la fecha de inclusión del 
área correspondiente dentro del Sistema de Parques Nacionales Naturales.   
 
La reubicación de campesinos de escasos recursos, asentados en áreas declaradas como 
zonas de interés ecológico, ha sido contemplada como otra medida encaminada a liberar 
presiones ambientales. Para ello, la normativa vigente ha previsto la implementación de 
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programas de adquisición de tierras, orientados a la negociación directa o expropiación de 
predios por razones de utilidad pública o interés social.  
 
A pesar de las alternativas diseñadas para dar respuesta a la presencia de comunidades 
campesinas en los Parques Nacionales Naturales, la realidad fáctica indica que, desde la 
década de los años sesenta, período en el cual se declararon las primeras áreas protegidas, 
las autoridades ambientales no contaron con un diagnóstico preciso sobre la población 
campesina que se encontraba habitando estas zonas. Tampoco contaron con recursos 
necesarios para adelantar procesos de saneamiento que incorporaran un componente de 
mejoramiento de las condiciones de vida del campesinado.  
 
Con la constitución de los Parques Nacionales Naturales, la conservación de los ecosistemas 
avanza a un paso más acelerado en comparación con la atención de las dinámicas de uso, 
ocupación y tenencia de las comunidades campesinas. En efecto, las actividades productivas 
que venía desarrollando este actor social con anterioridad a la declaratoria de esta categoría 
de áreas protegidas, pasaron a encuadrarse en el campo de la ilegalidad, si se considera 
que el régimen de protección ambiental excluye el desarrollo de actividades distintas a la 
conservación, investigación o recreación. 
 
Para el caso particular del Parque Nacional Natural Tinigua, han transcurrido veintisiete años 
desde su declaratoria, sin que se registren avances significativos en términos de goce 
efectivo de los derechos a la seguridad alimentaria y tenencia de la tierra de la población 
campesina que ha habitado históricamente esta área protegida. La adopción insuficiente de 
medidas estructurales encaminadas a resolver la ocupación histórica de las comunidades 
campesinas que han desarrollado actividades no permitidas al interior de este territorio, ha 
conducido a la prolongación de un statu quo asociado a la configuración de conflictos 
ambientales e imposición de cargas públicas desproporcionadas en perjuicio del 
campesinado.  
 
Como resultado de este contexto, la pregunta que orienta el presente trabajo de investigación 
se formula en los siguientes términos: ¿Cómo armonizar el modelo de protección ambiental 
que opera en el Parque Nacional Tinigua, con el ejercicio efectivo de los derechos a la 
dignidad, soberanía alimentaria y tenencia de la tierra de los campesinos? 
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En este sentido, el presente trabajo final de maestría busca hacer un aporte al proceso de 
discusión y reflexión en torno a las relaciones ambientales que se construyen alrededor de 
los Parques Nacionales Naturales, ofreciendo elementos teórico - prácticos que contribuyan 
a la promoción de un ejercicio interdependiente de los derechos humanos, fundado en el 
reconocimiento de una cosmovisión comunitaria asociada al relacionamiento tradicional con 
la naturaleza. 
 
La hipótesis de este documento se dirige a demostrar que las medidas de protección 
ambiental del Parque Nacional Tinigua, han privilegiado la preservación de la diversidad 
biológica sobre el ejercicio efectivo de los derechos a la soberanía alimentaria y tenencia de 
la tierra de los campesinos, lo cual ha conllevado al desconocimiento de sus capacidades 
productivas, relacionamiento histórico con el territorio y rol protagónico en la protección y 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales.  En este sentido, la transformación 
positiva de los conflictos ambientales en el Parque Nacional Tinigua, asociados a las 
dinámicas de aprovechamiento y ocupación campesinas en el área protegida, demandan la 
formulación de una política participativa que permita armonizar el derecho al ambiente sano 
con los derechos a la soberanía alimentaria y tenencia de la tierra de las comunidades 
campesinas que habitan esta área protegida. 
 
Para ello, el trabajo final de maestría se estructura en dos grandes capítulos que ofrecen 
reflexiones teóricas y experiencias concretas de orden comunitario, relacionadas con las 
medidas de protección ambiental que imperan en los Parques Nacionales Naturales, 
específicamente en el Parque Nacional Tinigua. El primer capítulo hace una aproximación al 
concepto de conflictos ambientales, presentando reflexiones para su abordaje desde una 
perspectiva de derechos humanos y justicia ambiental.  
 
Así mismo, se hace mención a las distintas oleadas de colonización y ocupación histórica 
que tuvieron lugar a inicios de la década de los noventa en la Sierra de La Macarena, lo cual 
permite ilustrar que los asentamientos campesinos tuvieron lugar con anterioridad a la 
declaratoria del Parque Nacional Tinigua. Acto seguido, se presentan los principales factores 
que inciden en la configuración de conflictos ambientales en esta área protegida, asociados 
a las relaciones de tenencia consuetudinaria y desarrollo de actividades de aprovechamiento 
de los recursos naturales allí presentes. 
4     Vivencias campesinas y conflictos ambientales en el Parque Nacional Natural Tinigua 
El segundo capítulo pretende integrar componentes teóricos de la ecología política, con el 
modelo de protección ambiental que opera en el Parque Nacional Tinigua. En concreto, se 
aborda la relación existente entre naturaleza y cultura, para entender esta área protegida 
como un punto de conexión entre lo ambiental y lo humano. De igual forma, se presentarán 
experiencias comparadas sobre manejo y cogestión de bosques, buscando posicionar los 
saberes autóctonos, la soberanía alimentaria y los sistemas de tenencia consuetudinarios 
dentro de la cuestión ambiental.  
 
Por último, el tercer capítulo presentará, desde un enfoque propositivo, un conjunto de 
criterios mínimos que deben orientar la política pública de conservación en el Parque 
Nacional Tinigua, a la luz de los aportes propuestos por la sociedad civil, las organizaciones 
sociales y las comunidades campesinas.  
 
El trabajo de investigación tiene por objetivo presentar un conjunto de criterios orientadores 
para el desarrollo de una política pública de conservación ambiental en el Parque Nacional 
Natural Tinigua, a partir de un ejercicio armónico de los derechos al ambiente sano, 
seguridad alimentaria y tenencia de la tierra de las comunidades campesinas asentadas en 
esta área.  
 
Para ello, se desarrollarán tres objetivos específicos a saber: i) Desarrollar los antecedentes 
históricos, causas y actores de los conflictos ambientales que se presentan en los Parques 
Nacionales Naturales, desde un estudio específico del Parque Nacional Natural Tinigua; ii) 
Analizar experiencias comparadas, referentes teóricos y dinámicas sociales sobre 
participación comunitaria en el manejo de bosques; y iii) Identificar elementos orientadores 
para la formulación una política participativa de uso y manejo en el Parque Nacional Tinigua, 
desde una perspectiva de armonización de derechos humanos a la dignidad humana, 
seguridad alimentaria y acceso a la tierra de las comunidades campesinas.  
 
Con el propósito de desarrollar el objetivo general y los objetivos específicos, la investigación 
acude a diferentes metodologías de investigación. El primer capítulo parte de un análisis de 
contenido de fuentes secundarias, sobre conflictividad ambiental, colonización campesina y 
caracterización ambiental del Parque Nacional Tinigua, buscando presentar antecedentes 
históricos, causas y actores de los conflictos ambientales que se presentan en esta área 
protegida.  
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Por su parte, en el segundo capítulo se desarrolla una aproximación sobre las 
representaciones campesinas, buscando justificar que la identidad, cultura y vida misma de 
este actor social coevoluciona con la naturaleza. Así mismo, se presentará un análisis 
comparado sobre gobernanza de bosques, a fin de contrastar experiencias sobre 
participación comunitaria en su manejo y gestión. Por último, este acápite se nutre de una 
investigación de campo y de vivencias compartidas por líderes campesinos que participan 
en instancias de discusión sobre las medidas ambientales que imperan en esta área 
protegida, con el fin de identificar criterios orientadores para el desarrollo una política 
participativa de uso y manejo en el Parque Nacional Tinigua. 
 
Este trabajo final se nutre de la experiencia colombiana en el manejo y conservación del 
Parque Nacional Natural Tinigua, para abordar los principales elementos jurídicos, culturales 
e históricos que originan los conflictos ambientales en esta área protegida.  A partir de este 
contexto, la investigación se nutre de desarrollos teóricos, modelos de gobernanza 
comparados e iniciativas sociales que reconocen relaciones de tenencia consuetudinarias 
en Parques Nacionales Naturales, logrando posicionar en la agenda pública la necesidad de 
avanzar hacia la formulación participativa de soluciones integrales que permitan atender la 
situación de vulnerabilidad del campesinado, de la mano con el cumplimiento de los objetivos 
de conservación ambiental. 
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1. Conflictos ambientales en el Parque 
Nacional Natural Tinigua 
En el primer capítulo del presente trabajo de grado, se desarrollará una síntesis analítica 
sobre conflictividad ambiental, colonización campesina y caracterización ambiental en el 
Parque Nacional Tinigua, buscando presentar los antecedentes históricos, causas y actores 
de los conflictos ambientales que se presentan en esta área protegida.  
 
Inicialmente se hará una aproximación a las nociones y representaciones en torno a los 
conflictos ambientales, haciendo un recorrido histórico sobre las corrientes de pensamiento 
ambiental que se han referido a las relaciones existentes entre naturaleza y humanidad, así 
como a las representaciones construidas en torno a este tipo de tensiones. De igual forma, 
se llevará a cabo un análisis conceptual sobre el papel que desarrollan los derechos 
humanos y la justicia ambiental en el reconocimiento de la dignidad de sujetos humanos y 
naturales, históricamente marginados y desvalorizados por las redes de poder que han 
legitimado prácticas de apropiación, aprovechamiento y mercantilización de la naturaleza y 
sus territorios.  
 
En un segundo momento, se presentarán los antecedentes históricos de los distintos 
fenómenos de colonización que tuvieron lugar en el Parque Nacional Natural Tinigua, con 
anterioridad a la declaración de esta área protegida, bien sea a causa del conflicto armado 
interno o como resultado de programas de poblamiento dirigidos por el mismo Estado. 
 
Como se ilustrará en el desarrollo del presente trabajo, fenómenos como el conflicto armado 
interno y el precario diseño de políticas sobre desarrollo rural y reforma agraria, favoreció la 
expulsión de campesinos hacia zonas periféricas, como es el caso del Parque Nacional 
Tinigua, donde se contó con una precaria respuesta estatal frente a los asentamientos que 
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se fueron consolidando en condiciones adversas para el desarrollo de sus proyectos de vida 
campesinos.  
 
Acto seguido, se llevará a cabo un análisis sobre los elementos y factores esenciales que 
dan lugar a la configuración o agudización de conflictos ambientales en los Parques 
Nacionales Naturales, haciendo especial énfasis en las tensiones que se suscitan en el 
Parque Nacional Natural Tinigua, con ocasión a las dinámicas de tenencia y 
aprovechamiento de recursos naturales presentes en esta área protegida. 
1.1 Los conflictos ambientales 
En el presente subcapítulo se presentará un desarrollo analítico sobre los conflictos 
ambientales, reconociendo que en estas tensiones se encuentran inmersas construcciones 
de poder que han legitimado un intercambio desigual de cargas y beneficios ambientales en 
perjuicio de sujetos humanos y naturales tradicionalmente marginados.  
 
Bajo esta premisa, los conflictos ambientales serán abordados desde el campo de la ecología 
política, los derechos humanos y la justicia ambiental, entendidas como herramientas que 
permiten enfrentar las redes de poder que han perpetuado las prácticas de apropiación, 
aprovechamiento y mercantilización de la naturaleza, buscando posicionar alternativas más 
sostenibles y justas en favor de la protección del territorio, la identidad cultural y los recursos 
naturales. 
1.1.1 Representaciones sobre los conflictos ambientales 
En contraste con las relaciones duales que se han planteado entre naturaleza y cultura, surge 
una corriente que integra la acción humana con la naturaleza, reconociendo que las personas 
hacen parte misma del ambiente, y que las conflictividades pueden ser entendidas desde 
una función social positiva. 
 
En el medioevo se planteaba una relación antagónica entre humanidad y naturaleza, al 
concebir las crisis ambientales como una manifestación de la desobediencia del plan de Dios. 
Desde el pensamiento liberal y biológico de finales del Siglo XIX, el conflicto fue concebido 
como una oportunidad para la competencia, creatividad y supervivencia de los más fuertes, 
cerrando cualquier espacio para la solidaridad y el altruismo.  
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Sin embargo, visiones provenientes del pensamiento crítico, como las de Joan Martínez-
Allier (2009), reconocen el conflicto como una fuente generadora de nuevas oportunidades 
que permiten desafiar el modelo hegemónico de apropiación, control y utilización de la 
naturaleza, no solo para impedir la destrucción del ambiente sino para evitar que los seres 
humanos continúen arraigando prácticas que perpetúan condiciones de desigualdad social 
y guerra. 
 
Dado que cada vez es más difícil sostener una separación radical entre naturaleza y 
humanidad, la ecología política surge como una disciplina que busca explicar los problemas 
o las transformaciones de los ecosistemas dentro de un esquema de relaciones de poder. 
Estas problemáticas han sido abordadas desde la ecología política como conflictos 
ambientales distributivos, buscando superar la dimensión reduccionista que analiza las 
problemáticas desde la escasez de los recursos naturales, en tanto se reconoce que “los 
problemas frente a la naturaleza no se resuelven exclusivamente mediante la definición de 
los límites naturales, sino adicionalmente en la materialización de una “distribución 
equitativa” entre la naturaleza y la población humana” (Mesa, Ortega, Choachí, Quesada y 
Sánchez, 2015, p.26). 
 
En la práctica, los conflictos ambientales tienen que ver con construcciones culturales de la 
naturaleza bajo esquemas de poder. A manera de ejemplo, los proyectos extractivos de 
petróleo en Colombia han sido concebidos desde una posición de desarrollo a ultranza, 
asumiendo que los recursos ubicados en territorios de comunidades indígenas, 
afrodescendientes y campesinas deben ser explotados por el bien común. Sin embargo, en 
contraste con ello, las comunidades rurales exigen con vehemencia la preservación de sus 
territorios y relaciones culturales asociados a esos espacios vitales para su subsistencia.  
 
De acuerdo con Gorz (citado por Mesa et al., 2015), la ecología política busca alcanzar un 
equilibrio entre las relaciones humanas y los instrumentos normativos que limitan la 
interacción de la sociedad con la naturaleza, desde un enfoque participativo y democrático. 
Por su parte, Escobar (citado por Mesa et al., 2015) relaciona la ecología política con el 
estudio de los conflictos ambientales distributivos, caracterizados por la configuración de 
disputas en torno al acceso y control de los recursos naturales, especialmente cuando se 
constituyen en fuente principal de subsistencia.  
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Los conflictos ambientales distributivos abordan las desigualdades existentes en torno al 
acceso y uso de los seres humanos a los recursos naturales, en un contexto de 
contaminación ambiental y escases de los ecosistemas esenciales. Sin embargo, para 
Sabatini y Walter (citado por Mesa et al., 2015) el estudio de este tipo de conflictos no solo 
se refiere a las tensiones generadas por la apropiación y el control de bienes ambientales, 
sino que además comprende el análisis de las distintas cosmovisiones antagónicas que 
surgen alrededor del ambiente y de los impactos ambientales.  
 
Bajo este entendido, como bien lo menciona Folchi (citado por Mesa et al., 2015) los 
fenómenos de conflictividad ambiental deben ser abordados desde las relaciones 
ambientales que se han consolidado históricamente entre los seres humanos y la naturaleza, 
toda vez que las tensiones se desencadenan cuando se ve afectado el vínculo existente 
entre las comunidades y el ambiente, como resultado de intervenciones exógenas e 
inconsultas.  
 
De esta manera, los conflictos ambientales no solo involucran tensiones entre actores por la 
defensa del ambiente, sino que además comprenden las disputas generadas por actores que 
buscan garantizar sus propios intereses de bienestar dentro de un mismo ambiente. En este 
sentido, las tensiones pueden involucrar a comunidades que defienden los recursos 
naturales por considerar que en ellos se encuentra su fuente directa de vida. Se trata de 
conflictos que pueden presentarse en diversos contextos culturales, económicos y sociales, 
en los que se abanderan causas sociales por la defensa de la territorialidad y el ambiente. 
Al respecto, Mesa et al. (2015) afirma: 
 
Entonces, los conflictos de contenido ambiental son simplemente, luchas por el 
ambiente habitado; luchas por la propia subsistencia (en un sentido amplio), y no 
necesariamente luchas valóricas, ni ideológicas. Son, en la práctica, disputas por el 
ambiente que cada uno necesita para subsistir, de acuerdo con las condiciones de 
vida que aspira para sí (p.34). 
 
Los conflictos ambientales involucran disputas entre comunidades, sociedades y Estados en 
torno a la visión, manejo y aprovechamiento del ambiente. Estas tensiones configuran 
vulneraciones de derechos de unos y otros actores, tanto humanos (presentes y futuros) 
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como no humanos, ya sean animales, ríos, bosques, flora y, en sí misma, la madre tierra. 
Mesa (2018) aborda el concepto de conflicto ambiental así: 
 
Nuestra idea de la conflictividad ambiental tiene que ver esencialmente con las 
disputas entre diversos pueblos, comunidades, sociedades y Estados sobre el 
acceso, extracción, uso, apropiación, transformación, producción, control, comercio, 
consumo, destrucción, contaminación y desecho de los elementos del ambiente 
(componentes naturales y culturales), cuando uno, varios o muchos seres humanos 
pretenden hacerlo sobre los elementos que pertenecen a otros grupos humanos, 
generando reacciones de unos y otros para garantizar su cuidado y acceso, bajo otros 
parámetros jurídico-políticos que sus formas culturales han establecido previamente 
(p.13). 
 
En este orden de ideas, sobre los conflictos ambientales recaen construcciones de poder 
que han favorecido un intercambio desigual de cargas y beneficios, legitimando formas 
antidemocráticas de acceso y aprovechamiento del ambiente. Debido a que estas cargas 
inequitativas conllevan a vulneraciones de derechos que atentan contra la dignidad de 
sujetos humanos y no humanos históricamente marginados y desvalorizados, han surgido 
movimientos de resistencia social que demandan condiciones de igualdad material en el 
acceso equitativo a la naturaleza y al territorio. 
1.1.2 Conflictos ambientales y derechos humanos. 
Reconociendo la existencia de una relación interdependiente entre naturaleza y humanidad, 
se ha planteado que los conflictos ambientales comprometen garantías de individuos o 
grupos colectivos. Partiendo de esta premisa, los derechos humanos juegan un papel 
fundamental en la identificación de alternativas que permitan dar manejo a las tensiones que 
se presentan, desde un componente de justicia, integralidad y solidaridad.  
 
Previo a abordar el papel de los derechos humanos en los conflictos ambientales, se hace 
necesario precisar su contenido y alcance en el presente trabajo. Dentro de los múltiples 
autores que se han acercado a una definición de derechos humanos, se destaca Laporta, 
quien considera que los derechos humanos se constituyen en una razón práctica que justifica 
la protección normativa de ciertos estados de cosas o aspectos relevantes para los 
individuos. En palabras del autor:  
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Naturalmente los “derechos” han de ser razones de un cierto tipo. Y es plausible 
concebirlos entre la amplia panoplia de razones que pueden configurar el 
razonamiento práctico como “bienes” relevantes, es decir, situaciones o estados de 
cosas a los que el sistema confiere una cierta importancia, un cierto valor, y de ahí la 
característica fuerza de <<exigir>> (Laporta, 1987, p. 30). 
 
Por su parte, Habermas (2012) resalta el papel de la dignidad humana en el discurso de los 
derechos humanos por constituirse en su fuerza moral. De acuerdo con este autor, si bien la 
dignidad humana ha contribuido a extender el concepto de derechos humanos al interior de 
la comunidad internacional, las condiciones históricas y culturales transforman 
permanentemente su substancia, a tal punto que, contribuyen a la actualización y desarrollo 
de nuevos derechos.  
 
Así mismo, el autor resalta el carácter integrador de la dignidad humana, con respecto a las 
distintas categorías que se han desarrollado sobre los derechos humanos, pues como bien 
lo menciona el autor: “únicamente sobre la base de una colaboración uniforme de todas sus 
categorías, pueden los derechos fundamentales cumplir políticamente la promesa moral de 
respetar la dignidad humana de toda persona” (Habermas, 2012, p.19).  
 
La construcción hegemónica y occidental de los derechos humanos ha sido abordada desde 
una postura crítica, en tanto las concepciones dominantes sobre la materia se caracterizan 
por ser monoculturales y cerrar posibilidades para su construcción social de abajo hacia 
arriba. Al respecto, Santos (2014) ha concluido: 
 
La naturaleza convencional del discurso de los derechos humanos reside no solo en 
una cierta promiscuidad cómplice entre su proclamación abstracta y la resignación 
ante sus violaciones sistemáticas, sino, sobre todo, en la trivialización del sufrimiento 
humano que conllevan esas violaciones. Esta trivialización proviene en buena medida 
del discurso normalizado (en sentido foucaultiano) de las organizaciones de defensa 
de los derechos humanos, con un fuerte componente estadístico que reduce al 
anonimato de los números el horror de la degradación humana y del sufrimiento 
injusto (p. 102). 
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En contraposición con esta visión, se propone una construcción intercultural de los derechos 
humanos para extender y fortalecer las luchas que encuentran por motivación la 
transformación social, la justicia y la liberación de los sectores tradicionalmente oprimidos y 
marginados. Al respecto, Santos (2014) afirma: 
 
Las luchas contrahegemónicas por los derechos humanos (…) proponen el cambio 
de las estructuras sociales que son responsables de la producción sistemática del 
sufrimiento humano injusto. Son luchas materiales en el sentido de que su ímpetu 
político se dirige contra la economía política subyacente a la producción y la 
reproducción de relaciones sociales desiguales, incluso cuando esas relaciones 
están ligadas de una manera menos directa o lineal a la explotación capitalista y a 
una jerarquía de base clasista, como es el caso de las relaciones que son objeto de 
la política identitaria convencional (discriminación sexual, racial, étnica, religiosa) (p. 
105). 
 
Bajo esta misma línea, Mesa (2007) reconoce la relación inherente entre cultura y derechos 
humanos, en tanto estos últimos conceptos se han constituido en “discurso y acción 
emancipadora y liberadora contra las diversas hegemonías impuestas por el capital, el 
neoliberalismo y el universalismo abstracto forjador de colonialismos e imperialismos” (p. 39). 
Se trata entonces de una construcción social que surge en contextos históricos y culturales 
específicos, producto de movimientos emancipatorios en pro de la justicia, la solidaridad y el 
reconocimiento de los sectores menos desfavorecidos.  
 
Entendiendo los derechos humanos como una fuerza contrahegemónica que surge de una 
construcción intercultural, en contextos de conflictividad ambiental, este concepto ha 
permitido afianzar movimientos sociales que reivindican la protección del territorio, la 
identidad cultural y los recursos naturales. Organizaciones sociales con incidencia 
internacional como Vía Campesina, se han conformado para oponerse abiertamente contra 
violaciones sistemáticas y generalizadas de los derechos humanos de comunidades 
indígenas, campesinas y afrocolombianas, entre ellos, actos de despojo de sus territorios, 
apropiación indebida de recursos naturales y desconocimiento de su identidad como actores 
políticos y sujetos de derechos.  
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Como resultado de los movimientos de resistencia contra la injusticia social, la inequidad y 
las afectaciones ambientales asociadas al aprovechamiento indebido e inconsulto de los 
recursos naturales, surge el ambientalismo popular como un modelo reivindicatorio que se 
estructura a partir de las bases comunitarias, quienes actúan en favor de la protección de los 
ecosistemas. De acuerdo con Martínez (citado por Mesa, 2007) esta corriente se nutre “de 
las luchas de los pobres por la supervivencia, ya que, como tales, buscan, por una parte, 
resolver sus propias necesidades, y por otra, defienden los ecosistemas para que estén 
siempre disponibles para ser usados debidamente por sus propias comunidades y 
generaciones futuras” (p.279). 
 
Considerando entonces que los derechos humanos se construyen y dinamizan en contextos 
históricos y culturales específicos, su discurso y práctica ha trascendido la esfera 
individualista y universal, para adoptar un enfoque integral que permita fortalecer los 
procesos de resistencia contra condiciones de inequidad e injusticia social. Esta visión se 
acompasa con las teorías adoptadas en el seno de la comunidad internacional, donde se 
reconoce que los derechos humanos, por gozar de un carácter indivisible e interdependiente, 
no se encuentran ubicados dentro de una jerarquía que priorice la realización de unos sobre 
otros (Mesa et al., 2015). 
 
Tratados internacionales como la Declaración de Viena de 1993 y el Pacto de San Salvador, 
consagran el principio de integralidad para referirse al carácter interdependiente del que 
gozan los derechos humanos, toda vez que la realización efectiva de un derecho no puede 
lograrse sin el pleno ejercicio de los demás. En tal medida, la integralidad de los derechos 
humanos “tiene que ver con que la promoción, el respeto y el disfrute de ciertos derechos 
humanos y libertades fundamentales no pueden justificar la denegación de otros derechos y 
libertades también fundamentales” (Mesa et al., 2015, p. 46). 
 
Si se considera que el desarrollo integral de la dignidad humana comprende la realización 
interdependiente de los derechos, entonces es posible afirmar que los conflictos ambientales 
requieren abordarse desde una perspectiva integral, buscando armonizar las garantías que 
se ven enfrentadas desde alternativas ambientales y socialmente justas. Al respecto, Mesa 
et al. (2015) señala: 
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En este sentido los conflictos ambientales no pueden verse solo como conflictos que 
atañen a un solo tipo de derechos; por el contrario, hay que ver las interrelaciones 
sistemáticas entre derechos y por ello, deben observarse los impactos que tiene la 
vulneración de los derechos ambientales en otros derechos como los sociales y 
económicos (ej. vivienda, alimentación etc.) (p. 48). 
 
Así las cosas, en respuesta a la apropiación indebida de la naturaleza, a los fenómenos de 
despojo territorial y a las formas de violencia que han atentado contra la dignidad de la madre 
tierra y de las comunidades más marginadas, los derechos humanos surgen como una fuerza 
contrahegemónica, para enfrentar las redes de poder que han legitimado y perpetuado las 
prácticas de apropiación, aprovechamiento y mercantilización de la naturaleza, buscando 
posicionar alternativas más sostenibles y justas en pro de la protección del territorio, la 
identidad cultural y los recursos naturales. 
1.1.3  Conflictos ambientales y justicia ambiental. 
Así como los derechos humanos, la justicia social ambiental permite aproximarse a un 
entendimiento integral de los conflictos ambientales, contribuyendo a la realización de 
principios, como la solidaridad y la responsabilidad. Este concepto se construye desde los 
movimientos sociales que demandan una igualdad material en la distribución de los impactos 
ambientales, dada las afectaciones desproporcionadas en perjuicio de grupos históricamente 
discriminados por motivos económicos, culturales, religiosos y étnicos.  
 
Si bien se trata de un concepto desarrollado ampliamente desde el Siglo XX, su surgimiento 
tuvo lugar desde el momento mismo en que existen las culturas, presentándose 
desencuentros entre unas y otras por apropiaciones indebidas de elementos de la 
naturaleza. En efecto, las luchas por la justicia ambiental han sido abanderadas por grupos 
étnicos y comunidades campesinas que han buscado responder a los ataques perpetrados 
contra sus territorios, culturas, ecosistemas y dignidad: 
 
El concepto de justicia ambiental, presente en la historia de nuestro continente, nace 
y se desarrolla contra las formas extranjeras de apropiación de su ambiente, recurre 
a múltiples formas de resistencia y acción proactiva para defender lo que considera 
su sentido de protección a través del mandato dejado por sus ancestros. Se trata de 
la ley de origen o derecho mayor impresa en las mentes de esos pueblos y 
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comunidades y en las formas culturales desaparecidas y las que aún perviven en 
territorios a lo largo y ancho de las Américas y del planeta en general (Mesa, 2018, 
p.31). 
 
El caso campesino es muestra de ello. Desde el siglo XIX ha exigido su reconocimiento como 
sujeto político y de derechos, en medio de un proceso histórico marcado por patrones de 
violencia, presencia de diversos actores en el campo y diversas formas de producción. Se 
trata de un movimiento que demanda la reivindicación de su derecho a la tierra y al territorio; 
el reconocimiento de sus relaciones culturales, naturales e históricas; y la superación de los 
factores de discriminación y marginación histórica que los ha relegado a ser uno de los 
sectores de mayor vulnerabilidad en la sociedad colombiana.  
 
La justicia ambiental supera cualquier perspectiva sectorial, actores o movimientos que la 
abanderen, toda vez que en diversos territorios se emplean prácticas y acciones contra 
injusticias de todo tipo, que permiten abonar el camino hacia nuevas propuestas jurídico-
políticas en favor de la vida misma, la dignidad y el ambiente (Mesa, 2018). Este concepto 
requiere ser abordado desde un enfoque integral, pues no hacerlo conduciría a defensas 
parciales de una y otra parte, como ha sucedido con ciertas corrientes ecologistas que 
abogan por excluir la humanidad de los ecosistemas, inclusive por medios forzosos, con el 
ánimo de proteger la naturaleza. La perspectiva integradora de la justicia ambiental ha sido 
abordada por Mesa (2018) en los siguientes términos: 
 
En cualquier caso, una idea de la justicia ambiental en perspectiva de integralidad 
tendrá contenidos mínimos para su conceptualización en las demandas de 
distribución y redistribución de la naturaleza; en la participación real y efectiva del 
gobierno de la naturaleza para la toma de decisiones sostenibles; y en el 
reconocimiento jurídico-político de pueblos y comunidades con todos sus derechos, 
entre ellos una vida digna en sus ecosistemas, con sus propias prácticas económicas 
culturales y tradicionales sostenibles (p. 25). 
 
Así pues, la justicia ambiental reconoce una interrelación permanente entre ecosistemas y 
culturas, confiriéndole a ambos conceptos pleno reconocimiento y protección. No hacerlo 
conllevaría a incurrir en conceptos reduccionistas que centrarían su atención en la 
conservación de los ecosistemas, desestimando las dimensiones sociales, políticas y 
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culturales de los seres humanos que habitan en ellos, al punto de considerar que “esos seres 
humanos deben salir de los territorios para que se puedan crear áreas de reserva natural, a 
las que solo podrán ingresar otros humanos, como turistas, investigadores o 
administradores, pero sus habitantes no podrán vivir en estas áreas reservadas.” (Mesa, 
2018, p. 39) 
 
En respuesta a los daños ambientales, la marginación y las dinámicas de despojo territorial, 
los movimientos populares se organizan para revertir las estructuras que han perpetuado y 
consentido la negación de su dignidad humana y la de los ecosistemas, acudiendo a 
prácticas de movilización para enfrentar estructuras de poder que han impuesto reglas de 
apropiación injustificadas e indebidas de la naturaleza.  
 
El ambientalismo popular es una expresión viva de las redes sociales que se conforman por 
la defensa de la dignidad de la naturaleza y de la cultura. Se trata de un movimiento que se 
nutre de las luchas indígenas, afrocolombianas y campesinas históricamente marginadas, a 
las que se suman los colectivos de ambientalistas, mujeres y juventudes que denuncian 
abiertamente injusticias ambientales, y reclaman el reconocimiento jurídico y político de sus 
relaciones con la naturaleza. Mesa (2018) señala que el ambientalismo popular posiciona a 
sectores tradicionalmente excluidos en el acceso a la justicia para reorientar las relaciones 
en torno a la naturaleza: 
 
Pone de manifiesto las discriminaciones y exclusiones para acceder con dignidad a 
la naturaleza, proponiendo mecanismos concretos de redistribución de las cargas y 
beneficios por el uso de los elementos naturales que incluyen ideas de biocracia o 
protección ambiental integral, como nueva forma de democracia y ciudadanía 
ambiental en las que la participación activa y decisoria de todos, incluyendo los 
excluidos y marginados históricos, orientan una nueva relación con la naturaleza, 
reconociendo las interdependencias y codependencias entre todos los elementos 
ambientales (p.28). 
 
El desarrollo del concepto de justicia ambiental alcanzó un auge importante en la década de 
los sesenta y ochenta en los Estados Unidos, cuando movimientos interraciales y 
ambientales se opusieron a la construcción de plantas de manejo de desechos tóxicos en 
territorios habitados por comunidades afroestadounidenses. Como resultado de las 
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presiones ejercidas por movimientos sociales, en ese momento, el presidente Clinton 
prohibió las prácticas de racismo ambiental y ordenó el desarrollo de una política de justicia 
ambiental basada en el tratamiento justo, así como en la participación de la sociedad en la 
toma de decisiones ambientales a cargo de las autoridades (Mesa et al., 2015). 
 
Así pues, en la década de los noventa el gobierno de Estados Unidos acuñó el concepto de 
justicia ambiental para disponer que los Estados Federales debían identificar aquellos 
impactos a la salud o al ambiente, que afectaran desproporcionadamente a la población 
minoritaria o de escasos recursos. Como resultado de este ejercicio, se han financiado 
distintas investigaciones e iniciativas para impulsar la participación de las comunidades en 
instancias de toma de decisión ambiental (Mesa et al., 2015). 
 
La justicia ambiental comporta un uso ético y responsable de la naturaleza, de lo cual se 
desprende una distribución de cargas y beneficios en condiciones de equidad, respetando y 
reconociendo la diversidad biológica y cultural. Se trata entonces de una justicia solidaria 
entre seres humanos y no humanos, garantizando la pervivencia de los ecosistemas y el 
reconocimiento de las comunidades locales tradicionalmente excluidas.  
 
Este concepto incorpora una gama de principios ambientales, dentro de los cuales, vale 
mencionar los principios de solidaridad, responsabilidad y participación ambiental. El 
primero, amplía el espectro de protección a favor de los seres humanos y de la naturaleza, 
reconociendo como sujetos de derechos tanto a las personas como al ambiente en general. 
De este principio se predica que los derechos deben ser reconocidos materialmente no solo 
para las generaciones actuales, sino para las generaciones futuras a quienes también les 
asiste el derecho de acceder un ambiente sano (Mesa, 2018). 
 
Por su parte, del principio de responsabilidad ambiental se desprende la obligación 
diferenciada de proteger al ambiente, según sea la conducta y el sujeto. En este sentido, al 
Estado le asiste el deber de responder, ya sea por acción, cuando contamina, o bien por 
omisión, cuando se abstiene de ejercer su labor de protección efectiva del ambiente. Por su 
parte, los particulares (empresas o personas) deberán responder por todas las acciones que 
causen un deterioro o contaminación ambiental (Mesa, 2018). 
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En lo que respecta al principio de participación ambiental, esta garantía permite que los 
asociados puedan vincularse activamente en los procesos de construcción, discusión y 
análisis de decisiones sobre el ambiente y su protección, en la medida en que esas acciones 
pueden afectarles directamente. La participación se ve reflejada en mecanismos como el 
licenciamiento ambiental, la consulta previa, la elaboración de estudios de impacto 
ambiental, los planes de manejo ambiental, las audiencias públicas ambientales, las 
consultas populares, las acciones por la defensa de derechos colectivos, entre otros (Mesa, 
2018). 
 
Dado el enfoque distributivo que el pensamiento liberal le ha impregnado a la justicia 
ambiental, se propone su reconceptualización desde las teorías contemporáneas de la 
justicia, para dar respuesta a los conflictos ambientales actuales que se presentan en 
cualquier contexto histórico y social. Para ello, se acude a tres elementos que permiten 
avanzar hacia a una redistribución equitativa no solo de los beneficios derivados la 
naturaleza, sino de las cargas de contaminación entre los distintos actores inmersos en la 
conflictividad (Mesa et al., 2015). 
 
El primer elemento se refiere al carácter transhumanista de la justicia ambiental, el cual 
busca rescatar la relación interdependiente que existe entre los seres humanos y los seres 
de la naturaleza, en tanto la supervivencia de los primeros depende del papel que desarrollan 
los seres vegetales y animales para garantizar el equilibrio de los ecosistemas. El segundo, 
se encuentra relacionado con el ámbito transtemporal que extiende su ámbito de protección 
a las generaciones presentes y futuras, en aplicación de los principios de responsabilidad y 
solidaridad ambiental.  
 
Por su parte, el tercer elemento trae a colación un enfoque transespacial que invoca el 
reconocimiento integral de los derechos, así como la inclusión estatal de todos y cada uno 
de los actores que intervienen en el ámbito social, de modo que se haga efectiva una 
distribución equitativa de los servicios ambientales en atención a las identidades y 
capacidades propias de cada uno de los sujetos de derechos, entendidos desde un enfoque 
individual y colectivo (Mesa et al., 2015).  
 
De esta manera, reconociendo la existencia de patrones de inequidad en la distribución de 
beneficios e impactos ambientales, la justicia ambiental adquiere un papel central en el 
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tratamiento de los conflictos ambientales, en tanto reconoce el carácter interdependiente 
entre naturaleza y humanidad, confiriéndole a sujetos humanos y naturales pleno 
reconocimiento, de manera que los fines de conservación de los recursos naturales integra 
un componente de protección a las comunidades locales tradicionalmente excluidas.  
1.2 Antecedentes del conflicto ambiental: Historias de 
colonización en el Parque Nacional Tinigua 
La ocupación y explotación campesina en el Parque Nacional Tinigua, responde a un 
antecedente de colonización histórica. Este fenómeno se caracteriza por la expansión no 
controlada de la frontera agrícola, a causa de la explotación de tierras marginales, muchas 
de ellas, caracterizadas por ser repositorios de ecosistemas esenciales para la vida. En otras 
palabras, el fenómeno de colonización trajo consigo un “proceso de incorporación de tierras 
al uso económico, sean de propiedad privada o del Estado, sometiéndolas a la explotación 
agrícola y/o uso pecuario, las cuales no tienen acceso regular a la infraestructura en el 
momento” (Téllez y Pachón, 1999, p. 17).  
En los años cuarenta, como consecuencia de las guerras de independencia, el Piedemonte 
Llanero registró una reducción demográfica que dio lugar a que el Estado anunciara 
programas de concesión y titulación de bienes baldíos para estimular el poblamiento de la 
zona. El movimiento colonizador adquirió dinamismo tras la activación de la economía de 
quinua y caucho, sin embargo, esta actividad extractiva se vio desplazada por la producción 
ganadera que logró consolidarse en la región, incentivando el asentamiento de nuevos 
colonos que se abrieron camino en la zona. 
Posteriormente, entre 1949 y 1965, en Colombia se presentó un fenómeno creciente de 
violencia rural que dio lugar a un desplazamiento masivo de habitantes rurales que se 
adentraron al Piedemonte Llanero para resguardarse. En este período, se desata una 
persecución contra liberales, quienes se vieron obligados a asentarse en Bogotá, Sogamoso 
y Casanare para resguardar su vida (Molano, 1989). 
En el año de 1953, el gobierno del General Rojas Pinilla consolidó una política de amnistía, 
dando lugar a la implementación de un programa de desmovilización, “que consistió 
básicamente en un apoyo económico para su traslado al Ariari, en la dotación gratuita de 
herramientas, y en préstamos para iniciar los asentamientos” (Molano, 1989, p. 285).  Debido 
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al ambiente de paz y a las ayudas ofrecidas por el Gobierno, ingresó a los Llanos Orientales 
una nueva oleada de población campesina, que accedió a iniciativas transitorias y precarias 
de acceso a crédito, lideradas por la Caja de Crédito Agrario.  
En el marco de este programa, la Caja de Crédito Agrario “recibió 79.000 hectáreas para 
distribuir y titular, situadas en la ribera derecha del Río Ariari, sobre el camino a San Juan” 
(Molano, 1989, p. 288). En esta zona, se asentaron “421 familias, que sumadas a las 171 
que ya estaban asentadas, sumaban un total de 3.000 personas, sobre una superficie de 
18.700 hectáreas” (Molano, 1989, p. 288). De igual forma, como resultado del plan de 
normalización, en la región se construyeron obras de infraestructura, tales como, puestos de 
salud, escuelas e inspecciones de policía.  
Sin embargo, de acuerdo con la extinta Caja Agraria, el programa dejó de implementarse por 
múltiples razones, entre ellas: i) alto índice de beneficiarios que no contaban con una 
tradición agrícola; ii) los créditos otorgados fueron consumidos para finalidades distintas a 
las establecidas; y iii) ausencia de una infraestructura vial que permitiera la consolidación de 
proyectos productivos (Molano, 1989). 
Posteriormente, para el año de 1955, la pacificación iniciada por Rojas Pinilla fue opacada 
por las fuertes acciones militares que se desplegaron contra la guerrilla. En respuesta a la 
ofensiva militar, se conformaron dos columnas de marcha provenientes de Sumapaz y de 
Villarica, que tenían como objetivo brindar protección a las familias campesinas que podían 
resultar afectadas con los ataques del ejército. La primera, se dirigió hacia el Alto Duda y, la 
segunda, se estableció en el Alto Guayabero, configurándose de este modo un fenómeno de 
colonización armada, cuyos desmanes se pretendieron controlar a través de un programa de 
rehabilitación anunciado por el presidente Alberto Lleras Camargo (Téllez y Pachón, 1999). 
Debido al fracaso de los programas que lideró la Caja Agraria y ante la necesidad de expandir 
la frontera agrícola, se expidió la Ley 136 de 1961, por la cual se pretendió reformar la 
estructura agraria y se creó el Instituto Colombiano de Reforma Agraria – INCORA. En aras 
de intervenir la colonización de la zona del Ariari, en el año de 1964, la entidad inauguró el 
programa de titulación y financiación de actividades productivas. Para esa fecha, los 
habitantes de la región sumaban en conjunto “unos 23.000, [e]l 30% eran del Tolima, el 20% 
de Caldas, el 16% de Cundinamarca y el 15% del Valle, es decir de los departamentos más 
azotados por la violencia” (Molano, 1989, p.289).  
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La iniciativa formulada por el INCORA abarcaba un conjunto de componentes: adjudicación 
de bienes baldíos, construcción de infraestructura vial como herramienta de desarrollo en la 
zona, prestación de servicios de asistencia técnica, financiación de actividades productivas 
y respeto por la Reserva Forestal de La Macarena. Tres zonas fueron definidas para 
consolidar el proyecto de colonización: la región del Ariari- Güejar, el área montañosa de la 
Serranía de la Macarena y la región de Planas en el Vichada, donde se construyeron 150 
kilómetros de carreteras y se financiaron actividades relacionadas con el cultivo de caucho, 
palma y cacao, gracias a la inversión que el Banco Interamericano de Desarrollo hizo por 
4.300.000 dólares (Molano, 1989). 
En la región del Ariari, el INCORA encontró la presencia de altos índices de concentración 
de la propiedad rural. “Según el catastro en el Ariari, el 37% de los predios eran menores de 
10 hectáreas y apenas ocupaban el 4% de la superficie; mientras que el 18% de los predios 
tenía más de 100 hectáreas y ocupaban el 94% del área catastral” (Molano, 1989, p.293). 
Debido a esta particularidad, se implementaron procesos de clarificación de la propiedad, 
extinción del dominio y adjudicación de baldíos, buscando una redistribución equitativa de la 
tenencia de la tierra.  
No obstante, el proyecto del INCORA se vio interrumpido debido a dificultades en su 
financiación. Esta circunstancia representó el fracaso de la colonización dirigida en esta 
zona, que sumada a un contexto de violencia y a la ausencia de iniciativas de desarrollo para 
la generación de empleos, estimuló iniciativas de migración hacia la antigua Reserva de La 
Macarena (Téllez y Pachón, 1999). Es menester mencionar que previo a la intervención 
institucional, la zona de reserva ya registraba una presencia campesina que fue consolidada 
y estimulada, no solo a raíz del fracaso de las iniciativas de colonización gubernamental, sino 
como resultado del levantamiento de la restricción legal de esta zona mediante la sustracción 
de un área de la reserva forestal (Molano, 1989). 
Para la década de los setenta, inició un proceso de inserción de cultivos de marihuana y coca 
en esta región, que no tenía tradición en el establecimiento de cultivos de uso ilícito. Las 
semillas provenían de la Costa Atlántica y fueron distribuidas a colonos, quienes aprendieron 
rápidamente las técnicas de siembra, embalaje y transporte, viendo representado en este 
trabajo unas ganancias económicas que les permitían alejarse progresivamente de las 
privaciones a las que se habían visto sometidos tradicionalmente. En efecto, “la marihuana 
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les permitía coronar en una sola cosecha lo que no habían podido hacer durante toda su vida 
con el maíz, el arroz, el plátano, los cerdos” (Molano, 1989, p. 300).  
La bonanza de la coca trajo consigo distintas consecuencias. En el orden demográfico, este 
fenómeno incrementó la población asentada en la Antigua Reserva de La Macarena, 
compuesta por campesinos de escasos recursos, jornaleros y población urbana 
desempleada, quienes se adentraron en la zona para buscar un mejoramiento de sus 
condiciones económicas.  
En el ámbito económico, la coca permitió ahorrar, invertir o apalear la crisis económica. Al 
obtener un excedente capitalizable representativo, algunos colonos lograron consolidar y 
mejorar sus proyectos productivos lícitos. Por esta razón, la ganadería adquirió gran 
posicionamiento en la zona del Ariari, lo que a la postre facilitó la concentración de propiedad 
y la búsqueda de nuevas tierras, adentrándose progresivamente el campesinado hacia el sur 
de la antigua zona de reserva, donde se encuentra el mayor número de población (Molano, 
1989). 
Desde el punto de vista ecológico, debido a que la coca se cultiva fácilmente en todos los 
suelos de la región del Ariari, la población campesina optó por adentrase aún más en las 
zonas selváticas para contrarrestar las operaciones de la fuerza pública y los efectos de la 
extensión ganadera, producto de los altos índices de concentración de la propiedad. La 
consecuencia ambiental que se presenta entonces es indirecta, pues al establecerse cultivos 
de coca en zonas rurales periféricas, se crean condiciones que facilitan la expansión no 
controlada de la actividad ganadera, repercutiendo en el equilibrio ecológico de la zona 
(Molano, 1989). 
En el aspecto político, como resultado de la contribución económica que hacían campesinos 
cultivadores de coca, las guerrillas se consolidaron en el territorio dando paso al período de 
colonización armada del Piedemonte Llanero. “El enriquecimiento de los colonos permitió 
que esos aportes fueran mayores y que se ampliaran sobre la población recién llegada 
gracias a la autoridad indiscutible y solidaria de esos grupos políticos” (Molano, 1989, p. 304).   
Ahora bien, en los años de 1989 y 1990, la migración de colonos hacia la zona de reserva 
de La Macarena se incrementó, debido al anuncio de la construcción de una carretera en 
inmediaciones del corredor del río Duda, así como al realinderamiento de la zona de reserva 
forestal y a la creación del Área de Manejo Especial de La Macarena – AMEM. Pese a que 
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la creación de esta área delimita lo usos en la zona, la figura per se no ha contribuido a 
solucionar los problemas de colonización descontrolada, pues como bien lo menciona Téllez 
y Pachón (1999) “Tampoco es suficiente la creación de instituciones en pro de la 
investigación, defensa y conservación del parque si se sigue de lado la raíz del problema 
que tiene origen social, político y económico” (p. 35). 
En el Parque Nacional Tinigua, la colonización inició en la vereda El Raudal y río Losada, 
cuando aún no se había constituido esta figura de protección ambiental. En una primera fase, 
los primeros colonos se asentaron en tierras abajo del Raudal, cuando aún había 
disponibilidad de tierras en el río Losada y sus caños. Sin embargo, ante el fenómeno 
expansivo de la colonización que se vio favorecido por la venta de pieles de jaguar y tigrillo 
(“tigrilladas”), en la década de los setenta, grupos de colonos incursionaron a las tierras altas 
del Raudal (Leal, 1995). 
La colonización en estas tierras fue fortaleciéndose progresivamente, al punto que, sus 
habitantes crearon una escuela y junta de acción comunal en lo que denominaron El Alto 
Raudal. Debido a su gran extensión, en el año de 1990 los colonos decidieron dividir el 
territorio en dos partes, dando nacimiento al Tapir. De acuerdo con el censo que realizó la 
economista Claudia Leal con ayuda de algunos habitantes de la zona, en el año de 1993, las 
veredas El Alto Raudal y El Tapir contaban con un número total de trescientos cincuenta y 
seis (356) habitantes, conformados así: i) ciento tres (103) hombres; ii) ochenta y cuatro (84) 
mujeres; y iii) ciento sesenta y nueve (169) niños y niñas (Leal, 1995). 
De acuerdo con el estudio de campo realizado por Leal (1995), el número de habitantes 
incrementaba considerablemente, si se considera que al universo total de habitantes 
permanentes en el territorio, debía agregársele el número de colonos que desarrollaban 
actividades transitorias de aprovechamiento: 
Si además sumamos la población itinerante, es decir, aquellos trabajadores que 
suben por pocas semanas y luego se van, se puede afirmar que a finales de junio de 
1993 había, contando a los niños, más de 406 personas en toda el área” (p. 74). 
En el año de 1989, con la creación del Área de Manejo Especial de La Macarena, las veredas 
El Alto Raudal y El Tapir quedaron comprendidas dentro del Parque Nacional El Tinigua y, 
con ellas, las comunidades campesinas que colonizaron previamente estos territorios. 
Contrario a lo esperado, “el rumor de un desalojo forzado no desencadenó una salida masiva 
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de colonos, sino que incrementó las actividades extractivas que se realizaban en la zona, en 
la medida en que las comunidades campesinas buscaron obtener el mayor provecho de la 
naturaleza y conseguir la mayor cantidad de recursos antes de su expulsión (Leal, 1995). 
Las oleadas de colonización que se configuraron en el Parque Nacional Tinigua, bien sea 
para responder a dificultades económicas o asegurar la protección de la vida en un contexto 
de conflicto armado interno, no contaron con un actor estatal que diera respuesta a los 
asentamientos que se iban consolidando en zonas adversas para el desarrollo de 
condiciones mínimas de existencia. Este hecho no solo aumentó los niveles de vulnerabilidad 
del campesinado, sino que condujo al deterioro de recursos naturales allí presentes.  
Es claro que la incapacidad del Estado en el diseño de políticas en torno a la tenencia de la 
tierra, favoreció la expulsión de miles de campesinos hacia zonas periféricas como el Parque 
Nacional Tinigua. En efecto, la inequitativa distribución de la propiedad y la ausencia de 
medidas integrales que respondieran a las necesidades más sentidas del campesinado, 
condujo a que esta población se abriera camino por la densa selva de La Macarena, en 
búsqueda de oportunidades de vida. Téllez y Pachón (1999) afirman:  
En todo caso la respuesta a la problemática no puede seguir siendo soluciones 
facilistas como la del cercamiento de las zonas de reserva a sabiendas de que el 
problema continúa si no se enfrenta con políticas sociales integrales. El mal que 
padecen los parques nacionales y las reservas forestales no es tan incurable como 
para amputarlas constantemente, ni sus habitantes son la causa que las carcome. Es 
el abandono por parte del Estado, fruto a veces de la ingobernabilidad de muchas de 
estas zonas para su mayor padecimiento. El abandono no se combate con inflación 
de normas para su protección si simultáneamente no se participa a sus ocupantes 
con la redistribución de los bienes sociales y se adoptan instrumentos eficaces para 
que la puesta en obra de las normas tenga eficacia (p. 58). 
Ante la deuda histórica que tiene el Estado frente a la atención de las comunidades rurales 
que fueron expulsadas de la frontera agrícola, se plantea un reordenamiento territorial y 
ambiental que garantice la inclusión de los actores sociales en la redistribución de cargas 
públicas y competencias, relacionadas con la protección del ambiente y de la diversidad 
cultural y natural de la Nación. Ello implica reconocer la capacidad de agencia de los sujetos 
campesinos en la gestión de sus territorios y recursos naturales, dado que en la práctica su 
participación se ha visto desplazada por la preeminencia de estructuras dominantes de la 
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esfera política que se reservan los escenarios decisorios descentralizados en el nivel local. 
Al respecto, Fajardo, Mondragón y Moreno (1997) aseguran: 
Se requiere entonces el reordenamiento espacial territorial concebido como acción 
política de participación multilateral de los actores sociales y concertación entre ellos 
como contenido de un contrato social que redistribuya y articule los poderes y las 
competencias, así como las responsabilidades y los controles mutuos que permitan 
garantizar el cumplimiento y eficacia de la concertación (…) La propuesta de la 
política inicial está en partir de tener en cuenta a la población sujeto (actor 
protagonista o víctima) de la colonización, que el Estado reconozca competencias a 
sus formas propias de organización y expresión, si se quiere que ellas tengan alguna 
responsabilidad con respecto al Estado (p. 20).  
De la ocupación histórica de las comunidades campesinas, se derivan unas dinámicas de 
apropiación y relacionamiento cultural con el territorio, donde confluyen conocimientos y 
saberes tradicionales, construidos a partir de ejercicios de observación, experimentación 
empírica y reconocimiento de las limitaciones y potencialidades de los recursos naturales 
presentes en el Parque Nacional Tinigua. El proceso de ocupación sostenida y de generación 
de conocimientos ha sido entendida como la “capacidad resistencial” de las comunidades, 
para generar conocimientos y medios técnicos de aprovechamiento de los recursos naturales 
que son transmitidos de generación en generación. Fajardo et al. (1997) aseguran: 
De las visiones que privilegiaban un conservacionismo excluyente con respecto a las 
comunidades, se ha llegado a reconocer cómo ellas han transformado y desarrollado 
sus ecúmenes (incluyendo la biodiversidad), lo cual permite entender que el manejo 
de las “claves de la capacidad resistencial” de su espacio histórico posibilita a sus 
comunidades la sostenibilidad de su entidad social, económica, política y cultural” (p. 
26). 
Sin embargo, el reconocimiento de las relaciones existentes entre las comunidades 
campesinas y su medio natural, no ha jugado un papel esencial en el proceso de construcción 
técnica de un modelo de gestión ambiental en el Parque Nacional Tinigua. Se hace necesario 
entonces, tomar a consideración el sentir y los saberes tradicionales de este actor social, 
para integrarlos con elementos técnicos y políticos que contribuyan a la creación de 
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escenarios de diálogo en torno el manejo y ocupación de los recursos naturales allí 
presentes.  
Una desconexión entre la valoración comunitaria de los ecosistemas y la formulación de 
criterios técnicos para el ordenamiento ambiental y territorial, desincentiva los niveles de 
apropiación y conservación de los recursos naturales, lo que a la postre disminuye los niveles 
de efectividad de las acciones que propenden por la protección de los ecosistemas 
esenciales que allí se encuentran. En este sentido, la participación ciudadana se sitúa en el 
eje central de la discusión sobre la eficacia de la normativa ambiental que tiene aplicación 
en el Parque Nacional Tinigua, en la medida en que el ejercicio de las funciones del Estado 
no puede desligarse de una realidad palpable a la que se encuentran sometidas las 
comunidades campesinas que históricamente fueron expulsadas de la frontera agrícola. 
1.3  Conflictos ambientales en los Parques Nacionales: El 
caso del Parque Nacional Natural Tinigua 
En el presente subcapítulo se abordarán los factores, causas y percepciones asociados a 
los conflictos ambientales que se presentan en los Parques Nacionales Naturales, 
considerando que los fines de conservación de estas áreas protegidas no prevén la 
existencia de comunidades campesinas en su interior.  
Para explicar el distanciamiento existente entre la realidad campesina y el modelo de 
protección ambiental que opera en los Parques Nacionales Naturales, se hará alusión a la 
corriente de protección ambiental conocida como “paradigma de la conservación”, en tanto 
esta perspectiva centra su acción en el mantenimiento de una naturaleza prístina que excluye 
e invalida la presencia humana. 
Acto seguido, se hará mención al abordaje que han tenido los conflictos ambientales tras la 
adopción del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera del año 2016, haciendo especial énfasis en las iniciativas 
presentadas por las autoridades de Estado y las organizaciones campesinas frente al 
tratamiento de las tensiones históricas que se presentan en los Parques Nacionales 
Naturales. 
Por último, se abordarán los conflictos ambientales que se presentan en el Parque Nacional 
Natural Tinigua, comprometiendo derechos humanos de las comunidades campesinas 
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asentadas con anterioridad a la constitución del Área de Manejo Especial de la Macarena en 
el año de 1989.  
1.3.1 Desarrollo conceptual de los Parques Nacionales Naturales: 
Anacronismo entre conservación y realidades campesinas. 
Previo a abordar el contexto de conflictividad socio ambiental que se presenta en el Parque 
Nacional Natural Tinigua, se hace necesario aproximarse al contenido y alcance de las 
figuras conocidas como áreas protegidas y Sistema de Parques Nacionales Naturales, así 
como a las visiones de conservación que dieron lugar a su creación, impactando 
directamente sobre la vida misma del campesinado.   
El Convenio sobre la Diversidad Biológica (1993) concibe la figura de área protegida como 
“un área definida geográficamente que ha sido designada o regulada y administrada a fin de 
alcanzar objetivos específicos de conservación” (p.3). De la anterior definición se desprenden 
cinco elementos característicos que demarcan el alcance de esta figura en términos 
territoriales, constitutivos, regulatorios y administrativos.  
El primero de ellos, se refiere a la delimitación del territorio que, por un lado, facilita la 
identificación geográfica de los actores que ejercen su administración y, por el otro, permite 
determinar los derechos o situaciones jurídicas consolidadas que se ven limitados ante el 
establecimiento de un régimen especial de protección ambiental. El segundo, hace alusión 
al acto de designación por el cual entra en vigor el régimen especial de manejo y 
administración del área protegida, así como a las restricciones en cuanto al ejercicio del 
derecho de propiedad. De esta característica se desprende un componente de publicidad 
que tiene por objeto la divulgación de las medidas de regulación que se desprenden de los 
actos de declaración y zonificación (Londoño et al., 2006). 
El tercer elemento encuentra relación con el establecimiento de un marco regulatorio que 
define los objetivos específicos de conservación, entre ellos, la regulación de usos y 
actividades permitidas, la zonificación y la definición del tipo de propiedad admitida en su 
interior, ya sea pública o privada. Este presupuesto resulta esencial para garantizar la 
legalidad y publicidad de las limitaciones de derechos reales, así como la sujeción a las 
actividades permitidas que pueden ser realizadas en su interior (Londoño et al., 2006). 
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La cuarta característica responde a la función de administración del área protegida, que 
involucra la facultad de ejercer autoridad en torno al manejo y uso de los recursos naturales 
renovables, garantizando así el logro de los objetivos de conservación ambiental. 
Finalmente, el quinto elemento definitorio se refiere al cumplimiento de un objetivo de 
conservación que puede estar orientado, tanto a la protección de la diversidad biológica, 
como a los valores culturales asociados a los ecosistemas (Londoño et al., 2006). 
Con la adopción de la figura de área protegida, se inserta en nuestro ordenamiento jurídico 
un conjunto de derechos y deberes de rango constitucional que tienen como propósito 
esencial, el cumplimiento de la obligación estatal de conservación in situ de la diversidad 
biológica. Es así que, sobre el Estado colombiano recae la obligación positiva de tomar 
medidas para la conservación de la diversidad biológica, asistiéndole el deber de definir 
directrices para la selección y ordenamiento de áreas protegidas, cuando se estime 
necesario (Londoño et al., 2006). 
La Constitución Política de Colombia (1991), contempla una responsabilidad compartida 
sobre los particulares y el Estado, en lo que se refiere a la protección de los recursos 
naturales, lo cual supone la existencia de unos límites a ciertas libertades. Para el caso 
concreto, el ejercicio de garantías personales como la iniciativa privada, la libertad de 
empresa y el derecho de dominio, pueden verse limitados con el establecimiento de áreas 
protegidas en aras de garantizar la conservación de la diversidad biológica (Londoño et al., 
2006). 
Así mismo, desde la promulgación de la Carta Fundamental, el ejercicio del derecho a la 
propiedad encuentra como límite la función ecológica de la propiedad, lo cual supone que el 
derecho de dominio se encuentra condicionado y su finalidad se ve modulada en razón a la 
naturaleza y vocación de los bienes sobre los cuales se ejerce este atributo. En el caso de 
áreas protegidas, la función ecológica de la propiedad supone la imposición de medidas de 
conservación y uso sostenible para quienes ejerzan derechos de propiedad sobre tierras 
comprendidas en áreas de especial importancia ecológica (Londoño et al., 2006). 
Lo anterior no implica que los límites al derecho de dominio puedan hacer nugatorio el núcleo 
esencial del derecho. En este caso, al propietario le asiste como garantía la adquisición del 
bien inmueble por parte del Estado, lo cual se concibe como un mecanismo legal para 
equilibrar las cargas públicas que los ciudadanos deben asumir, frente al cumplimiento de la 
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función ecológica de la propiedad y la responsabilidad compartida en la protección de los 
recursos naturales (Londoño et al., 2006). 
Ya sea por el deber correlativo entre Estado y particulares en torno a la protección del 
ambiente, o por la necesidad de proteger áreas de especial significación ecológica, el 
establecimiento de figuras orientadas a la protección de los recursos naturales renovables, 
se erige como un ejercicio de ordenamiento ambiental que tiene incidencia en la regulación 
y planificación del uso del suelo (Londoño et al., 2006). 
La Constitución Política de Colombia (1991) dispone que en cabeza del Estado radican 
competencias en materia de intervención del uso del suelo, explotación de recursos naturales 
y producción, utilización y consumo de bienes. Esta potestad debe ejercerse con sujeción a 
la protección de la biodiversidad, fomento a la educación ambiental y conservación de áreas 
de especial importancia ecológica.  
Es menester precisar que la intervención del Estado en el uso del suelo ha sido 
descentralizada a distintos niveles de la gestión pública. En el nivel territorial, la Constitución 
Política de Colombia (1991) les confiere a los municipios, por intermedio de los Concejos 
Municipales, la función de reglamentar los usos del suelo. Así mismo, a los territorios 
indígenas les asiste el deber de velar por el poblamiento de sus territorios, la preservación 
de los recursos naturales y la aplicación de normas sobre usos del suelo.  
En el nivel nacional, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible le corresponde la tare 
de formular políticas y acciones ambientales, así como definir criterios en materia de 
ordenamiento ambiental del uso del territorio, lo cual supone el deber de involucrar el 
componente ambiental dentro de los procesos de ordenamiento territorial, más aún en 
tratándose del establecimiento de áreas protegidas (Decreto 3570, 2011). De lo anterior se 
deprende que, en virtud de la función ecológica de la propiedad y en aras de proteger los 
recursos naturales renovables, estas autoridades tienen la potestad de regularizar los usos 
del suelo mediante la definición de obligaciones específicas en materia de ordenamiento 
ambiental del territorio (Londoño et al., 2006). 
Con la expedición del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables, se reconoce al 
ambiente como patrimonio común y se confiere en el Gobierno Nacional, departamentos y 
municipios, la potestad de definir políticas y normas para la zonificación de los recursos 
naturales. Así mismo, el estatuto ambiental establece la posibilidad de declarar reservada un 
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área determinada, cuando sea necesario adelantar acciones de restauración, conservación 
o preservación de recursos naturales, en aras de garantizar el mantenimiento del orden 
biológico, genético, estético, socioeconómico y cultural (Decreto Ley 2811, 1974). 
El Código de Recursos Naturales reconoce la importancia de los bosques para fines de 
conservación y además contempla la figura de área de reserva forestal, entendida como una 
zona de propiedad pública o privada de carácter reservado, que debe ser destinada para el 
establecimiento y utilización racional de áreas forestales productoras, protectoras o 
productoras- protectoras (Decreto Ley 2811, 1974). 
Este instrumento crea además la figura de áreas de manejo especial, concebida como una 
zona que se delimita a partir de estudios ecológicos, económicos y sociales, con el objeto de 
administrar, manejar y proteger el ambiente y los recursos naturales renovables. Cinco son 
las figuras que han sido catalogadas como áreas de manejo especial por el Código de 
Recursos Naturales Renovables: i) Distritos de manejo integrado; ii) Áreas de recreación; iii) 
Cuencas hidrográficas en ordenación; iv) Distritos de conservación de suelos; v) Sistema de 
Parques Nacionales Naturales (Decreto Ley 2811, 1974). 
En cumplimiento de los lineamientos contenidos en el Convenio de Diversidad Biológica, en 
Colombia se creó el Ministerio de Ambiente y el Sistema Nacional Ambiental, fundados en 
tres principios de especial importancia ecológica: i) la protección del paisaje, ii) la 
salvaguardia de la biodiversidad del país y su aprovechamiento sostenible; y iii) la protección 
especial de los ecosistemas de páramos, subpáramos, nacimientos de agua y zonas de 
recarga de acuíferos (Ley 99 ,1993). 
Los instrumentos normativos anteriormente citados, dieron paso al desarrollo legal y 
constitucional de las áreas protegidas en Colombia. En el año 2012, se adopta una definición 
similar a la consagrada en el Convenio de Diversidad Biológica, en tanto se reconoce esta 
figura como “un área definida geográficamente que haya sido designada, regulada y 
administrada a fin de alcanzar los objetivos específicos de conservación” (Decreto 2372, 
2010).  
Las siguientes zonas han sido caracterizadas como áreas protegidas por sus condiciones 
ecosistémicas y, por tanto, demandan una protección especial del Estado y de los 
particulares, a fin de contribuir con la reducción significativa de la pérdida de su diversidad 
biológica: Parques nacionales naturales, reservas forestales protectoras, distritos de manejo 
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integrado, distritos de conservación, áreas de recreación y reservas naturales de la sociedad 
civil (Decreto 2372, 2010). 
Las áreas protegidas pueden categorizarse en públicas y privadas en función de la 
naturaleza jurídica de quien ostenta la facultad de declararla, esto es, sin distingo de quien 
acredite dominio sobre las tierras. Ello reviste especial importancia, si se considera que un 
sinnúmero de estas figuras, se encuentran conformadas por predios de propiedad privada 
que no pierden su condición por el acto de declaración de la zona como de conservación 
ambiental (Álvarez, 2011). 
Esta figura se encuentra determinada por una serie de reglas para su manejo. En primer 
lugar, las áreas declaradas bajo cualquiera de las categorías del SINAP, se constituyen en 
determinantes ambientales de los Planes de Ordenamiento Ambiental, por lo tanto, los usos 
del suelo comprendidos al interior de las áreas protegidas, no pueden ser regulados por los 
entes territoriales. En segundo lugar, las áreas protegidas deben contar con un plan de 
manejo que debe comprender un componente diagnóstico, de ordenamiento o zonificación 
y estratégico. En tercer lugar, esta figura debe registrarse ante la Unidad Administrativa 
Especial de Parques Nacionales Naturales, atendiendo su función como entidad 
coordinadora del SINAP y encargada de emitir certificados de existencia de las áreas 
protegidas que se encuentran constituidas en el territorio nacional (Álvarez, 2011). 
Ahora bien, las funciones reconocidas en materia de áreas protegidas han sido asignadas al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Unidad Administrativa Especial de Parques 
Nacionales Naturales (UAESPNN), Corporaciones Autónomas Regionales y Consejo 
Nacional de Áreas Protegidas. En términos generales, al Ministerio le corresponde fijar 
pautas para su ordenamiento y manejo, adoptando las medidas a que haya lugar para 
asegurar la protección de las especies de flora y fauna silvestres, así como la defensa de 
especies en riesgo de extinción (Álvarez, 2011). 
Por su parte, a la Unidad de Parques Nacionales Naturales le asiste la labor de proponer 
políticas, planes y proyectos relacionados con el SINAP, así como coordinar con las demás 
autoridades ambientales, entes territoriales, autoridades étnicas organizaciones 
comunitarias y organizaciones no gubernamentales, estrategias para la conformación, 
desarrollo y consolidación del sistema (Decreto 2372, 2010). 
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Las corporaciones autónomas regionales desarrollan funciones de administración de 
Distritos de Manejo Integrado, reservas forestales y parques naturales de carácter regional, 
reglamentando su uso y funcionamiento. Finalmente, el Consejo Nacional de Áreas 
Protegidas, creado para garantizar el funcionamiento coordinado del SINAP, se encarga de 
formular recomendaciones sobre planes, programas y proyectos del SINAP, así como de 
recomendar directrices de coordinación entre autoridades y particulares para la armonización 
del sistema (Decreto 2372, 2010). 
Como ya se ha mencionado, el Sistema de Parques Nacionales Naturales se encuentra 
incluido dentro de la categoría de áreas protegidas. Esta figura ha sido entendida como un 
área, cuyos ecosistemas no han sido alterados sustancialmente por la intervención humana 
y, por tanto, demandan una protección especial dados sus valores científicos, culturales e 
históricos que representan para el patrimonio nacional (Decreto Ley 2811, 1974). 
La administración de los Parques Naturales se desarrolla en distintos niveles. Por una parte, 
la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales ejerce el 
atributo de administración y la función de proponer e implementar las políticas, planes y 
proyectados relacionados con estas áreas. Por la otra, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible le corresponde la tarea de delimitar, alinderar y declarar las áreas de Parques 
nacionales; labor que desempeñan las corporaciones autónomas en tratándose de parques 
naturales regionales (Embid & García, 2018). 
La constitución de estas áreas encuentra por finalidad, el mantenimiento de la diversidad 
biológica; la planificación bajo criterios ecológicos en aras de asegurar la estabilidad 
ecosistémica; la provisión de puntos de referencia ambientales para el desarrollo de 
investigaciones científica; la promoción de la educación ambiental; y la preservación del 
patrimonio de la humanidad (Álvarez, 2011). 
Las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales se encuentran compuestas por 
diferentes tipos, a saber: parque nacional, reserva natural, área única natural, santuario de 
flora, santuario de fauna y flora y vía parque (Decreto Ley 2811, 1974). En estas figuras solo 
pueden desarrollarse actividades de conservación, recuperación, control, investigación, 
educación, recreación y cultura, encontrándose proscrita la introducción y trasplante de 
especies animales o vegetales; el vertimiento de sustancias tóxicas que puedan causar 
daños en los ecosistemas; la utilización de productos químicos y explosivos; y el desarrollo 
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de actividades agropecuarias o industriales, incluidas las hoteleras, mineras y petroleras 
(Álvarez, 2011). 
Vale la pena mencionar que el Sistema de Parques Nacionales Naturales, reconocido como 
la más alta categoría de las áreas protegidas de Colombia, se erige como un límite al ejercicio 
del derecho a la propiedad privada en cumplimiento de la función ecológica de la propiedad. 
Como bien lo concluye Embid y García (2018) de este atributo se desprende que los 
“propietarios de los inmuebles afectados por dicha imposición, deben allanarse por completo 
al cumplimiento de las finalidades del sistema de parques y a las actividades permitidas en 
dichas áreas de acuerdo con el tipo de protección ecológica que pretenda realizar” (p.46). 
En virtud de lo anterior, si bien es cierto que en los Parques Nacionales Naturales subsiste 
la propiedad privada, también lo es que esta garantía se encuentra condicionada por el 
interés público o social, de la cual se desprende la imposición de límites al ejercicio de este 
derecho. Sin embargo, en aras de garantizar el núcleo esencial del derecho de propiedad, 
los bienes inmuebles de propiedad privada deben ser adquiridos por vía de compra directa 
o expropiación (Álvarez, 2011). 
Tratándose de tierras incorporadas al Sistema de Parques Nacionales Naturales, la Corte 
Constitucional (Sala de Revisión, C-189, 2006) se ha referido al cumplimiento de la función 
ecológica de la propiedad privada en áreas protegidas: 
El Sistema de Parques Nacionales Naturales se convierte en un límite al ejercicio del 
derecho a la propiedad privada, en cuanto a que las áreas que se reservan y declaran 
para tal fin, no sólo comprenden terrenos de propiedad estatal, sino de propiedad 
particular. En estos casos, los propietarios de los inmuebles afectados por dicho 
gravamen, deben allanarse por completo al cumplimiento de las finalidades del 
sistema de parques y a las actividades permitidas en dichas áreas de acuerdo al tipo 
de protección ecológica que se pretenda realizar. Así, por ejemplo, al declararse un 
parque como “santuario de flora” solamente se pueden llevar a cabo actividades de 
conservación, recuperación, control, investigación y educación. 
Conforme a lo anterior, en aras de garantizar el cumplimiento de la función ecológica de la 
propiedad respecto de terrenos de propiedad privada que se incorporan al Sistema de 
Parques Nacionales Naturales, el legislador puede imponer la prohibición de realizar actos 
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que impliquen transferencias de dominio, a fin de controlar los procesos de colonización 
sobre estas áreas. 
Ahora bien, la Constitución Política de Colombia (1991) le confiere a los Parques Nacionales 
Naturales la condición de inalienables, imprescriptibles e inembargables. De acuerdo con la 
interpretación dada por la Corte Constitucional (C-649,1997), la protección reconocida por el 
Constituyente encuentra como fin último que estas áreas se mantengan incólumes e 
intangibles dada su especial importancia ecológica, razón por la cual no pueden ser alteradas 
por el legislador ni por la administración pública.  
Del mandato de inalienabilidad se desprende que una vez se designe un área de terreno 
como Parque Nacional Natural, ésta no podrá ser sustraída del régimen jurídico de 
protección de la que se encuentra revestida. De igual forma, esta característica implica que 
los propietarios de predios localizados al interior de los parques nacionales, deben allanarse 
a las obligaciones, zonificación y finalidades del sistema. La Corte Constitucional (C-598, 
2010) se ha pronunciado sobre dicha condición de en los siguientes términos: 
Como ha quedado sentado, los Parques Naturales son bienes de uso público y tienen 
el carácter de inembargables, inalienables e imprescriptibles, lo que inhibe al 
legislador para radicar en cabeza de la administración la potestad de sustraer o 
desafectar áreas que formen parte de estos parques, toda vez que las restricciones 
referidas a los Parques Naturales fueron fijadas por las y los Constituyentes con el 
propósito de que las áreas alindadas o delimitadas como parques, dada su especial 
importancia ecológica, se mantengan incólumes e intangibles, y por lo tanto, no 
puedan ser alteradas por el legislador, y menos aún por la administración, habilitada 
por éste.  
Por su parte, la condición de inembargabilidad implica que, sobre los predios comprendidos 
al interior del Sistema de Parques Nacionales, no pueden recaer gravámenes como 
embargos o medidas cautelares. Por su parte, la característica de imprescriptibilidad, les 
impone a los particulares la imposibilidad de acreditar el derecho de dominio sobre estas 
tierras por el simple transcurso del tiempo.  
En la actualidad, en un gran número de áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, 
se ejercen actos de ocupación y actividades productivas por parte de comunidades 
campesinas. Esta circunstancia entra en tensión con los fines de conservación del sistema, 
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si se considera que el ordenamiento jurídico no prevé la existencia de población campesina 
al interior de estos territorios, a diferencia de pueblos indígenas y de comunidades negras, 
quienes gozan de regímenes de aprovechamiento especial de los recursos naturales 
(Andrade, G. y Ponce de León, E., 2005). 
El marco constitucional y legal proscribe que las comunidades campesinas desarrollen 
actividades agropecuarias al interior de los Parques Nacionales Naturales, pues como se 
ilustró anteriormente, en el Sistema solo se encuentra permitido el desarrollo de actividades 
de conservación, recuperación, control, investigación, educación, recreación y cultura.  
Para definir la situación jurídica de los campesinos, así como las medidas previstas en cada 
caso, se hace necesario determinar si éstos se encuentran asentados con anterioridad o 
posterioridad al acto de declaratoria del Parque Nacional. Lo anterior, a efectos de determinar 
si resulta procedente que la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, adelante actos de negociación directa o expropiación de bienes de 
propiedad privada y adquisición de mejoras (Decreto 3572, 2011). 
Cabe resaltar que más que un mandato imperativo a cargo de la administración pública, los 
procedimientos de adquisición de mejoras y predios de propiedad privada se constituyen en 
una posibilidad que el legislador ha contemplado para el saneamiento de las áreas 
protegidas. No obstante, esta facultad puede tornarse en un mandato imperativo, cuando las 
limitaciones sean de tal intensidad que lesionen el núcleo esencial del derecho de dominio. 
Al respecto, Andrade y Ponce de León (2005) afirman: 
Con base en los artículos mencionados, se evidencia que en la legislación acerca del 
Sistema de Parques, la opción de compra, expropiación de predios o mejoras por la 
autoridad competente aparece como una posibilidad, no como un deber o un mandato 
imperativo. En estos casos las normas se cuidan de facultar esta opción sin imponerla 
(“podrá”); entre otras cosas porque el legislador conoce la limitación de recursos y la 
dificultad de lograr la asignación presupuestal necesaria para estos fines (p. 78). 
El sistema jurídico contempla que el pago de mejoras y la adquisición de predios de 
propiedad privada, no procede con posterioridad a 1977, fecha en la cual entró en vigor la 
reglamentación del Sistema de Parques Nacionales Naturales. Así mismo, buscando 
contener nuevas ocupaciones bajo la expectativa de compra, el régimen regulatorio también 
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excluye el reconocimiento de mejoras que se instauren con posterioridad a la inclusión de un 
área dentro del sistema (Decreto 622, 1977). 
Sin embargo, el proceso de compra puede representar serias dificultades si se considera 
que un número representativo de estas figuras careció de información predial y de 
diagnósticos sociales para el momento de su declaratoria. Sumado a ello, los impactos del 
conflicto armado interno y los precarios resultados en materia de implementación de la 
política agraria, continúan incrementando los procesos de colonización en zonas de Parques 
Nacionales Naturales, lo cual permite deducir que el espíritu de la norma dista en gran 
medida de la realidad que impera en los territorios.  
Vale precisar que la conservación y manejo de los Parques Nacionales Naturales no se 
garantizará exclusivamente con el saneamiento de estas áreas, si se considera el grado de 
vulnerabilidad manifiesta en que se encuentra el campesinado, quien abandera un proceso 
de exigibilidad de sus derechos al territorio, vivienda digna y seguridad alimentaria ante la 
ausencia de una respuesta estatal frente a la definición de los conflictos ambientales.  
Las limitaciones que presenta la adquisición de bienes de propiedad privada, se hacen 
latentes ante el alto grado de informalidad en la tenencia de la tierra, si se considera que las 
relaciones jurídicas que prevalecen al interior de los Parques Nacionales, están dadas en 
términos de ocupación de bienes baldíos. A lo anterior, debe agregarse que el 
reconocimiento de mejoras presenta serios obstáculos, dado que estos territorios se han 
caracterizado por el desarrollo de actividades tipificadas penalmente, como lo son, el cultivo 
y la recolección de plantaciones de coca, marihuana y amapola. Sumado a ello, debe 
reconocerse que los límites a la realización de actividades proscritas en el Sistema de 
Parques Nacionales Naturales, conducen al establecimiento de mejoras que carecen de un 
valor representativo para fines de adquisición por parte del Estado. 
Ahora bien, con la creación del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, se 
definen programas de redistribución de la tenencia de la tierra, recuperación de bienes del 
Estado, acceso a la propiedad rural y compra de tierras para el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los sujetos de reforma agraria, esto es, hombres y mujeres 
campesinas de escasos recursos, comunidades indígenas y comunidades negras que 
carezcan de tierra o tengan tierra insuficiente (Ley 160, 1994). 
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Bajo este entendido, en la legislación se crean programas de adquisición directa de bienes 
inmuebles para la reubicación de ocupantes que habiten áreas sometidas a un manejo 
especial o que se encuentren comprendidas en el Sistema de Parques Nacionales Naturales. 
En este caso, el Estado se reserva la potestad de surtir trámites de negociación directa o 
decretar la expropiación de predios, para cumplir con fines de interés social y utilidad pública, 
siempre y cuando la ocupación se registre con anterioridad a la constitución del régimen 
especial (Decreto 1071, 2015).  
En efecto, en el desarrollo normativo del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera, se dispuso que las personas y comunidades 
campesinas que participen en programas de reasentamiento con el fin de proteger el 
ambiente, se constituyen en sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito. 
(Decreto 902, 2017) 
Sin embargo, este requerimiento representa grandes retos, si se considera que las zonas 
carecen de censos o estudios demográficos actualizados y confiables, que permitan 
determinar situaciones concretas de ocupación en dichas áreas; ello sin considerar las 
limitaciones de orden presupuestal para lograr este propósito. Al respecto, Díaz (2008) 
afirma: 
[E]l saneamiento predial sigue siendo un ideal, dada su difícil concreción debido, por 
un lado, a la falta de presupuesto para compras y pago de mejoras o 
indemnizaciones, y por otro, a la tardanza en adelantar los procedimientos de 
clarificación de la propiedad del Estado, deslinde y amojonamiento y restitución de 
espacio público ilegalmente ocupado (p. 66). 
Así las cosas, si bien es cierto que al campesinado asentado con anterioridad a la 
constitución de los parques nacionales naturales, le asiste el derecho de acceder a 
programas de adquisición de tierras, compra de mejoras y reubicación, también lo es que los 
usos tradicionalmente dados por esta población, se vieron afectados desde el momento 
mismo de su declaración sin que las medidas definidas cobraran operatividad, lo cual dio 
lugar al establecimiento de un conjunto de prohibiciones que en la práctica resultan de difícil 
cumplimiento por quienes habitan y subsisten al interior de estas áreas (Andrade, G. y Ponce 
de León, E., 2005). 
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Desde la entrada en vigencia del régimen de protección del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales, impera un conjunto de prohibiciones que no solo impactan en la economía sino 
en la vida misma campesina. Dentro de las conductas proscritas, se encuentra el desarrollo 
de actividades agropecuarias, la introducción de animales, la pesca (salvo para fines de 
subsistencia y siempre que dicha actividad no atente contra la estabilidad ecológica), los 
actos de tala y rocerías, la promoción y participación en reuniones no autorizadas por la 
autoridad ambiental, el ingreso en horarios diferentes a los establecidos por la autoridad 
competente y el suministro de alimentos a animales (Decreto 622, 1977). 
Así pues, debido a los incipientes avances del Estado en términos de compra o reubicación, 
no solo las actividades productivas de la población campesina se han situado en condición 
de ilegalidad, sino también aquellas acciones necesarias para desarrollar sus proyectos de 
vida en condiciones mínimas de dignidad. A manera de ejemplo, el ingreso y salida de los 
parques Nacionales en horarios distintos a los establecidos por la autoridad ambiental, 
representa dificultades en su aplicación práctica en tanto la población campesina que habita 
de forma permanente en estas áreas no puede sujetarse a un horario definido, limitando su 
tránsito a la autorización previa de la administración (Andrade, G. y Ponce de León, E., 2005). 
El desarrollo de reuniones que hacen parte de la dinámica comunitaria y de los procesos de 
organización campesina, también entra en directa contradicción con las medidas que 
restringen la realización de encuentros no autorizados por la Unidad de Parques Nacionales. 
Así mismo, el suministro de alimentos a animales se encuentra expresamente prohibido, a 
sabiendas que la población campesina convive con animales domésticos como ganado, 
perros o aves que tienen que alimentar diariamente (Andrade, G. y Ponce de León, E., 2005). 
De la mano del régimen de prohibiciones, el ordenamiento contempla un conjunto de 
sanciones en caso de incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones aplicables, dentro 
de las cuales, se encuentra la imposición de multas, la incautación de animales e 
implementos utilizados, la reconvención, y la prohibición temporal o permanente de ingresar 
al área del Sistema de Parques Nacionales Naturales (Decreto 622, 1977). 
Como consecuencia de la falta de acción del Estado, se ha prolongado un statu quo que 
sitúa en la ilegalidad al campesinado, pues ante la ausencia de proyectos de desarrollo 
sostenibles en condiciones de dignidad, esta población continúa realizando actividades 
proscritas para garantizar su subsistencia. Ello conduce a afirmar que la finalidad que inspira 
el régimen de prohibiciones y sanciones, dista en gran medida de la realidad que impera en 
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los territorios, pues si bien es cierto que el objetivo esencial consiste en dotar de herramientas 
a la administración para alcanzar los fines de conservación ambiental, también lo es que las 
normas fueron formuladas desde un supuesto de desconocimiento de la existencia de 
población campesina, asentada con anterioridad a la declaratoria de los Parques Nacionales 
Naturales. Andrade y Ponce de León (2005) afirman: 
Esto es consistente con la lógica que subyace e inspira este Decreto (las áreas deben 
estar deshabitadas), pero contraría la realidad, generándose un anacronismo entre la 
norma y la práctica, lo que dificulta a la Unidad de Parques nacionales manejar y 
garantizar los fines del Sistema con este instrumento normativo del año 1977, cuya 
construcción se sustenta en un falso supuesto, y que tiene como estrategia central la 
consagración de normas prohibitivas y la consecuente imposición de sanciones por 
su incumplimiento (p. 89). 
Aunque necesarias, las medidas coercitivas no bastan para orientar la conducta humana en 
los Parques Nacionales Naturales, ni mucho menos para modificar los patrones de uso, 
producción y ocupación asociados a estas áreas. Se requiere entonces que la aplicación del 
régimen de prohibiciones y sanciones se complemente con procesos de educación ambiental 
para facilitar un consenso general sobre los valores ambientales y, de esta forma, avanzar 
en la exploración e implementación participativa de alternativas que redirijan las formas de 
aprovechamiento campesinas a los fines y objetivos del sistema.  
Las sanciones impuestas en el Sistema de Parques Nacionales Naturales, tendrían una 
respuesta efectiva si las áreas estuvieran deshabitadas y su aplicación tuviera lugar para 
tratar conductas individuales que infringen el marco regulatorio del sistema. No obstante, 
reconociendo que estos territorios se han caracterizado por la presencia histórica de 
población campesina que se ha adentrado a los bosques, entre otras razones, por las 
dinámicas de la violencia, la situación de pobreza y los niveles de desigualdad en el acceso 
a bienes de primera necesidad, resulta poco plausible concluir que la única opción sea la 
sanción generalizada y reiterada en el tiempo.  
Empero, aunque se hiciera posible aplicar sanciones a todas las personas que realizan 
actividades contrarias a los fines de conservación de los Parques Nacionales Naturales, se 
estaría en presencia de un círculo vicioso donde sucesivamente se tendrían que iniciar 
procesos sancionatorios contra los mismos u otros infractores, si se considera que el 
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desarrollo de actividades necesarias para la vida campesina, implica hoy día una 
transgresión de la normatividad que orienta el sistema.  
En este sentido, en lugar de complementarse con estrategias de control social y adopción de 
alternativas en términos de vida digna, la relación entre autoridad ambiental y población 
giraría alrededor de un eterno procedimiento sancionatorio, que además minaría esfuerzos 
en acciones centrales para el Sistema de Parques Nacionales naturales, como lo son las 
actividades de conservación, investigación y educación ambiental:  
Adicionalmente, en este escenario la sanción ve debilitada su función de disuasión y 
por tanto su eficacia como respuesta a la problemática planteada, ya que mientras no 
se cuenta con alternativas de subsistencia, de reubicación, de compra, etc., para los 
habitantes de las áreas, ellos muy probablemente continuarán con sus actividades, 
pese a la ilegalidad, ya que no tienen opciones diferentes (Andrade, G. y Ponce de 
León, E., 2005, 92). 
Ahora bien, el modelo de protección ambiental en Parques Nacionales Naturales tuvo cierto 
viraje con la adopción de la política de participación social en la conservación, adoptada en 
el año 2001 y conocida como “Parques con la gente”. Este modelo planteaba que el éxito de 
la conservación no dependía solamente de la activación de actividades de control y 
vigilancia, sino que además debía suponer la adopción de acuerdos con la población que se 
encontraba habitando en sus zonas de influencia (Andrade et al., 2008). 
En palabras de Cárdenas et al. (2004) la política de parques con gente pretendía “transformar 
positivamente las conflictividades históricas existentes entre parques nacionales, resguardos 
indígenas, territorios colectivos de comunidades negras, zonas campesinas y usos urbanos, 
en una perspectiva de fundamentación de nuevos pactos sociales en torno a la conservación” 
(p. 263).  
Dentro de los elementos orientadores de esta política, se destaca el reconocimiento de una 
dimensión pública dentro la función de conservación, lo cual implica que la protección de las 
áreas del sistema no solo recae en el Gobierno nacional, sino que además supone un 
conjunto de responsabilidades a cargo de terceros interesados por su misión o condición 
socio cultural, tales como, organizaciones no gubernamentales, autoridades del orden 
regional y local, pueblos indígenas, consejos comunitarios y comunidades campesinas 
(Cárdenas et al., 2004). 
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Otro de los elementos de la política, tiene que ver con los objetivos generales de 
conservación que giran en torno a tres dimensiones: i) biodiversidad de los ecosistemas, 
especies y procesos genéticos; ii) servicios ambientales, tales como, oferta hídrica, valores 
paisajísticos, purificación del aire y regulaciones climáticas; y iii) valores culturales asociados 
a la diversidad biológica (Cárdenas et al., 2004). 
La noción de territorio, entendido como un espacio geográfico que se encuentra 
culturalmente determinado por sus habitantes, se erige como otro criterio orientador de la 
política pública, en la medida en que su construcción requiere cimentarse sobre 
gobernabilidades efectivas de actores institucionales y sociales que contribuyan a la 
ordenación del espacio y a la conservación de los recursos naturales (Cárdenas et al., 2004). 
Los procesos sociales para la conservación, también se constituyen en un elemento de la 
política, dada su incidencia en el ordenamiento del territorio. Por consiguiente, requieren ser 
considerados para la planificación de acciones participativas que tengan incidencia en el 
sistema de parques nacionales naturales, así estos sean favorables o adversos para los fines 
de conservación (Cárdenas et al., 2004). 
La política pública de parques con gente ofrecía un conjunto de potencialidades en materia 
de reconocimiento de actores sociales y transformación de conflictividades dentro de los 
Parques Nacionales Naturales. La primera, tiene que ver con la propuesta de relegitimación 
social de la labor de conservación, esto es, el reconocimiento y visibilización de los actores 
sociales que, en ejercicio de su autonomía y de forma paralela a sus propios procesos de 
resistencia social, pueden contribuir con la protección de los recursos naturales y la defensa 
pública de un territorio afectado por el conflicto armado interno (Cárdenas et al., 2004). 
La segunda, se refiere a la adopción de estrategias de transformación de las conflictividades 
territoriales históricas que se presentan con comunidades campesinas, fundadas en el 
reconocimiento de la autonomía local en tanto elemento estratégico, no solo para el manejo 
equilibrado y efectivo del sistema sino para el restablecimiento de las relaciones que sostiene 
la autoridad ambiental con lo social (Cárdenas et al., 2004). 
La tercera, hace alusión a la superación del dualismo desarrollo y conservación, como 
alternativa para la construcción, reconstrucción y fortalecimiento de los modelos locales y 
regionales de desarrollo sostenible. Para lograr esta finalidad, la política plantea como 
propósitos, la interiorización social de la importancia de la conservación, la visibilización de 
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los servicios ambientales que presta el Sistema de Parques Nacionales y la resignificación 
del valor intrínseco del territorio (Cárdenas et al., 2004). 
Finalmente, la cuarta potencialidad consiste en la continuidad de la gestión ambiental en un 
contexto de conflicto armado interno, pues si bien es cierto que el ambiente y los recursos 
naturales han sido utilizados como escenarios para la violencia, también lo es que al Estado 
y a los ciudadanos les concierne su protección por tratarse de un factor principal para la vida 
misma. Por consiguiente, en virtud del derecho internacional humanitario y de los derechos 
humanos, los Estados se han obligado a brindar protección al ambiente en épocas de 
conflicto armado, cooperando para su ulterior mejoramiento si llegare a ser necesario.  
Sumado a ello, la política reconoce que la participación social en la gestión ambiental no solo 
contribuirá en el tratamiento de los conflictos ambientales que se presentan en los Parques 
Nacionales Naturales, sino que además permitirá avanzar en la construcción participativa de 
modelos de desarrollo local sostenibles, centrados en el fomento de la solidaridad, el respeto 
por la naturaleza y la construcción de iniciativas paz. En palabras de Cárdenas et al. (2004): 
[E]l reconocimiento de, y el respeto a los actores sociales ligados a dicha misión por 
sus dimensiones socioculturales y/o por su propia vocación y proyectos de vida, no 
sólo es un imperativo público y humano, sino que se constituye en un elemento que 
puede contribuir a la construcción de la paz y de del desarrollo sostenible (p. 277). 
Sin embargo, dicha política ha resultado insuficiente en su aplicación, en tanto no se 
consideran acciones contundentes para superar las conflictividades en torno a derechos de 
propiedad, aprovechamiento de recursos y actividades de ocupación dentro del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales, especialmente frente a la población campesina que ha sido 
históricamente ignorada.  
Tampoco incluyó medidas tendientes a la distribución de costos y beneficios de la 
conservación desde una dimensión de equidad, pues “no se puede suponer que por el hecho 
de que los parques nacionales sean expresión del bien común, de su existencia se deriven 
sólo beneficios directos para toda la población” (Andrade, 2008, p. 490). En otras palabras, 
si bien es cierto que los instrumentos de conservación y su aplicación se justifican desde el 
bien común, su resultado no goza de un consenso generalizado en la medida en que existe 
una minoría históricamente afectada por la inacción estatal frente a las tensiones derivadas 
de la presencia campesina en el sistema de Parques Nacionales Naturales.  
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Posteriormente, buscando avanzar hacia mecanismos de diálogo y participación social que 
permitieran superar la mirada conservacionista de corte restrictivo, en el año 2012 el 
Gobierno Nacional, autoridades ambientales, entidades de orden público nacional y 
comunidades habitantes de estas áreas, celebraron un Acuerdo para la Prosperidad con la 
finalidad de constituir una mesa de trabajo que abordara aspectos relacionados con la 
ocupación de población campesina al interior del Sistema de Parques Naturales (APP 079, 
2012). 
Esta mesa estaría conformada por representantes campesinos y autoridades concernientes 
en la atención de las dinámicas de ocupación campesina en estas áreas, esto es, Unidad 
Administrativa de Parques Nacionales Naturales, Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 
(hoy Agencia Nacional de Tierras), Instituto Geográfico Agustín Codazzi, Superintendencia 
de Notariado y Registro y Departamento Nacional de Planeación (APP 079, 212). 
Para darle operatividad a lo acordado, el 27 de noviembre de 2014, se firmó el Acuerdo de 
Voluntades para la conformación de una Mesa de Concertación Nacional entre 
organizaciones campesinas y autoridades públicas, con el propósito de formular e 
implementar conjuntamente una política pública para la solución de los conflictos territoriales 
que se presentan en áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales (UAESPNN, 2014). 
Dentro de las autoridades que acordaron trabajar para la materialización de este objetivo, se 
encuentran la Unidad Administrativa de Parques Nacionales Naturales, el entonces Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural (hoy Agencia Nacional de Tierras), la Unidad de 
Planificación Rural Agropecuaria, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la 
Superintendencia de Notariado y Registro. Por su parte, en representación de la población 
campesina, el acuerdo fue suscrito por delegados integrantes de la Asociación para el 
Desarrollo Integral del Medio Ambiente (ASDIMA) y de la Asociación Nacional de Zonas de 
Reserva Campesina (ANZORC).  
El alcance de esta mesa fue acotado en el sentido de generar alternativas para la 
recuperación de las áreas del sistema, de la mano con el mejoramiento de las condiciones 
de vida de las comunidades campesinas, desde una perspectiva de construcción de 
escenarios de paz. Dada la existencia de percepciones disímiles entre los actores 
institucionales y actores sociales con asiento en la Mesa de Concertación Nacional, la 
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agenda que orientaría el proceso de construcción de la política pública, fue delimitada en 
torno a once puntos entre acuerdos y desacuerdos.  
Siete puntos de coincidencia fueron acordados por las partes en el espacio de interlocución. 
El primero, referido a la conservación del Sistema de Parques Nacionales Naturales de 
Colombia, plantea la formulación de alternativas de manejo y restauración conjunta, 
abordando posibilidades de complementariedad con la figura de Zonas de Reserva 
Campesina.  
El segundo acuerdo se funda en el reconocimiento del contenido del Acuerdo para la 
Prosperidad 079 de 2012, lo cual supone el cumplimiento de los objetivos trazados en dicho 
instrumento en materia de estudios de formas de tenencia, impulso a procesos de acceso a 
tierras en zonas de amortiguación, presencia de garantes nacionales e internacionales en el 
proceso de concertación, garantía de derechos humanos, desarrollo de estrategias de 
comunicación y adopción de medidas de compensación para casos de desplazamiento 
forzado que tuvieron lugar al interior de estas áreas.  
El tercero, se refiere a la verificación de límites y caracterización social de la población 
asentada al interior de los Parques Nacionales Naturales, desde un manejo conjunto, 
concertado y discrecional de la información obtenida. El cuarto punto de coincidencia, 
consiste en la formulación de incentivos económicos a la conservación, mediante la adopción 
de programas de pago por servicios ambientales y acciones de restauración ecológica.  
El quinto, hace alusión a la adopción de acciones de relocalización voluntaria y diferenciada, 
sujetas a medidas que propendan por el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la 
propiedad integral de la tierra. Ligado a este componente, el sexto se refiere a la adopción 
de programas concertados de compra directa de predios rurales, para el desarrollo de los 
proyectos de vida del campesinado por fuera de las áreas del sistema. Por su parte, el último 
acuerdo tiene por objeto el fortalecimiento organizativo, la promoción de la educación, la 
potencialización de capacidades comunitarias en el manejo de conflictos socio ambientales 
y en articulación con autoridades del Estado. 
En cuanto a los desacuerdos, se identificaron cuatro puntos para ser abordados en la Mesa 
Nacional de Concertación. El primero, consiste en la propuesta del campesinado en torno a 
la presencia de comunidades campesinas, afrocolombianas e indígenas al interior de las 
áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, desde un enfoque de interculturalidad 
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que permita armonizar los niveles de interacción entre el campesinado con la naturaleza y 
con otros actores sociales dentro de un mismo territorio. 
El segundo punto de divergencia, se refiere a realinderamiento de los Parques Nacionales 
Naturales de Colombia, lo cual supone una redefinición de linderos cuando se está en 
presencia de zonas con alta densidad poblacional, condiciones fuertes de arraigo y presencia 
histórica campesina. El tercer desacuerdo, encuentra relación con la posibilidad de introducir 
modificaciones normativas para permitir la realización de actividades productivas al interior 
de las áreas del sistema, lo cual supone la recategorización de estas áreas en otras figuras 
de ordenamiento ambiental que reconocen la presencia humana e igualmente persiguen los 
fines de conservación. 
Por último, el cuarto desacuerdo se refiere a la propuesta de recategorización de los Parques 
Nacionales Naturales por otras figuras de conservación que reconozcan la presencia 
humana y permitan el cumplimiento de los fines de protección de los ecosistemas allí 
presentes. En este sentido, desde la delegación campesina se plantea que se garantice la 
participación, discusión y consenso del campesinado en la definición de nuevas categorías 
de protección, de manera que éstas permitan armonizar la existencia de población humana 
en su interior con los fines de conservación ambiental.  
Sin embargo, después de haber sesionado en diez oportunidades, la Mesa Nacional de 
Concertación se suspendió en el mes de marzo de 2017, pese a que los mismos participantes 
reconocían que esta instancia propiciaba el encuentro y diálogo entre organizaciones 
comunitarias y actores gubernamentales. Empero, la valoración dada al espacio, contrastaba 
con una percepción de desgaste del proceso de diálogo y agotamiento de los actores 
institucionales y sociales que participaban en el proceso.  
De lo arriba expuesto se desprende que, el régimen aplicable a los Parques Nacionales 
Naturales ha privilegiado la protección de la diversidad biológica sobre las consideraciones 
políticas, culturales, económicas y humanas de las comunidades campesinas anteriormente 
asentadas en dichos territorios. Lo anterior ha conllevado a que las medidas de protección 
ambiental impacten de forma desproporcionada sobre la economía y vida misma del 
campesinado, quien se ha visto excluido del proceso de planificación y gestión ambiental por 
el desconocimiento de sus relaciones y valoraciones dadas al territorio y a la naturaleza.  
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Si bien es cierto que en los últimos años se ha buscado avanzar hacia el reconocimiento de 
las comunidades campesinas, como actores clave en el abordaje de los conflictos 
ambientales que se presentan en los Parques Nacionales Naturales, también lo es que aún 
falta camino para posicionar en la práctica el papel del campesinado en la gobernanza del 
territorio y en la conservación de los recursos naturales presentes en estas áreas protegidas.  
Lo anterior, conduce a un anacronismo entre la norma y la realidad territorial, en la medida 
en que se ha prolongado un statu quo de ilegalidad sobre el campesinado, caracterizado por 
la negación de derechos humanos de este sujeto colectivo en situación de vulnerabilidad, 
toda vez que no media una verdadera voluntad política para posicionar la participación de 
este actor social en los procesos de planificación de acciones con incidencia en el Sistema 
de Parques Nacionales Naturales.  
1.3.2 El paradigma de la conservación en los Parques Nacionales 
Naturales. 
El distanciamiento entre la realidad campesina y el modelo de protección ambiental que 
opera en los Parques Nacionales Naturales, encuentra explicación en el modelo de 
conservación que inspiró la creación de áreas protegidas. Se trata de una visión 
reduccionista que plantea como objetivo central el mantenimiento de una naturaleza prístina 
sin considerar las determinantes sociales, económicas, culturales ni políticas. En otras 
palabras, aboga por la conservación total de la biodiversidad mediante el aislamiento de las 
áreas naturales a cualquier costo, esto es, sin importar que medien consideraciones de orden 
social, económico, cultural o político (Toledo, 2005).  
Esta postura conocida como “paradigma de la conservación”, abogaba por la preservación a 
toda costa de los ecosistemas, “de tal suerte que las áreas naturales protegidas deben ser 
mantenidas por encima de los intereses de las poblaciones locales y sin que medie 
necesariamente una conexión con las políticas de desarrollo local y regional” (Toledo, 2005, 
p.69). Se trata entonces de una visión que excluye cualquier posibilidad de diálogo entre 
conservación y producción, en tanto se propende por la prevalencia de la base científica en 
la conservación y la preservación de los procesos biológicos.  
En los Siglos XVIII y XIX, la revolución industrial en Inglaterra trajo consigo una disminución 
de los recursos naturales, aumento de la población humana, mayores índices de 
contaminación y reducción de especies de flora y fauna. En respuesta a los daños 
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ambientales, surgieron tres corrientes sobre ambientalismo: la primera, conocida como 
“regreso a la tierra” abogaba por el retorno a las formas de vida más simples entrando en 
directa oposición contra la modernización. La segunda, basada en el uso eficiente de los 
recursos naturales, planteaba posicionar la conservación científica de la naturaleza. Por su 
parte, la tercera se refería a la preservación intocable de lo natural mediante el culto a lo 
silvestre (Cronon, 2002). 
Las estrategias preservacionistas tuvieron un fuerte desarrollo en el Siglo XIX, con el 
establecimiento de restricciones de uso a los recursos naturales y a los parques naturales. 
Esta perspectiva abordada por autores como George Perkins Marsh, en su libro “El hombre 
y la naturaleza”, concebía que el conocimiento experto permitía reversar los impactos 
negativos causados al ambiente, bajo la mirada científica del uso racional de los recursos 
naturales. Se trataba de una visión que consideraba las prácticas locales como inadecuadas 
y derrochadoras, desconociendo y condenando a comunidades campesinas por el manejo 
inadecuado y no planificado de los recursos naturales. Al respecto, Cronon (2002) señala:  
En las colonias el sentido del manejo forestal científico se basaba en la idea de 
<<vigilancia>> que fortalecía el control estatal y de paso negaba los derechos de uso 
de los campesinos y comunidades tradicionales. De hecho, los bosques bajo el 
control estatal no eran <<silvestres>> sino espacios de uso de dichas comunidades 
a través de los años, lo que generó conflictos de gran proporción (p. 209). 
Paralelo al proceso de conservación científica, el movimiento ambientalista estadounidense 
de la década de los años sesenta, abogaba por el culto a lo silvestre debido a los valores 
estéticos y contemplativos de la naturaleza. Autores como Jhon Muir, consideraban que la 
humanidad debía centrar su actuación en la apreciación y preservación del ámbito silvestre 
por considerarlas actividades de orden superior sobre los usos asociados a la producción.  
En este sentido, acudiendo a este enfoque de protección, en el año de 1967 el Congreso de 
Estados Unidos definió la naturaleza silvestre como un área en la que “en contraste con las 
áreas en donde el hombre y sus propias obras dominan el paisaje, la tierra y su comunidad 
de vida no son perturbadas por el hombre, donde el hombre mismo es un visitante que no 
permanece ahí” (Valdés et al., 2005, p. 49). 
La idea de lo silvestre condujo a la consolidación de los parques naturales, siendo 
Yellowstone el primer parque creado en el año de 1972, para la conservación del bosque 
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nativo. Desde este enfoque, la conservación de la naturaleza silvestre se encuentra 
permeada por el etnocentrismo al suponer que los seres humanos son un habitante más de 
la tierra, y que los ecosistemas naturales pueden seguir funcionando sin ser perturbados por 
los efectos de los individuos, como se creía que ocurría desde hace más de tres mil años 
cuando aún no habían sido descubiertas las civilizaciones precolombinas.  
Sin embargo, los efectos de la ocupación humana han sido históricamente profundos desde 
la llegada misma del Homo sapiens al hemisferio occidental, razón por la cual difícilmente 
pueden ser desconocidos los efectos que producían estos pobladores sobre las tierras que 
ocupaban. En relación con esta afirmación, Valdés et al. (2005) señala: 
Tal como lo demostraron dramáticamente en 1988 los incendios de Yellowstone: 
cuando los habitantes humanos aborígenes de un área son desplazados con el fin de 
crear un territorio silvestre, se ponen en riesgo las condiciones ecológicas que 
existían antes de su desplazamiento, presuntamente las condiciones que tenían que 
ser conservadas en su estado “virgen” (p.50). 
En los años sesenta, el concepto de naturaleza se ve reducido a la noción de “medio 
ambiente” para llamar la atención sobre la escasez de los recursos naturales y el impacto 
negativo que los seres humanos han causado sobre los ecosistemas. Posteriormente, en los 
años setenta revive la idea de culto a lo silvestre a través del neomaltusianismo, que centraba 
su preocupación en la sobrepoblación humana por afectar el espacio de las especies de 
fauna y flora (Cronon, 2002). 
Ahora bien, en la modernidad surge una tendencia conocida como ecología superficial que 
centra su atención en los impactos causados por la contaminación y la escasez de recursos, 
dejando a un lado los aspectos sociales, económicos y políticos que desencadenan las crisis 
ambientales. Se trata de una visión que desplaza la cuestión política del debate ambiental, 
buscando posicionar el manejo científico en la atención de los problemas ambientales que 
tienen lugar en un escenario global.  
Esta perspectiva orientó el manejo de los conflictos ambientales en el bosque tropical de 
Malasia, cuando en el año de 1977 el pueblo indígena Penan lideró una serie de acciones 
en oposición a la extracción maderera en su territorio. En respuesta a la lucha indígena 
emprendida, el Gobierno de Malasia adoptó estrategias sostenibles para el manejo de la 
producción maderera, sin considerar la cosmovisión, prácticas ancestrales, formas de 
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relacionamiento ni representaciones indígenas del Pueblo Penan en torno a la naturaleza. 
Se trata entonces de “un vivo ejemplo de la institucionalización y globalización de los 
problemas ambientales y el desplazamiento de lo político por soluciones de manejo, donde 
los problemas de los penan quedaron sin resolver” (Cronon, 2002, p. 22). 
Considerando entonces que estas visiones de conservación permearon las políticas de 
protección de áreas protegidas, los modelos de gestión se fundaron en la exclusión humana 
para garantizar la permanencia inmutable de la naturaleza, lo cual explica que la planificación 
de estas categorías se hubiera centrado en aspectos bióticos en lugar de abordar los 
sistemas de valoración, representaciones y relaciones sociales asociadas a estos territorios. 
Al respecto, Andrade et al. (2009) señala: 
Sin embargo, desde una perspectiva actual, también es claro que los promotores de 
la conservación en el pasado no reconocieron el papel de las comunidades locales 
en el manejo de los ecosistemas. Acaso la postura filosófica basada en el dualismo 
humanidad-naturaleza, o la herencia colonial europea, llevaron a que en el discurso 
de la conservación los términos <<expansión colonial>> y <<acción humana>> nos 
llegaran confundidos, de tal suerte que el modelo de conservación con exclusión de 
población humana, que en principio hubiera podido ser particular, se extendiera como 
un modelo general (Andrade et al., 2009, p. 480). 
Lo anterior, permite suponer que las áreas de conservación con exclusión humana, no gozan 
de un consenso unánime como sociedad a pesar de fundarse en la prevalencia del bien 
común. Por el contrario, la naturaleza viene acompañada de conflictos heredados y aún no 
definidos con pobladores locales, como es el caso de los conflictos generalizados en torno 
al acceso al territorio y a los recursos naturales en áreas protegidas por parte de 
comunidades rurales.  
Para el caso concreto, la coexistencia de Parques Nacionales Naturales en zonas ocupadas 
consuetudinariamente por comunidades campesinas, se ha visto permeada por una política 
de conservación estricta que propende por la exclusión de esta población para garantizar la 
preservación de los ecosistemas, sin detenerse a considerar aspectos sociales, culturales o 
políticos que se encuentran ligados el territorio. Londoño et al. (2006) aseguran:  
Este conflicto hace referencia a la dificultad que hay en la conciliación entre una 
población que ejerce presión sobre los recursos naturales y unas políticas que 
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deciden conservar áreas en sentido estricto, sin entregárselas a la sociedad para que 
las transforme o aproveche. La preservación entendida como “dejar como está”, 
retirando la intervención humana, sólo se justifica en situaciones en las cuales la 
priorización de las áreas de conservación conlleve al “no tocar” como única salida 
que previene la pérdida irreversible de especies (p. 531). 
Esta visión de conservación, como lo señala Toledo (2005), no ha sido la excepción sino la 
corriente por excelencia que ha permeado la política de conservación en áreas protegidas a 
nivel mundial, lo cual ha desatado múltiples desencuentros con comunidades locales, en la 
medida en que la naturaleza no puede ser concebida como una campana de cristal inmune 
a cualquier proceso de deterioro: 
En general, la permanencia de las ANP depende en buena medida de que estas sean 
establecidas con el consenso y la colaboración de las poblaciones locales, 
respetando los derechos de propiedad de los habitantes originarios y poniendo en 
práctica sendos programas de educación y desarrollo. Una política que considere 
aspectos como los anteriores ha sido más una excepción que una regla, lo cual ha 
motivado innumerables conflictos en varias reservas de países como India, México, 
Indonesia y Kenia (p. 75). 
En contraste con estas visiones de conservación, surgen nuevos movimientos ambientalistas 
que empiezan a confrontar los modelos económicos y políticos existentes, buscando 
redimensionar las relaciones entre sociedad y naturaleza. Bajo esta perspectiva, autores 
como Vandana Shiva y Arturo Escobar, señalan que los movimientos sociales han permitido 
la producción de discursos ambientales contrahegemónicos que cuestionan abiertamente las 
verdades naturalistas de corte científico, en relación con el acceso y aprovechamiento de 
recursos naturales (Cronon, 2002). 
Las luchas de pueblos indígenas, campesinos y afrocolombianos, permitieron redimensionar 
la problemática ambiental, al centrar la discusión en el respeto por sus prácticas 
tradicionales, así como en el reconocimiento de sus relaciones con humanos y no humanos. 
En esa misma vía, movimientos sociales, activistas animales y ecofeministas han 
abanderado acciones políticas contra los fenómenos de contaminación que afectaban su 
vida misma.  
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En cuanto al ecofeminismo, vale mencionar que esta teoría ha permitido el desarrollo de una 
ética ambiental que toma en consideración las relaciones existentes entre las estructuras de 
dominación hacia las mujeres y la apropiación indebida de la naturaleza. Se trata de una 
corriente desarrollada por Françoise d’Eaubonne en el año de 1974, quien llamó la atención 
sobre las potencialidades y capacidades de las mujeres en abanderar una revolución 
ecológica (Valdés et al., 2005). 
Para el ecofeminismo, existe una conexión entre la dominación ejercida contra las mujeres 
bajo un marco conceptual patriarcal, con las lógicas de opresión de la naturaleza. En otras 
palabras, desde esta teoría se sanciona y se busca ponerle fin a la forma en que las 
sociedades patriarcales han justificado una dominación gemela sobre las mujeres y la 
naturaleza. 
Desde una cultura patriarcal, las mujeres se identifican con la naturaleza y los hombres con 
lo humano. Bajo estas construcciones sociales, las mujeres son concebidas como seres 
inferiores por relacionarse con lo físico, en contraposición con los hombres que se 
encuentran en un plano superior por pertenecer al mundo mental. En este sentido, 
reconociendo las relaciones conceptuales entre dominación de las mujeres y de la 
naturaleza, el feminismo entendido como un movimiento que busca acabar la opresión por 
razones de género, se extiende hacia otras esferas para terminar con el naturaísmo, esto es, 
con la dominación de la naturaleza (Valdés et al., 2005). 
El ecofeminismo plantea repensar las construcciones sociales en torno a la naturaleza, como 
se ha planteado en relación con los conceptos de género. Bajo esta perspectiva, Valdés et 
al. (2005) han señalado: 
Un enfoque ecofeminista de las mujeres y la naturaleza supone el cambio de actividad 
de una “percepción arrogante” a una “percepción amorosa” del mundo no humano. 
La percepción arrogante que los humanos tienen del mundo no humano presupone y 
defiende la igualdad, de tal manera que extiende la comunidad moral sólo a aquellos 
seres que considera semejantes (parecidos, similares o iguales) a los humanos en 
un sentido moralmente significativo (p. 249). 
Así las cosas, el ecofeminismo rompe la percepción arrogante que sostiene la existencia de 
jerarquías, defendiendo y respetando las diferencias e independencia de los seres humanos 
y no humanos, sin que medie un ánimo de conquistar ni controlar ninguna existencia. Esta 
52     Vivencias campesinas y conflictos ambientales en el Parque Nacional Natural Tinigua 
teoría se entiende antinaturaísta, en la medida en que rechaza las lógicas de dominación de 
lo no humano por llevar un sesgo patriarcal y, en su lugar, plantea un reconocimiento 
respetuoso de las diferencias de quienes integran la comunidad ecológica.  
Ahora bien, en respuesta a los movimientos ambientales de naciones desarrolladas, surge 
el ambientalismo de los pobres o del tercer mundo, cuyas acciones se combinan con 
fundamentos de justicia, ecofeminismo y visiones de desarrollo que cuestionan la vida 
industrial y urbana. En este sentido, las concepciones sociales sobre la naturaleza se han 
nutrido de un discurso democrático por el acceso y aprovechamiento equitativo de la 
naturaleza y los territorios, en armonía con las prácticas y conocimientos culturales de los 
actores sociales.  
Así pues, movimientos ambientales, ecofeministas y sistemas de conocimiento no 
occidentales, como aquellos que se reproducen en el seno de pueblos indígenas, 
comunidades campesinas y afrodescendientes, proponen el reconocimiento de la naturaleza 
como un actor en igualdad de condiciones políticas a las personas, así como el respeto por 
el derecho a la vida de los seres no humanos. Se trata de un sistema de pensamiento que 
busca “reforzar una cultura de la justicia, tolerancia y humildad, a la par que desarrolla con 
otras comunidades la búsqueda de fines comunes pero centrados en la reciprocidad con la 
naturaleza” (Cronon, 2002, p. 223). 
De lo anteriormente expuesto, puede concluirse que la corriente de conservación de los 
Parques Nacionales Naturales en Colombia es reflejo de una historia de exclusión humana, 
en este caso campesina, que busca asegurar la perennidad de los bosques desde criterios 
eminentemente técnico-científicos. Estas decisiones han justificado un desconocimiento 
histórico de los valores culturales, económicos, políticos y naturales asociados a la vida 
campesina en estos territorios, lo cual se ve reflejado en la fuerza de las pautas de 
ordenamiento y manejo de estas categorías, en contraste con las incipientes acciones 
tendientes al reconocimiento de derechos de la población campesina en términos de acceso 
a recursos naturales y tenencia de la tierra y el territorio. 
Sin embargo, en respuesta al paradigma de la conservación que ha gobernado la política 
ambiental en los Parques Nacionales Naturales de Colombia, surge un sistema de 
conocimiento local desde lo campesino, que reclama el reconocimiento de su relación y 
visión sobre la naturaleza. El campesinado, plantea superar el enfoque antagónico entre 
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ambiente y sociedad al reconocer que sus relaciones con la naturaleza se presentan como 
recíprocas y se transforman mutuamente.  
Así pues, las comunidades campesinas cuestionan las asimetrías sociales, políticas y 
económicas que han legitimado la asignación desproporcionada de cargas y beneficios 
ambientales, como consecuencia de la política de conservación que opera en los Parques 
Nacionales Naturales, para lo cual proponen la reconfiguración de las estructuras sociales y 
de los conceptos predominantes sobre desarrollo, democracia, ciudadanía y naturaleza en 
pro del reconocimiento material de su dignidad humana y del mejoramiento de sus 
condiciones de vida. 
1.3.3 Conflictos ambientales en Parques Nacionales Naturales en 
lógicas de justicia transicional y diálogo campesino. 
Los efectos del conflicto armado interno se han constituido en otro factor generador de 
conflictos ambientales en los Parques Nacionales Naturales. En ese entendido, reconocer 
que un gran número de áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales se han 
encontrado en el epicentro de los patrones de violencia, permitiría enriquecer el análisis en 
torno a la configuración de tensiones derivadas de la presencia de población campesina.  
Colombia se ha caracterizado por ser un país con más territorio que Estado, lo cual ha 
facilitado la presencia de fenómenos como la colonización espontánea y regulada, así como 
el asentamiento de grupos armados ilegales en amplias zonas del país. Como resultado de 
la precaria presencia de las instituciones del Estado, a finales de la década de los años 
cincuenta e inicios de los sesenta, surgieron los primeros grupos guerrilleros que a lo largo 
de los años se disputarían la soberanía sobre parte del territorio (Cárdenas et al., 2004). 
En sus inicios, las guerrillas establecieron sus bases de operación en las zonas selváticas y 
montañosas del país, donde la acción represiva del Estado encontraba límites para su 
efectividad. La escogencia de estas zonas tenía una finalidad geoestratégica que buscaba 
dificultar la acción de las fuerzas armadas del Estado, así como facilitar el ocultamiento y la 
evasión de los frentes guerrilleros.  
Así pues, mientras que las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC- EP) se 
instalaron en Marquetalia (Tolima) y posteriormente en el Guayabero y el Cañón del río Duda 
(Meta); el Ejército de Liberación Nacional (ELN) se adentró en las montañas de Santander. 
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En estas zonas apartadas donde no mediaba presencia de grandes concentraciones de 
habitantes ni fuentes económicas significativas, las guerrillas se conformaron en pequeños 
grupos armados con débil capacidad militar (Cárdenas et al., 2004). 
A comienzos de los años ochenta, la guerrilla entró en una fase de crecimiento económico, 
fortalecimiento político y aumento de su presencia territorial. Para lograr estos resultados, 
las guerrillas se aprovecharon de las bonanzas económicas legales e ilegales que 
coincidieron en las zonas con precaria presencia estatal. Esas actividades favorecieron la 
acción de las guerrillas, en la medida en que contribuyeron con el financiamiento de sus 
planes de expansión territorial y aumento de su pie de fuerza. Como bien lo señala Cárdenas 
et al. (2004): 
Con los recursos obtenidos fueron financiando un sostenido y vertical incremento en 
el número de frentes y de hombres en armas que conseguirían en los años siguientes. 
En efecto, las FARC pasarían de tener novecientos hombres en armas y nueve 
frentes de combate a comienzos de los años ochenta, a cerca de diez y seis mil 
hombres y sesenta frentes a finales de los noventa. Por su parte, en el mismo lapso 
el ELN pasaría de setenta hombres a cerca de tres mil quinientos y de tres frentes de 
guerra a unos treinta (p. 54). 
Existen zonas donde las guerrillas se han asentado por décadas e incluso han llegado con 
anterioridad a los primeros colonizadores, llenando los vacíos de gobernanza ante la escasa 
presencia de instituciones del Estado y las precarias relaciones comerciales derivadas de 
una economía formal.  En estos territorios, la “guerrilla ejerce el monopolio de la fuerza, 
administra justicia y recaba tributos, desempeñando así las funciones primarias y principales 
de un Estado” (Cárdenas et al., 2004, p. 58)   
La función de despensa, refugio y territorio dio paso a fenómenos de colonización armada 
que dieron entrada a la economía campesina en los Parques Nacionales, en un momento en 
que la frontera agrícola se encontraba abierta. En ese contexto, bien podría afirmarse que 
en estas áreas donde se ha desarrollado el conflicto armado interno, se ha presentado un 
fenómeno de defaunación por la sobreexplotación de animales y presencia de un gran 
número de población humana.  
Sin embargo, desde otra cara de la moneda, también sería plausible sostener que en el 
Sistema de Parques Nacionales, viene presentándose un proceso de recuperación de 
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especies de fauna, gracias a la gestión de sus pobladores que han sido víctimas de 
desplazamiento. Ambos supuestos pueden ser válidos, si se considera que la “relación entre 
el conflicto y la fauna permanece en el ámbito de los especulativo, al carecerse casi 
totalmente de información” (Cárdenas et al., 2004, p.130). 
Cabe resaltar que la economía campesina en los bosques tropicales se ha caracterizado por 
su alta vulnerabilidad, en la medida en que sus formas de vida pre adaptadas, las hace 
propensas a desarrollar cualquier tipo de actividad económica para la obtención de recursos, 
verbigracia, cultivo y recolección de plantaciones de coca, marihuana y amapola. En el caso 
del piedemonte llanero, las carreteras en las zonas de colonización han facilitado la 
interacción entre campesinos y actores de gran capital acumulado, que ingresan a la zona 
mediante el ejercicio de la violencia, para establecer sus formas de ocupación y producción 
que representan una degradación de los ecosistemas. Cárdenas et al. (2004) señala: 
[L]a colonización es conflictiva, porque los grupos iniciales de campesinos que 
desmontan la selva o los bosques de galería llaneros, son desplazados por los 
grandes compradores de mejoras, que concentran la propiedad para la ganadería 
extensiva a medida que las áreas son incorporadas a la red de infraestructura (p.130). 
Con anterioridad a 1988, es posible afirmar que las FARC-EP no habían emitido 
pronunciamientos explícitos sobre temas ambientales. Las primeras manifestaciones sobre 
la posición de esta guerrilla, se produjeron durante el proceso de paz con el gobierno de 
Andrés Pastrana Arango, quedando consignadas en el Acuerdo de Los Pozos, suscrito en 
zona rural de San Vicente del Caguán –Caquetá, el 9 de febrero de 2001. En dicho 
instrumento, las FARC-EP reconocieron, entre otros aspectos, la necesidad de garantizar la 
autosuficiencia y seguridad alimentaria de las comunidades rurales, de la mano con 
economías de turismo ecológico por su sostenibilidad y viabilidad para las regiones. Así 
mismo, se propuso la elaboración de un inventario de los recursos naturales presentes en el 
territorio nacional, en perspectiva de elaborar un plan de desarrollo para los mismos 
(Cárdenas et al., 2004). 
No obstante, la posición de las FARC-EP fue controvertida por la prensa oficial al 
denunciarse la construcción de carreteras en el Área de Manejo Especial de la Macarena, 
que ponían en riesgo la estabilidad de los Parques Nacionales Naturales. Así mismo, a un 
año de haberse terminado la zona de distensión, la prensa informó que la intervención 
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alcanzaba los 200 kilómetros de carreteras, incluyendo la habilitación de la vía carreteable 
conocida como “trocha ganadera”, que comunica a los municipios de La Macarena con Vista 
hermosa, atravesando el Parque Nacional Natural Sierra de La Macarena (Cárdenas et al., 
2004). 
Al respecto, Raúl Reyes, quien en su momento fungía como vocero de las FARC-EP, dio 
respuesta a los medios de comunicación afirmando “que ellos le daban prioridad a las 
necesidades de la gente; visión que no contrasta con la apreciación del presidente Uribe 
quien, según el diario El Tiempo (16 de abril de 2003) no le molestaban las carreteras que 
las FARC habían construido en esta zona” (Cárdenas et al., 2004, p. 158). 
El Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera (2016), celebrado entre las FARC-EP y el Gobierno Nacional (en 
adelante Acuerdo Final), abordó las tensiones que se presentan en el Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, lo cual generó expectativas en las organizaciones campesinas frente 
a la posibilidad de verse impulsados los diálogos de la Mesa Nacional de Concertación para 
la solución de conflictos territoriales en áreas del sistema de Parques Nacionales Naturales.  
La agenda de negociaciones de paz permitió un intercambio de miradas y propuestas sobre 
la realidad agraria y su relación directa con el conflicto armado interno, dando lugar a que las 
partes acordaran el punto 1 del Acuerdo Final, denominado “Hacia un nuevo campo 
colombiano: Reforma Rural Integral”. En este punto, tanto el Gobierno Nacional como las 
FARC- EP, reconocieron que la transformación de los problemas estructurales del campo, 
no sólo impactaría en el mejoramiento de las condiciones vida y bienestar de la población 
rural, sino que además contribuiría a la construcción de una paz territorial.    
Las perspectivas disímiles en relación con los efectos que tendrá la superación de la deuda 
con el sector rural, se dejaron plasmados en el Acuerdo Final. Por un lado, las FARC-EP 
consideran que la transformación de los problemas estructurales del campo, esto es, la 
discriminación del campesinado y la proliferación de latifundios improductivos, contribuirá a 
superar las causas históricas que dieron lugar al conflicto armado interno y que justificaron 
su conformación como grupo insurgente. Por el otro, desde una mirada consecuencialista, el 
gobierno nacional considera que la reforma rural integral permitirá reversar los efectos de la 
confrontación armada, que facilitaron el empobrecimiento de la población rural y la 
concentración de la propiedad.  
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Al margen de estas posiciones divergentes, las delegaciones compartieron la necesidad de 
promover el acceso democrático a la propiedad rural, superar las brechas de igualdad 
existentes entre la ciudad y el campo, erradicar la pobreza, propiciar el desarrollo económico 
y social en todas las regiones, garantizando la superación de la violencia y la no repetición 
del conflicto armado. Para ello, se acordó facilitar el acceso progresivo a la tierra mediante 
la aplicación de los instrumentos de formalización, distribución y restitución, haciendo 
especial énfasis en las comunidades rurales más vulnerables y afectadas por el conflicto 
armado interno. 
Reconociendo que la atención de las comunidades rurales debe tener como derrotero la 
sostenibilidad económica y ambiental, en el punto 1 del Acuerdo Final se abordaron las 
problemáticas asociadas al uso, ocupación y tenencia de áreas de especial interés 
ambiental, para lo cual se trazó como propósito esencial la delimitación de la frontera 
agrícola, la protección de áreas protegidas y la generación de alternativas que garanticen 
simultáneamente la protección del ambiente y el bienestar social de la población que habita 
o colinda con estas áreas.  
Para lograr estos objetivos, el Gobierno Nacional y las FARC-EP acordaron desarrollar un 
plan de zonificación ambiental en un plazo de dos años, a fin de delimitar la frontera agrícola, 
actualizar el inventario y caracterizar los usos de las áreas de especial interés ambiental. Así 
mismo, se definieron medidas concretas para comunidades rurales que habitan o colindan 
con áreas que deban tener un manejo ambiental especial, entre ellas, programas de 
reasentamiento, recuperación comunitaria de bosques y pago por servicios ambientales. Lo 
anterior, fundando en el reconocimiento del valor intangible de los sistemas de producción 
alimentaria sostenibles, tales como, proyectos silvopastoriles, Zonas de Reserva 
Campesina, y formas propias de organización de la población rural.  
Aunado a lo anterior, reconociendo que el Sistema de Parques Nacionales Naturales se ha 
visto afectado por la presencia de cultivos de uso ilícito, el punto 4 del Acuerdo Final, 
denominado “solución al problema de las drogas ilícitas”, contempla que en estas áreas se 
definirán mecanismos de diálogo con las comunidades para establecer acuerdos de 
sustitución voluntaria, que garanticen la protección de los recursos naturales y paralelamente 
propendan por el bienestar y buen vivir de la población rural.  
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De lo pactado en el Acuerdo Final, se evidencia una ruptura del concepto de 
conservacionismo estricto que excluye la presencia humana en áreas protegidas. Se trata 
de un nuevo enfoque de conservación que reconoce la presencia consuetudinaria de 
comunidades en estas áreas, con quienes es necesario dejar de actuar mediante acciones 
restrictivas para trascender hacia alternativas de participación directa y de reconocimiento 
de garantías de derechos en armonía con los objetivos de conservación. Se trata entonces 
de “rutas concretas que materializan un horizonte de integralidad e inclusión del 
campesinado en las políticas de protección y conservación de la naturaleza y la biodiversidad 
en sintonía con la economía campesina sostenible” (Betancourt, Posada, Lastra, Carrillo y 
Montealegre, 2017, p.71). 
Con el propósito de facilitar la implementación del Acuerdo Final, el legislador concedió 
facultades extraordinarias al Presidente de la República, para expedir en un período de 180 
días, decretos con fuerza de ley que aseguraran su desarrollo normativo. En este contexto, 
tanto el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, como las organizaciones campesinas 
que tenían asiento en la Mesa Nacional de Concertación, presentaron dos propuestas 
normativas independientes en relación con las problemáticas de uso, ocupación y tenencia 
en el Sistema de Parques Nacionales Naturales.  
La propuesta normativa del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible señalaba en sus 
considerandos que más del 60% de las áreas del Sistema de Parques Nacionales, registran 
usos no permitidos en términos de ocupación y tenencia de predios por parte de 
comunidades campesinas. Así mismo, esta propuesta se fundamentó en la siguiente 
preocupación que se avizoraba desde la autoridad ambiental: 
Que en razón a las expectativas que se generan en el territorio, por los beneficios, 
recursos, programas especiales y demás medidas que el Estado dirija o implemente 
en el marco de los puntos uno y cuatro del Acuerdo Final para la Paz, existe 
actualmente el riesgo de que en las áreas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales se incremente la deforestación y degradación de los ecosistemas, por lo 
que es necesario y urgente desarrollar y consolidar la caracterización del uso, 
ocupación y tenencia dentro de las áreas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales y las demás medidas que se prevén en este decreto, que justifican acudir 
a las facultades extraordinarias que prevé el acto legislativo 01 de 2016 (Proyecto de 
Ley MADS, 2017). 
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El proyecto normativo planteaba la creación de un sistema de información que caracterizara 
las actividades de uso, ocupación y tenencia en las áreas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales. Así mismo, contenía una propuesta en materia de adopción de acuerdos de 
recuperación, restauración y conservación con población campesina en situación de 
vulnerabilidad, dirigidos al desmonte de actividades no permitidas.  
Cabe resaltar que la propuesta no precisaba si la reconversión de actividades se realizaría 
de forma gradual o intempestiva, pero sí aclaraba que los acuerdos no implicaban el 
reconocimiento de derechos asociados a la tierra por parte del Estado. En consecuencia, 
este punto fue ampliamente rechazado por las delegaciones campesinas que tenían asiento 
en la Mesa Nacional de Concertación, dado que el proyecto normativo cerraba posibilidades 
hacia el reconocimiento de relaciones asociadas con la tierra y el territorio.  
Ahora, si bien es cierto que la propuesta planteaba la adopción de programas de reubicación 
y estabilización socioeconómica para la población campesina, no se definían medidas 
específicas ni instituciones públicas responsables para su implementación. Sumado a ello, 
en el seno de las organizaciones campesinas mediaban altos niveles de desconfianza en la 
puesta en práctica de estas iniciativas, debido a la ausencia de recursos presupuestales y a 
los incipientes avances en materia de adquisición de predios de propiedad privada, compra 
de mejoras y acciones de reubicación.  
Por su parte, la propuesta normativa elaborada por la delegación campesina, toma como 
punto de partida el reconocimiento de la existencia de comunidades rurales víctimas del 
conflicto armado, quienes se vieron obligadas a poblar territorios selváticos y boscosos del 
país para refugiarse. Así mismo, se evocan las políticas de colonización dirigidas en el marco 
de programas estatales que facilitaron fenómenos de poblamiento en territorios que 
posteriormente fueron declarados como parte del Sistema de Parques Nacionales Naturales, 
generándose conflictos que comprometían el ejercicio de derechos asociados con la tierra y 
garantías de rango fundamental que les asiste a las comunidades campesinas.  
La propuesta normativa reconoce el papel del campesinado en la conservación y generación 
de alternativas sostenibles, abogando por el cierre de la frontera agrícola, la implementación 
del Programa Nacional Integral de Sustitución Voluntaria de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS) en 
Parques Nacionales Naturales, y la protección de las Zonas de Reserva Campesina. El 
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núcleo central del proyecto se refería a la adopción de un régimen especial de manejo para 
la población campesina, entendido en los siguientes términos: 
Créase el Régimen Especial de Manejo de Parques con campesinos como un 
instrumento de planeación y co-manejo entre las comunidades campesinas y la 
Unidad Administrativa Especial de Parques Nacionales Naturales de Colombia 
(UAESPNN), para ofrecer soluciones integrales a las comunidades campesinas 
asentadas en áreas del SPNN, con la satisfacción del goce efectivo de sus derechos 
y la conservación sostenible del ambiente, en el marco de alternativas equilibradas 
entre ambiente, bienestar y buen vivir, y mediante la implementación de Sistemas 
Agrarios Sostenibles para la Conservación referidos más adelante (Parques con 
campesinos, 2017, art. 7). 
El régimen de aprovechamiento especial se fundaba en el diseño de sistemas agrarios 
sostenibles para la conservación, los cuales debían ceñirse a los resultados que arrojara la 
zonificación ambiental ordenada en el Acuerdo Final. Se planteaba que su estructura, debía 
favorecer la soberanía alimentaria y la generación de ingresos para garantizar niveles de 
vida adecuados en las familias campesinas asentadas en las áreas del sistema, mediante la 
reconversión de actividades como la minería, ganadería extensiva, extracción no regulada 
de maderas y siembra de cultivos de uso ilícito.  
Para ello, se plantaba la necesidad de conjugar conocimientos técnicos y locales en el 
desarrollo de actividades de producción que atendieran los objetivos de conservación, para 
lo cual se proponía avanzar en “prácticas agroecológicas, prácticas de aprovechamiento 
sostenible del bosque, sistemas agroforestales y silvopastoriles que permitan la disminución 
de las presiones por actividades ganaderas, agrícolas o extractivas” (Parques con 
campesinos, 2017, art. 10). 
Sumado a ello, en el documento se incluyeron propuestas concretas en materia de acceso 
a vivienda, desarrollo de la agricultura, actividades de ecoturismo campesino y procedencia 
de traslapes entre áreas del Sistema de Parques Nacionales y Zonas de Reserva 
Campesina. Por último, con el fin de garantizar la puesta en marcha de las iniciativas 
planteadas, se dejó contemplado que el financiamiento de la política pública para la 
resolución de conflictos ambientales, debería contar con una partida presupuestal específica 
dentro del Sistema General de Participaciones.  
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Ninguna de las propuestas normativas fue adoptada en el marco de las facultades 
legislativas extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional, así como tampoco se retomaron 
dichos proyectos en los periodos legislativos especiales del Congreso. Así pues, se perdió 
una valiosa oportunidad de haber avanzado en cambios normativos que permitieran 
transformar los conflictos ambientales en opciones equilibradas, que propendieran por el 
cumplimiento de los objetivos de conservación y bienestar de las comunidades campesinas. 
Empero, median otras oportunidades de construcción como el escenario legislativo ordinario 
y los ejercicios de incidencia política que se sostienen en la Mesa Nacional de Concertación, 
para la solución de los conflictos ambientales que se presentan por la ocupación y 
explotación histórica del campesinado en áreas del sistema de Parques Nacionales 
Naturales.  
Por último, reconociendo que el conflicto armado interno colombiano ha afectado la 
dimensión política del país en sus componentes ambientales y sociales, resulta imperativo 
integrar la dimensión ambiental a la paz; tarea que no se limita con “extender al trópico 
húmedo la retórica del desarrollo sostenible, ni siquiera el discurso por la soberanía nacional 
frente a recursos naturales. Haría falta toda una propuesta de desarrollo regional, que 
atienda a las peculiaridades ecológicas de estos espacios” (Cárdenas et al., 2004, p. 160). 
1.3.4 Conflictividad ambiental en el Parque Nacional Natural 
Tinigua. 
Habiendo presentado el contexto de conflictividad que se presenta en los Parques 
Nacionales Naturales, a continuación se hará mención especial a las tensiones que tienen 
lugar en el Parque Nacional Tinigua, comprometiendo derechos de comunidades 
campesinas.  
Los antecedentes de colonización en el Parque Nacional Tinigua, presentadas en el capítulo 
anterior, carecieron de una respuesta estatal que atendiera las dinámicas de ocupación y 
uso de las comunidades campesinas, las cuales adquirieron un estatus de ilegalidad con la 
entrada en vigor del régimen ambiental aplicable para las áreas del sistema. Esta región dejó 
de ser un territorio de colonización espontánea, dirigida y armada, para convertirse de forma 
abrupta en una zona destinada a la conservación ambiental, en la cual los colonos 
comenzaron a ser valorados negativamente por políticas públicas, académicos y autoridades 
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ambientales, como consecuencia del desarrollo de actividades productivas que afectaban el 
ambiente. 
En el año de 1989 se crea el Área de Manejo Especial La Macarena – AMEM con el propósito 
de proteger los recursos naturales presentes en la Sierra de La Macarena. Esta norma 
dispuso la creación de dos (2) Distritos de Manejo Integrado y cuatro (4) Parques Nacionales 
Naturales, dentro de los cuales, se encuentra el Parque Nacional Natural Tinigua (Decreto 
1989, 1989). Esta área protegida, se encuentra ubicada en los municipios de La Macarena y 
La Uribe, jurisdicción del departamento del Meta, abarcando una extensión equivalente a las 
208.000 hectáreas1  (Unidad Administrativa del Sistema de Parques Nacionales Naturales 
de Colombia [UAESPNN], 2018). 
Limita al oriente con el Parque Nacional Natural Sierra de La Macarena y al occidente con el 
Parque Nacional Natural Cordillera de Los Picachos. Su territorio comprende, total o 
parcialmente, veinte veredas: “Aguabonita, Aires del Meta, Alto Raudal, Atlántica, Bajo 
Raudal, Bajo Villanueva, Brisas del Guayabero, Tapir, Esperanza, La Dorada, Bocana del 
Perdido, Los Alpes, Paraíso, Aires del Perdido, Caño Limón, El Rubí, Jordania, La Samaria, 
Paraíso del Losada y Villanueva Alto” (UAESPNN, 2005, p. 72). 
El principal valor del Parque Nacional está dado por su corredor biológico, que sirve de punto 
de conexión entre los ecosistemas amazónico, orinocense y andino. En términos 
hidrográficos, parte del Parque se encuentra inserto en la cuenca del río Guayabero y su 
zona norte alberga un triángulo que conforma los ríos Duda, Guayabero y Lagartija 
(UAESPNN, 2018). 
La diversidad biológica del Parque Nacional Tinigua se hace presente en su gran variedad 
de bosques, algunos de ellos, caracterizados por su composición florística. La amplia 
vegetación presente en el área protegida permite albergar especies que actualmente se 
 
 
1 Los Distritos de Manejo Integrado, creados en virtud del Decreto 1989 de 1989, corresponden al 
Distrito de Manejo Integrado de los Recursos naturales Renovables de La Macarena y al Distrito de 
Manejo Integrado de los Recursos Naturales Renovables del Ariari – Guayabero. El primero, se 
constituye en cuatro zonas, así: i) Zona 1: Recuperación para la preservación norte; ii) Zona 2: 
Recuperación para la producción norte; iii) Zona 3: Recuperación para la preservación sur; iv) Zona 
4: Preservación vertiente oriental. El segundo, se integra por otras cuatro zonas así: i) Zona 1: 
Producción; ii) Zona 2: Recuperación para la producción occidente; iii) Zona 3: Recuperación para la 
producción sur; iv) Zona 4: Preservación Serranía de La Lindosa. 
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encuentran bajo presión, entre ellas, el jaguar americano, la nutria, la guacamaya verde 
oscura y primates, como el Tití Simirí y el mono aullador (UAESPNN, 2018). 
De acuerdo con la autoridad ambiental, las especies animales que actualmente se ven 
amenazadas, cumplen una función determinada en la cadena alimenticia, contribuyendo al 
control de la población animal y a la dispersión de semillas. Empero, factores como la 
ampliación de la frontera agrícola, cambios en la vocación de los suelos y desarrollo de 
actividades como la cacería, podrían alterar considerablemente el equilibrio de las funciones 
que desarrolla la fauna dentro del ecosistema (UAESPNN, 2018). 
El Plan de Manejo Ambiental del Parque Nacional Natural Tinigua contiene una 
caracterización de ocupantes asentados en áreas protegidas, la cual atiende a tres criterios 
principales: i) forma de vinculación con el territorio y relación jurídica existente con el predio; 
ii) tiempo de permanencia en el predio y; iii) tamaño y uso del predio.  
La caracterización tuvo en consideración cuatro fuentes de información, a saber: I) censo de 
familias localizadas en el interfluvio Losada – Guayabero; II) encuesta socioeconómica 
ambiental participativa, realizada en el año 2013 con la Asociación Campesina Ambiental 
Losada Guayabero – ASCAL G; III) análisis de cobertura de la tierra; y IV) estudio técnico de 
tenencia de la tierra realizado con participación del entonces INCODER (hoy Agencia 
Nacional de Tierras), Instituto Geográfico Agustín Codazzi, Oficina de Instrumentos Públicos 
y Alcaldía municipales (UAESPNN, 2018). 
Figura 1.1: Dinámicas de uso y ocupación en el Parque Nacional Tinigua. 
 
Fuente: (UAESPNN, 2018). Recuperado de http://www.parquesnacionales.gov.co/ portal/wp-
content/uploads/2018/04/PM-PNN-Tinigua-Marzo-5-2018.pdf 
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El ejercicio dio como resultado que los mayores índices de ocupación tienen lugar en la zona 
de influencia de la Asociación Campesina Ambiental Losada Guayabero – ASCAL G, esto 
es, en el territorio comprendido por los ríos Guayabero y Perdido, registrándose una 
población total aproximada de 38.886 personas para el año 2014. De la aplicación del censo 
y de la encuesta socioeconómica ambiental, la Unidad Administrativa Especial reportó un 
total de trescientos treinta y tres familias localizadas en veintitrés veredas, todas ellas, sin 
acreditar títulos de propiedad.  
De este universo de familias, la autoridad ambiental registra que una parte presenta 
condiciones de ocupación con anterioridad a la constitución del Parque Tinigua, mientras 
que la otra parte ha ingresado con posterioridad a la declaratoria del área protegida. Así 
mismo, se evidencia el desarrollo de actividades económicas para fines de autoconsumo, 
así como también proyectos productivos para la obtención de excedentes capitalizables 
(UAESPNN, 2018). 
Las particulares condiciones del suelo y las grandes extensiones de pasto han permitido que 
la ganadería extensiva se constituya en la principal actividad productiva dentro del área 
protegida. Debido a que gran parte de los semovientes no se encuentran debidamente 
registrados ante las autoridades sanitarias, no se cuenta con una estadística exacta que 
permita determinar con especificidad el porcentaje de ganado bovino presente en el Parque, 
sin embargo, la Unidad de Parques Naciones Naturales identificó más de 100.000 cabezas 
de ganado y 18.343 hectáreas intervenidas en el ecosistema de selva húmeda (UAESPNN, 
2018). 
La ganadería dentro del Parque Nacional Natural Tinigua ha sido desarrollada por población 
campesina proveniente de diferentes departamentos del país, así como por grandes 
ganaderos que realizan intervenciones en esta zona. De acuerdo con la autoridad ambiental, 
el desarrollo de esta actividad ha tenido como efectos la fragmentación de los bosques, 
sedimentación, pérdida de la biodiversidad y riesgos de incendios forestales (UAESPNN, 
2018). 
En el Parque Nacional Natural Tinigua también predomina la agricultura de autoconsumo, 
debido a limitaciones como baja rentabilidad de las actividades productivas, ausencia de 
líneas de comercialización y precaria infraestructura de transporte. Actividades como el 
cultivo de maíz, yuca, arroz, plátano y frutales, carecen de asistencia técnica y son realizadas 
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en pequeñas áreas de tierra, sin que ello demande alguna inversión tecnológica (UAESPNN, 
2005).  
De acuerdo con la autoridad ambiental, la agricultura responde a las oleadas de colonización 
de personas provenientes de departamentos vecinos como Caquetá, Huila y Cundinamarca.  
Actualmente las vegas del río Guayabero registran la mayor afectación por el desarrollo de 
actividades de producción de plátano, generando como efectos la erosión, el desbordamiento 
del cauce del río y la disminución del hábitat (UAESPNN, 2019).  
Al igual que la ganadería, el cultivo de coca se ha catalogado como una actividad tradicional 
dentro del Parque Nacional Tinigua, si se considera que la misma se remonta desde la 
década de los años setenta. Los sectores del Alto y Bajo Raudal han concentrado la mayor 
parte de los cultivos, al punto que, esta zona ha ocupado el segundo lugar en hectáreas 
cultivadas dentro del Área de Manejo Especial de La Macarena – AMEM, seguida del Parque 
Nacional Natural Sierra de La Macarena (UAESPNN, 2005). 
Aunque en el pasado, el Parque Nacional Tinigua fue declarado territorio libre de cultivos de 
coca, para los años 2014 a 2017 se registró un incremento en el número de plantaciones, lo 
cual representó una fuerte presión si se considera que esta área se convirtió en un punto de 
conexión con territorios cocaleros de los departamentos de Putumayo, Guaviare y Caquetá 
(UNODC, 2018). Sin embargo, aunque en el año 2018, la densidad del cultivo presentó una 
reducción considerable, llegando a las 155 hectáreas, esta cifra no solo representa un 
desafío para la protección de los recursos naturales del Parque Nacional Tinigua, sino que 
además se traduce un riesgo que amenaza la vida, integridad y seguridad personal de las 
comunidades rurales y de la población campesina vinculada en actividades de cultivo y 
recolección de plantaciones de coca (UNODC, 2019). 
En relación con el desarrollo de labores relacionadas con cultivos de uso ilícito, vale decir 
que políticas públicas, académicos y funcionarios, construyeron en torno a los colonos unas 
representaciones asociadas a la ilegalidad, vinculándonos con el narcotráfico y 
relacionándolos como simpatizantes de las guerrillas. Dado que los Llanos Orientales fueron 
entendidos como una zona propicia para la consolidación de economías ilegales y grupos 
insurgentes, pronto las personas habitantes fueron estereotipadas como sujetos ilegales.  
La percepción de los campesinos como ilegales por su condición de depredadores 
ambientales, cocaleros y simpatizantes de la guerrilla, se inserta en las políticas ambientales 
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y en las actuaciones gubernamentales que se llevan a cabo en territorio con las 
comunidades. Si bien es cierto que los imperativos categóricos de la conservación cuentan 
con gran legitimidad y han sido apropiados por la autoridad que administra el Parque 
Nacional Tinigua, también lo es que la constitución de esta figura como área protegida ha 
sido concebida como un ataque a la integridad y el territorio del campesinado históricamente 
asentado: “[…] sin preguntarnos nada ni dejarnos participar crearon el Parque y de la noche 
a la mañana pasamos de cultivar sin problemas a no poder hacer nada en nuestras fincas” 
(Entrevista campesino No. 1. Parque Nacional Natural Tinigua, 2018). 
Luego de la declaratoria del Parque Nacional Tinigua, el 7 de agosto de 1996, campesinos 
de los ríos Losada y Guayabero, conformaron una organización social dedicada a velar por 
la protección del ambiente, conocida como Asociación Campesina Ambiental Losada 
Guayabero – ASCAL G. Esta asociación cubre los departamentos de Meta y Caquetá, 
comprendiendo el Distrito de Manejo Integrado de los Recursos Naturales Renovables del 
Ariari – Guayabero, así como una porción de los Parques Nacionales Naturales Picachos y 
Tinigua. De acuerdo con el Plan de Manejo Básico del Parque Nacional Tinigua, en el año 
2005, se registraban afiliaciones en catorce veredas de esta área protegida, abarcando un 
número aproximado de 220 familias y 1.116 personas (UAESPNN, 2005). 
La creación de esta organización social ha permitido que las comunidades campesinas 
asuman un compromiso autónomo por la conservación del equilibrio de este repositorio 
ambiental “sin embargo sus esfuerzos no son suficientes, debido a la falta de 
acompañamiento efectivo y de políticas claras que apoyen estas voluntades” (Ministerio del 
Medio Ambiente, et al., 2004, p.15). 
La conservación de los recursos naturales del Parque Nacional Natural Tinigua, se constituye 
en uno de los pilares esenciales y unificadores de la Asociación Campesina Ambiental 
Losada Guayabero, quien ha definido un conjunto de reglamentos internos en torno a la 
protección de las aguas, la prohibición de la caza de animales en vía de extinción y la 
exclusión de actividades de explotación maderera. Debido a la precaria gobernabilidad del 
Estado, la Asociación Campesina Ambiental Losada Guayabero ha abanderado iniciativas 
comunitarias para la protección de los recursos naturales del Parque. Esta organización 
social ha logrado autogestionar la construcción de escuelas, vías terciarias y proyectos 
productivos de autoconsumo, para contribuir con el mejoramiento de las condiciones de vida 
de la población habitante. Al respecto, Borda (2017) afirma: 
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En general estos territorios frontera de colonización, son un ejemplo de espacios 
vacíos de gobernabilidad del Estado, la ausencia del Estado, está representada en la 
falta de institucionalidad, generando las condiciones de adaptabilidad por parte de las 
comunidades, representada en una ejemplar organización comunitaria, que reconoce 
la solidaridad como la única posibilidad de supervivencia y de superación de la 
pobreza (p. 81). 
Para organizaciones sociales como ASCAL-G, las prácticas de conservación campesinas 
responden a un arraigo territorial y a una apropiación cultural con el espacio que habitan, 
razón por la cual consideran que “es deber del Estado redistribuir los beneficios sociales, 
ambientales y económicos derivados de estas áreas de interés ambiental, con los habitantes 
históricos de estas regiones con el objeto de construir una sociedad más igualitaria” (Borda, 
2017, p. 82). 
Debido a la carga que les significaba a los campesinos ser estereotipados como sujetos 
ilegales por desarrollar actividades de cultivo de coca y adelantar actividades no permitidas 
al interior del área protegidas, ASCAL-G vio en los programas de conservación, la posibilidad 
de potenciar el desarrollo de nuevas alternativas económicas, pero sobre todo, de 
transformar las representaciones negativas que las políticas ambientales y los saberes de 
expertos habían construido en torno a sus vivencias.   
De lo anterior se desprende que, la capacidad de agencia del campesinado ha desempeñado 
un papel clave en la transformación de las representaciones negativas que lo asocian por su 
permanencia en el Parque Nacional Natural Tinigua, por tratarse de un territorio donde el 
campesinado ha forjado una relación con el entorno natural que lo rodea. En otras palabras, 
esta población ha desarrollado formas alternas de conservación que dialogan entre lo natural 
y cultural, al implementar estrategias cargadas de representaciones simbólicas sobre el 
territorio, verbigracia, la creencia de ser sancionados por la misma naturaleza si se llegan a 
presentar excesos en la explotación del territorio.  
Sin embargo, vale decir que el desarrollo de estas prácticas comunitarias de protección al 
interior del Parque Nacional Tinigua no son del todo reconocidas por la Unidad de Parques 
Nacionales Naturales, quien ha concebido la presencia del campesinado y el establecimiento 
de sus estructuras organizativas, como factores que amenazan la destrucción de sus 
ecosistemas. En efecto, para la autoridad ambiental, la presión que ejerce la población 
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campesina sobre los recursos naturales y su intención de permanecer en el territorio en 
forma definitiva, ponen en riesgo la estabilidad del área, lo cual tiende a agravarse en un 
escenario que ofrece remotas posibilidades de reubicación para la población habitante 
(UAESPNN, 2005).  
Para dar respuesta a los factores que ejercen presión sobre el territorio, el Plan de Manejo 
Ambiental plantea implementar el ecoturismo como una estrategia de conservación con 
comunidades campesinas, a fin de “beneficiar a los campesinos afectados por el uso 
restringido existente en las áreas protegidas que realizan actividades productivas de menor 
escala” (UAESPNN, 2018, p. 283). Se trata de una medida dirigida al desmonte gradual de 
actividades no permitidas, la cual no tiene incidencia en el reconocimiento de derechos 
asociados a la tierra y el territorio.  
De acuerdo con la Unidad Administrativa de Parques Nacionales Naturales, el desarrollo de 
actividades de ecoturismo tuvo lugar en el año 2016, buscando atender los compromisos 
establecidos en el marco de la Mesa Nacional de Concertación, donde se acordó avanzar en 
alternativas de desarrollo con comunidades campesinas y acciones que mitigaran presiones 
a los ecosistemas por la realización de actividades no permitidas. Sobre el particular, la 
Unidad de Parques Nacionales señala: 
[S]e encuentra propicia la implementación de Ecoturismo como estrategia de 
conservación en los sectores Raudal Angosturas I y Sendero de la Paz Tinigua, ya 
que permite el conocimiento de los elementos arqueológicos e históricos y su 
conexión con la riqueza natural de los escenarios que desde la línea de tiempo se 
reconoce, puesto que los autores de los petroglifos y pictogramas reconocieron desde 
su época el valor de la naturaleza (UAESPNN, 2018, p. 256). 
Si bien es cierto que el Plan de Manejo ubica la actividad de ecoturismo como alternativa 
central para la transformación de los conflictos ambientales, también lo es que la autoridad 
ambiental no identifica medidas integrales que garanticen a la población campesina la 
realización de las condiciones mínimas de existencia, mediante el desarrollo de prácticas 
agroecológicas, programas de sustitución voluntaria de cultivos de uso ilícito, desarrollo de 
sistemas agroforestales y silvopastoriles, entre otras.  
Aunado a ello, no se evidencian propuestas integrales que busquen equilibrar los fines de 
conservación con el mejoramiento de las condiciones de vida de la población campesina. 
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Por el contrario, las alternativas de manejo de los conflictos, centran su campo de acción en 
la protección de los recursos naturales al concebir la ocupación campesina como un riesgo 
para la estabilidad de los ecosistemas, perdiendo de vista el grado de vulneración de 
derechos de las comunidades campesinas que se ha prolongado en el tiempo, a causa de la 
baja gobernabilidad del Estado, conflicto armado interno, altos índices de pobreza y bajos 
niveles de cogestión, entre los actores institucionales y sociales, para la conservación del 
área protegida.   
Ahora bien, reconociendo que al interior del Parque Nacional Tinigua se desarrollan 
actividades de cultivo y recolección de plantaciones de coca, el 5 de agosto de 2016, 
autoridades públicas y organizaciones sociales que representan a las comunidades 
campesinas asentadas en el área protegida, celebraron acuerdo de sustitución voluntaria de 
cultivos de uso ilícito, atendiendo las pautas contenidas en el punto 4 del Acuerdo Final 
(2016), “solución al problema de las drogas ilícitas”.  
En representación de las comunidades campesinas que suscribieron el acuerdo, se destaca 
la Corporación por la Defensa Ambiental y el Desarrollo Sostenible en el Área de Manejo 
Especial de La Macarena (CORPOAMEM); Comité de cultivadores de hoja de coca de La 
Uribe y La Macarena; Asociación Campesina Ambiental de Losada Guayabero (ASCAL-G); 
y Corporación de Trabajadores Campesinos Agropecuarios Ambientales de los Llanos del 
Yarí (CORPOAYARÍ). 
Por parte del Estado, participó la Unidad Administrativa Especial de Parques Nacionales 
Naturales, Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Macarena (CORMACARENA), 
Gobernación del Meta, Alcaldías municipales de La Macarena y La Uribe, Defensoría del 
Pueblo, Departamento para la Prosperidad Social y Dirección para la Atención Integral de 
Lucha contra las Drogas, adscrita a la entonces Alta Consejería para el Posconflicto de la 
Presidencia de la República.  
Se trataba de un plan piloto que tenía por objetivo implementarse en veintiún veredas del 
Parque Nacional Tinigua, bajo criterios de participación, observancia de los acuerdos 
definidos en la Mesa Nacional de Concertación, reconocimiento de los derechos de los 
campesinos y conservación del área protegida.  
Los actores sociales e institucionales acordaron cuatro fases que orientarían el diseño e 
implementación del plan piloto priorizado para esta área protegida: i) caracterización 
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participativa de la población vinculada en labores asociadas al cultivo y recolección de 
plantas de coca; ii) formulación conjunta de planes y proyectos para la sustitución voluntaria; 
iii) implementación de acuerdos; y iv) monitoreo y seguimiento de la ejecución de los 
compromisos adquiridos por las partes.  
Las organizaciones campesinas asumieron el compromiso de frenar el incremento de los 
cultivos de coca en la medida en que se priorizaran programas de desarrollo alternativo sobre 
acciones de erradicación forzosa. Por su parte, el Gobierno Nacional contrajo el compromiso 
de priorizar fuentes de financiación para los planes y proyectos que se acordaran en el marco 
del Programa de Sustitución voluntaria.  
No obstante, la identificación de alternativas para sustituir los cultivos de uso ilícito en el 
Parque Nacional Tinigua, no registraron mayor avance en términos de implementación de 
las líneas acordadas por las partes. En efecto, como bien lo señala el Instituto Kroc de 
Estudios Internacionales de Paz, el Gobierno Nacional avanzó con acuerdos de sustitución 
voluntaria en zonas que presentan restricciones en términos de uso y titularidad de la tierra, 
como es el caso de las áreas que conforman el Sistema de Parques Nacionales naturales, 
sin que los mismos fueran traducidos en acciones equilibradas entre conservación de 
recursos naturales y atención de la población campesina que subsiste de actividades de 
cultivo y recolección de plantaciones de coca (Kroc, 2019). 
Vale la pena mencionar que en el Parque Nacional Tinigua continúan presentándose 
afectaciones asociadas al conflicto armado interno que conducen a graves violaciones de 
derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. En efecto, tras la 
firma del Acuerdo Final y el retiro de las FARC-EP en las zonas donde hacía presencia 
territorial, se registró un aumento de los índices de deforestación en la región amazónica 
correspondiente un sesenta y seis por ciento. De acuerdo con el Instituto Kroc (2019), este 
fenómeno se debe en parte a que grupos armados declarados como disidencias de las 
FARC-EP que provenían del Frente Séptimo, han ejercido control territorial y comunitario 
para propiciar el desmonte de “bosque sin ningún tipo de control con miras a disputar el 
negocio de acaparamiento y venta de tierras con las mafias y el gran latifundio del país” (p. 
37). 
En el primer trimestre de 2018, el municipio de La Macarena alcanzó las cifras más altas de 
deforestación, concentrando el veinte por ciento del territorio nacional. Para el caso de los 
Parques Nacionales Naturales, el Tinigua registró el ochenta por ciento de la deforestación 
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en áreas protegidas (Kroc, 2019). Se trata de un fenómeno devastador que da cuenta de una 
pérdida inconmensurable de la biodiversidad y que además permite avizorar un fenómeno 
preocupante de expansión de la frontera agrícola con fines de especulación y acaparamiento 
de tierras.  
En la Alerta Temprana No 042-18 del 24 de abril de 2018, la Defensoría del Pueblo advirtió 
la situación de riesgo que se presenta en el Parque Nacional Natural Tinigua, como 
consecuencia de la presencia de disidencias de las FARC-EP y de grupos 
posdesmovilización de las Autodefensas Gaitanistas de Colombia. Se trata de una situación 
gravosa, en razón a que estos grupos armados ilegales han adquirido mayor control 
territorial, causando graves violaciones a los derechos humanos de la población civil e 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario (Defensoría del Pueblo, 2018). Para el 
caso concreto, dentro de los riesgos advertidos en el Parque Nacional Tinigua, se menciona: 
En este proceso, lo grupos declarados en disidencia vienen ejecutando una serie de 
hechos victimizantes sobre la población civil. Persiste como prácticas violentas, 
aquellas orientadas al ejercicio del control social a partir del miedo, la intimidación 
mediante el uso de las armas, la amenaza de reclutamiento de niños, niñas y 
adolescentes, la presión para ampliar su influencia mediante la colonización sobre 
zonas de reserva natural como el Parque Nacional Natural Tinigua y Parque Nacional 
Natural Cordillera los Picachos, así como despojos a propietarios rurales (Defensoría 
del Pueblo, 2018, p. 7). 
Así mismo, las estructuras de disidencia de las FARC-EP vienen ejerciendo control social 
para la obtención de fuentes de financiación, valiéndose de extorsiones, coacción para la 
siembra de cultivos de uso ilícito y amenazas para quienes decidan erradicar voluntariamente 
los cultivos de coca en el marco del programa de sustitución voluntaria, creado en el punto 
4 del Acuerdo Final. No bastando con ello, las Autodefensas Gaitanistas de Colombia 
pretenden expandirse hacia los territorios que registraban presencia del Bloque Oriental de 
las FARC-EP, “en particular en aquellos que les permitan la captación de rentas legales e 
ilegales, a través de cultivos de uso ilícito o del desarrollo de proyectos extractivos” 
(Defensoría del Pueblo, 2018, p. 8). 
Esta dinámica de violencia aumenta los niveles de vulnerabilidad de las organizaciones 
sociales y ambientales que abanderan la implementación de los Acuerdos de Paz en el 
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Parque Nacional Tinigua. En este contexto, la Defensoría del Pueblo ha advertido riesgos 
contra la vida, seguridad, libertad e integridad personal de líderes y lideresas de 
organizaciones como la Asociación Campesina Ambiental Losada Guayabero, Corporación 
de Trabajadores Campesinos y Ambientales de los Llanos del Yarí, Fundación por la Defensa 
de los derechos Humanos y el DIH del Oriente Colombiano, Juntas de Acción Comunal de 
La Macarena, entre otras (Defensoría del Pueblo, 2018). 
En medio del contexto de riesgo que se presenta en el Parque Nacional Tinigua, desde el 
año 2019 entró en operación la campaña gubernamental contra la deforestación, llamada 
“Artemisa”. Esta iniciativa ejecutada por el Ejército Nacional tiene por objetivos: “i) Detener 
la hemorragia deforestadora que se ha visto en los últimos años, ii) Lograr recuperar nuestra 
selva tropical húmeda, nuestros bosques y iii) Conseguir la judicialización de los que están 
detrás de esa cultura deforestadora” (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2019). 
Como resultado de estas operaciones realizadas en territorio en el marco del conflicto 
armado interno, el día 20 de febrero de 2020, luego de haberse presentado combates entre 
miembros del Ejército Nacional y actores armados ilegales que tienen presencia en la vereda 
El Rubí, jurisdicción del municipio La Macarena, un grupo de campesinos fueron detenidos 
por parte de la Fiscalía General de la Nación y de la Fuerza Pública, por la presunta comisión 
del delito de invasión de áreas de especial importancia ecológica, desconociendo la 
presencia histórica del campesinado al interior del Parque Nacional Tinigua (Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo, 2020). 
En consecuencia, las comunidades campesinas denunciaron públicamente abuso de la 
autoridad e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, exigiendo al Gobierno 
Nacional que se abstuviera de realizar detenciones arbitrarias contra campesinos señalados 
como invasores del Parque Nacional Tinigua, y, que en su lugar, desarrollaran procesos de 
concertación para la gestión de las conflictividades asociadas al uso, ocupación y tenencia 
al interior de esta área protegida en atención a su arraigo consuetudinario con el territorio. 
Así las cosas, el contexto de conflictividad en el Parque Tinigua ha sido abordado desde un 
modelo de administración estatal que descartaba la presencia humana para asegurar la 
conservación de sus espacios naturales (Andrade, Canal, Carrizosa, Gughl, Londoño, 
Mance, Rodríguez & Rudas, 2008). Se trata entonces de un enfoque de conservación basado 
en una de las premisas básicas de las ciencias naturales: “aquella según la cual naturaleza 
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puede permanecer inmutable a condición de que se aplique el modelo de gestión basado en 
la completa exclusión humana” (Andrade et al., 2008, p.478).  
Esta particularidad ha conllevado a que la naturaleza heredada de las áreas protegidas 
venga acompañada de conflictos no resueltos con comunidades rurales, como bien se 
presenta en el Parque Nacional Tinigua, a tal punto que, “en Latinoamérica las áreas 
protegidas se consideran uno de los aspectos generalizados del conflicto por el acceso a los 
recursos naturales y el territorio” (Andrade et al., 2008, p.481). 
Los conflictos ambientales que se presentan en el Parque Nacional Tinigua, han conducido 
a un escalamiento de tensiones entre fines conservación y derechos humanos básicos, tales 
como, autodeterminación, preservación de la cultura y acceso a medios de subsistencia. 
Producto de esta realidad, “recientemente se ha comenzado a hablar de <<los refugiados 
del conservacionismo>>, para referirse a la población desplazada por las políticas de 
conservación estricta” (Andrade et al., 2008, p. 492).  
En el caso concreto, la Corte Constitucional ha acudido al principio de armonización 
concreta, buscando resolver tensiones de derechos que se presentan por el desarrollo de 
actividades de uso y ocupación de población campesina asentada al interior del Parque 
Nacional Tinigua. El Alto Tribunal se pronunció en sede de revisión, sobre una acción de 
tutela interpuesta en representación de menores de edad matriculados en una institución 
educativa oficial que opera desde hace más de 30 años al interior de esta área protegida.  
Debido a que un incendio causó daños en la infraestructura física del internado, la 
Gobernación del Meta celebró un contrato para realizar obras de construcción requeridas. 
Dicha actuación dio lugar a que la Unidad de Parques Nacionales Naturales, ordenara la 
suspensión de la ejecución de las obras de mejora so pena de la imposición de sanciones o 
multas.   
Los accionantes argumentaron que la medida impuesta por la autoridad ambiental, 
desconoció la situación particular de los estudiantes y de las familias que se asentaron en la 
zona con anterioridad a la declaración del Parque Nacional Tinigua. De igual forma, 
señalaron que los menores de edad se veían obligados a recibir clases en instalaciones 
inadecuadas, que ponían en riesgo su integridad física. 
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La Corte Constitucional (T-806, 2014) reconoció que en el caso particular se presentaba una 
colisión entre el derecho a un ambiente sano y la educación, lo cual hacía imperativo 
maximizar la efectividad de ambas garantías, con miras a garantizar que la prevalencia de 
una no condujera el sacrificio de la otra. Como resultado de lo anterior, el Alto Tribunal 
resolvió el caso concreto de la siguiente manera: 
[E]s de resaltar que cualquier intervención adicional a lo inicialmente pactado que 
genere impacto en el medio ambiente, debe contar con la respectiva licencia 
ambiental, donde se otorgue la autorización para poder cumplir con el propósito 
constitucional de proteger este tipo de reservas, ello en procura de evitar cualquier 
impacto sobre esta zona protegida. En este sentido las autoridades locales deberán 
brindar todos los medios necesarios para alcanzar las pautas exigidas por las 
autoridades ambientales, a fin de concretar un plan que permita cumplir con el 
servicio educativo dentro del área protegida, que se acomode a las necesidades de 
sus habitantes en armonización con el medio ambiente, conforme a las disposiciones 
legales correspondientes. 
En caso de que la licencia ambiental no sea otorgada y ante la necesidad de brindar 
una educación bajo los estándares de salubridad y accesibilidad, se deberá 
conformar un grupo interdisciplinario donde actúe las directivas de la institución 
educativa Nuestra Señora de La Macarena, sede Juan León, el sistema de Parques 
Naturales Nacionales, la Secretaría de Educación del Meta, el Municipio de La 
Macarena y las familias de los menores de edad a fin de concretar un plan de 
reubicación de los menores que implique cumplir con el servicio educativo en otro 
sector que no sea parte del área protegida. 
Pareciera que la Corte Constitucional ignorara o simplificara el trasfondo de la conflictividad 
ambiental que se presenta en el Parque Nacional Tinigua, al limitarse a ordenar la 
reubicación de los estudiantes en otro establecimiento educativo del municipio de La 
Macarena, considerando que se trataba de una medida que respondía a los fines de 
conservación de esta área protegida. Sin embargo, se desconoce que los accionantes 
hicieron clara mención a que el internado opera desde hace más de treinta años en el área 
protegida y su construcción se llevó a cabo con el propósito de garantizar el acceso de los 
menores campesinos al sistema educativo, debido a las largas distancias, carencia de 
infraestructura vial y potencial afectación a la unidad familiar. 
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Se trata entonces de un pronunciamiento judicial de corte eminentemente conservacionista, 
que centra su atención en la protección de los recursos ambientales, sin considerar el papel 
que históricamente ha jugado la presencia humana en el territorio. La adopción de dicha 
decisión judicial no responde a la presencia histórica, relacionamiento con el territorio y grado 
de vulnerabilidad del campesinado que habita al interior del Parque, lo que a la postre 
condujo a que en dicho escenario judicial hubiera pasado desapercibido la conflictividad 
histórica ambiental, que demanda la adopción de medidas integrales que garanticen la 
redistribución equitativa de cargas públicas y beneficios derivados de la política ambiental.  
Esta decisión integra un conjunto de fallos judiciales de corte conservacionista estricto que 
no han respondido al contexto de conflictividad histórica, donde el sujeto campesino se ha 
visto excluido de la adopción de políticas participativas para la protección ambiental. Al 
respecto, Andrade et al. (2008) afirma: 
A partir de 1991, las sentencias e intervenciones de organismos de control han 
reforzado los principios exclusionistas, con excepción de lo ya mencionado para las 
comunidades indígenas, dibujando una cultura jurídica con tendencia 
preservacionista y que, en ocasiones, ha sido incluso extendida a otras figuras de 
protección. Como resultado, la ocupación ha caído en la trampa de la inacción, 
acumulando la conflictividad original e inherente al modelo de conservación y 
contribuyendo a ampliar la distancia entre los principios (técnico-jurídicos) que lo 
sustentan y su aplicación en la práctica (p. 490). 
En la experiencia comparada, las tensiones de derechos que se presentan como resultado 
de la ocupación humana en áreas protegidas, han sido resueltas por jueces y tribunales que 
han impulsado la adecuación de categorías estrictas de manejo, así como la modificación de 
las estructuras tradicionales de gobernanza: 
Un caso notorio sucedió en Australia, en donde el 2 de enero de 2007 los diarios 
anunciaron que las organizaciones indígenas habían ganado sobre bases legales 
derechos en el gran territorio de conservación al oeste de Sydney, que incluye once 
parques nacionales; entre ellos el emblemático Blue Mountain National Park, símbolo 
de la frontera de colonización en la naciente sociedad agraria de ese país, lo cual 
generó toda una jurisprudencia en la materia (Andrade et al., 2008, p. 492). 
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De lo anterior se desprende que a pesar de la existencia consuetudinaria de poblaciones 
campesinas al interior del Parque Nacional Natural Tinigua, las actuaciones administrativas 
y judiciales han tenido un corte conservacionista estricto que, en lugar de transformar las 
conflictividades ambientales, han prolongado un statu quo que distancia la realidad fáctica 
del contenido normativo, desconociendo el relacionamiento del campesinado con el territorio 
y su situación de vulnerabilidad asociada al conflicto armado interno, precaria acción estatal 
y condición de ilegalidad en que se encuentra esta población desde la constitución del área 
protegida. Sobre el particular, Andrade et al. (2008) señala: 
[L]a política social de conservación hasta hoy aplicada ha sido incompleta, pues no 
considera acciones suficientes para superar el conflicto de derechos de propiedad, 
acceso a recursos y dominio territorial, en especial frente a la población campesina 
que ha sido secularmente ignorada. Tampoco desarrolla lo relacionado con la 
distribución de los costos y beneficios de la conservación en toda la sociedad, es 
decir, no ha contemplado una dimensión de equidad (p. 490). 
Las actuaciones de la autoridad ambiental y las decisiones judiciales que han tenido 
incidencia en el Parque Nacional Tinigua, conciben la presencia misma del campesinado 
como un factor que amenaza la destrucción del ecosistema. Este planteamiento ha afectado 
el reconocimiento del campesinado como interlocutor válido dentro del territorio y como 
sujeto colectivo de derechos, lo cual ha dado lugar a que en la práctica se vean suspendidas 
instancias de diálogo e iniciativas formuladas para la transformación participativa de las 
conflictividades, tales como, recuperación comunitaria de bosques, pagos por servicios 
ambientales, sistemas de producción alimentaria sostenibles, proyectos silvopastoriles, 
programas de ecoturismo, complementariedad con las Zonas de Reserva Campesina, 
sustitución voluntaria de cultivos de uso ilícito, entre otras.
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2. Vivencias campesinas en el Parque 
Nacional Natural Tinigua 
El segundo capítulo del presente trabajo final estará dedicado a posicionar el papel de las 
comunidades campesinas en la defensa, manejo y conservación del Parque Nacional Natural 
Tinigua. Para ello, se desarrollará una síntesis analítica sobre la corriente conocida como 
ecología política, buscando rescatar la existencia de relaciones de interacción, 
transformación y coevolución entre naturaleza y cultura campesina.  
 
Como se ilustrará a continuación, la ecología política reconoce la capacidad de agencia de 
los seres humanos y aboga porque éstos adquieran mayor protagonismo en la defensa de 
los recursos naturales, buscando establecer relaciones más justas entre desarrollo y 
ambiente. De esta forma, al plantearse como premisa esencial una relación interdependiente 
entre naturaleza y cultura, la ecología política pretende abrir mayor espacio a las 
valoraciones sociales para el abordaje de los conflictos ambientales.  
 
Acto seguido, se llevará a cabo un ejercicio de valoración sobre las distintas concepciones 
que a lo largo de la historia han representado al campesinado, haciendo especial énfasis en 
las valoraciones colombianas, que con frecuencia suelen asociar a las comunidades 
campesinas con la pobreza y el atraso, lo cual ha conllevado a su marginalización y a la 
naturalización de la desigualdad social en el campo. En contraste con estas visiones, surgen 
representaciones campesinas que buscan su reproducción como sujeto social y político, con 
necesidades comunes y con identidades heterogéneas que se ven determinadas por los 
contextos regionales, desarrollos políticos y modelos económicos.  
 
Buscando posicionar su papel como sujetos políticos, culturales y de derechos, en el 
presente capítulo se hará mención especial al rol del campesinado en conexión con la 
naturaleza, entendiendo que el campesinado atesora un sistema de conocimientos 
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tradicionales, que le permite generar prácticas de desarrollo sustentables en pro de la 
conservación de la naturaleza y de su vida misma.  
 
Así mismo, se desarrollará un análisis de experiencias comparadas sobre reformas en el 
manejo comunitario de los bosques, las cuales buscan cumplir con tres objetivos esenciales: 
i) la atención de las demandas de derechos de las comunidades que habitan históricamente 
los bosques; ii) el mejoramiento de sus condiciones de vida y; iii) el cumplimiento de los fines 
de conservación, respecto del cual el Estado desarrolla un papel central.  
 
Finalmente, este capítulo busca rescatar las teorías del campesinado en la gestión del 
conflicto ambiental que se presenta en el Parque Nacional Tinigua, considerando que este 
sector social ha definido una línea de defensa por la naturaleza, el territorio y la vida humana, 
buscando transformar los imaginarios que han negado su estatus dialógico y sus 
capacidades de gestión en el ordenamiento ambiental y territorial. 
2.1 Ecología política: el campesinado como sujeto de 
derechos en conexión con lo natural 
En el presente subcapítulo se llevará a cabo un análisis sobre el contenido y alcance de la 
ecología política, buscando abordar la conflictividad ambiental que se presenta en el Parque 
Nacional Tinigua, desde el reconocimiento de relaciones de coevolución, interdependencia 
y transformación mutua entre naturaleza y cultura.  
 
De igual forma, se realizará una aproximación a los conceptos, representaciones e 
imaginarios construidos alrededor de la identidad campesina, con el propósito posicionar 
aquellas valoraciones que rescatan las identidades y resignifican las prácticas cultures de 
quienes se auto-reconocen como campesinos. 
 
Finalmente, se desarrollará un análisis sobre un conjunto de criterios que buscan rescatar 
una tradición campesina, basada en la soberanía alimentaria y en el respeto por el equilibro 
ecológico y social. Se trata entonces de reconocer a los campesinos y campesinas como 
sujetos de derechos en conexión con la naturaleza, en aras de fomentar su reconocimiento 
y participación en los modelos de gestión ambiental que operan en el Parque Nacional 
Tinigua. 
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2.1.1 Ecología política y representaciones en torno a naturaleza y 
cultura. 
En la década de 1980, creció una preocupación por la forma en que la política respondía de 
manera preferente a las demandas de la globalización. Se temía por el establecimiento de 
una sociedad que abandonara toda pretensión social para privilegiar los intereses del 
mercado, trayendo consigo factores de inseguridad, pobreza y exclusión. 
Considerando que la ecología aborda las relaciones y transformaciones mutuas entre 
humanidad y ambiente, esta ciencia es llevada al escenario político para cuestionar los 
efectos que tienen las acciones y prácticas de los seres humanos sobre la naturaleza en un 
contexto histórico, donde el deseo de poder y apropiación ha conducido al establecimiento 
de relaciones antagónicas entre ambiente e individuos. En palabras de Alimonda et al. (2002) 
la ecología política es concebida en los siguientes términos: 
A ecologia política considera que os limites do aceitável foram amplamente 
ultrapassados e que chegou a hora de questionar, de un modo geral, práticas e 
representações, já que não são independentes. Os homens são parte íntima da 
natureza, respiram-na e dela tiram sua alimentação, ainda que hoje, irrefletidamente, 
os jovens relacionem os productos derivados do leite ao supermercado, em vez de 
associá-los ao campo (p. 18). 
La ecología política también busca cuestionar la oposición entre naturaleza y cultura, 
entendiendo que los seres humanos son parte intrínseca del ambiente y, por ende, ambos 
se encuentran envueltos en un proceso de coevolución (Alimonda et al., 2002). El desarrollo 
de esta disciplina se ha nutrido de dos corrientes: ecología cultural y ecología política. La 
primera, adquirió popularidad en la década de los años sesenta, época en la cual se 
realizaron estudios sobre formas de manejo y procesos adaptativos de las comunidades con 
el ambiente, particularmente, de pueblos indígenas alrededor del mundo. Para laépoca, los 
seres humanos eran concebidos como pobladores animales con capacidad de adaptarse a 
un entorno para garantizar su supervivencia, haciendo parte de un sistema en equilibro entre 
población y ecosistemas (Cronon et al., 2002). 
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Una de las vertientes de la ecología cultural que contribuyó al surgimiento de la ecología 
política, tiene que ver con el estudio de problemas ambientales que enfrentan los países en 
desarrollo. Desde este fundamento, el abordaje se centró en el manejo de los recursos 
locales en perspectiva de identificar alternativas de solución a las prácticas comunitarias que 
afectaban el ambiente. Sin embargo, esta mirada se amplió aún más cuando se reconoció 
que “los problemas ambientales también son resultado de relaciones sociales y económicas, 
como la forma en que se toman decisiones dentro de las familias, la distribución de la tierra, 
las políticas estatales, etc.” (Cronon et al., 2002, p.134). 
Por su parte, la segunda corriente conocida como ecología económica, abordó dos premisas 
esenciales, a saber: i) las características y propiedades de los recursos naturales merecen 
ser consideradas por el uso y beneficios que obtienen de ellos las industrias extractivas; y ii) 
los estudios agrarios requieren considerar los recursos naturales más allá de la tierra.  
Los trabajos que abordaron las relaciones entre naturaleza e industria, tomaron a 
consideración aspectos relacionados con características propias de los recursos, ubicación 
geográfica, técnicas de extracción y escasez relativa. Para el caso de los estudios agrarios, 
la economía política propuso que la mirada agraria abordara la preocupación explícita por la 
naturaleza y la población, dado que esta rama centraba su campo de acción en la tierra, 
ignorando los recursos naturales y las comunidades que viven de ellos (Cronon et al., 2002). 
Bajo esta perspectiva, en el año de 1992, la autora Nancy Peluso publicó el libro “Rich 
Forests, Poor People”, donde se abordan las restricciones que el Estado impuso a los 
pobladores locales de Java (Indonesia) en materia de acceso a los recursos del bosque. 
Para la autora, el caso planteado no puede ser abordado como un conflicto entre grupos de 
interés, sino como un enfrentamiento de concepciones en torno al bosque.  
En la obra se destaca que el Estado concibe que los bosques se encuentran bajo su dominio 
y vela porque sus usos se restrinjan para fines científicos. En contraste, las comunidades 
rurales consideran que les asiste el derecho de hacer uso de los bosques para mejorar sus 
condiciones de vida, pues además se trata de una actividad consuetudinaria que ha sido 
desarrollada por generaciones. En el capítulo final, se ubica a la silvicultura social como una 
alternativa para regular el acceso de los pobladores rurales a los recursos forestales, siempre 
que su implementación atienda a criterios de eficiencia y de amplia cobertura, especialmente 
en las áreas donde reposen los ecosistemas más frágiles (Cronon et al., 2002). 
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De la ecología política se desprenden unas corrientes de estudio que abordan 
preocupaciones ético-políticas e intelectuales sobre aspectos relacionados con la 
gobernanza, uso y transformación del ambiente, haciendo especial énfasis en las relaciones 
existentes entre empobrecimiento de grupos vulnerables y acceso a recursos ambientales. 
Se trata de una disciplina que aborda los conflictos ecológicos distributivos a partir de 
estudios de casos, inicialmente locales, propios de la geografía y la antropología rural 
(Bebbington, 2007). 
Por distribución ecológica se entienden “los patrones sociales, espaciales y temporales de 
acceso a los beneficios obtenibles de los recursos naturales y a los servicios proporcionados 
por el ambiente como un sistema de soporte de la vida” (Martínez, 2009, p.105). En este 
sentido, dado que el acceso a servicios ambientales se encuentra determinado por factores 
culturales, políticos y tecnológicos, las comunidades de escasos recursos encuentran 
barreras para gozar de bienes tan esenciales como el agua.   
En la década de los años ochenta, la ecología política prestó especial atención a los 
conflictos sociales que se presentaban por el uso del ambiente y por cambios en las 
relaciones sociales, económicas y políticas, teniendo en cuentas aspectos relacionados con 
la distribución de la propiedad por razones de género, trabajo, ingresos, divisiones de clase 
y conocimiento. Se trata entonces de comprender que el uso del ambiente y las relaciones 
sociales están estrechamente relacionadas, como bien lo ilustra Martínez (2009): 
Por ejemplo, hay diferentes explicaciones de la erosión de la tierra causada por los 
campesinos. Algunas veces, los campesinos son obligados a cultivar en las laderas 
de las montañas porque la tierra del valle está en manos de terratenientes. Como 
ellos mismos saben y dicen, cultivar en las pendientes aumenta las probabilidades de 
erosión (p. 104). 
En algunos casos, el lenguaje de los conflictos ecológicos distributivos está dado por 
valoraciones económicas, asignando valores monetarios a los impactos y beneficios 
ambientales. Sin embargo, es menester señalar que las representaciones que entran en 
disputa en medio de los conflictos, sobrepasan los intereses de mercado en la medida que 
están dadas por valoraciones culturales, espirituales, estéticas y sociales.  
[L]os lenguajes con que se pelea en los conflictos ecológicos distributivos son 
frecuentemente ajenos al mercado (y también al mercado ficticio): el valor ecológico 
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de los ecosistemas, el respeto por lo sagrado, la urgencia del sustento vital, la 
dignidad de la vida humana, la demanda de seguridad ambiental, la necesidad de 
seguridad alimentaria, los derechos a los territorios indígenas, el valor estético de los 
paisajes, el valor de la cultura propia, la injusticia de exceder el espacio ambiental de 
cada uno, la injusticia del sistema de castas y el valor de los derechos humanos 
(Martínez, 2009, p.196). 
Los valores económicos asignados a los servicios ambientales o externalidades negativas 
son consecuencia de decisiones políticas, intereses en la distribución de los ingresos, 
modelos de propiedad, entre otros factores. En este sentido, las unidades de medida no 
responden a un patrón estrictamente objetivo y del todo confiable, si se considera que se 
trata de un ejercicio de poder político.  
Así pues, en aras de abrir mayor espacio a los movimientos ambientalistas y a las 
valoraciones sociales, las lógicas monetarias deben ser abordadas como un punto de vista 
más (sin ser el único) en el abordaje de los conflictos ecológicos, en tanto “[n]adie debe tener 
el poder exclusivo de simplificar la complejidad desechando algunas perspectivas, dando 
peso sólo a algunos puntos de vista” (Martínez, 2009, p. 197). 
En la década de los años noventa, la ecología política abordó con mayor fuerza la capacidad 
de actuación de los individuos, entendida como “agencia humana”. Se reconocía que el 
camino hacia una relación más justa entre desarrollo y ambiente, demandaba un mayor 
protagonismo por parte de los actores de la sociedad civil. Autores como James Scott, se 
refirieron a las capacidades de los grupos sociales más desprotegidos para resistir y luchar 
por su dignidad, muy a pesar de los pequeños cambios que podrían lograr sobre las prácticas 
impuestas por grupos hegemónicos (Bebbington, 2007). 
Vale mencionar que las limitaciones a la capacidad de agencia de los actores sociales, son 
recogidas por Damonte (como se citó en Bebbington, 2007) en los siguientes términos:  
Si los grupos campesinos e indígenas no se rebelan abiertamente no es porque no 
sean conscientes de la opresión que sufren, sino porque consideran que las 
posibilidades de confrontar directamente dicha dominación de manera exitosa son 
remotas y optan más bien por formas cotidianas, soterradas y muchas veces 
individuales de resistencia (p. 31). 
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La ecología política también entró en interacción permanente con la geografía humana y la 
antropología cultural. Se trata de una corriente que concibe los territorios como procesos 
socialmente producidos, es decir, fruto de las formas locales que dinamizan y dan sentido a 
las estructuras espaciales: 
[M]uchos conflictos ambientales son también conflictos sobre la producción del 
territorio: sobre qué tipo de relación entre sociedad y ambiente debería predominar 
en un territorio; sobre cómo estos territorios deberían ser gobernados y por quiénes; 
sobre el significado que estos espacios deberían tener; y, sobre los tipos de lazo que 
estos territorios deberían tener con otros (Bebbington, 2007, p. 33). 
La preocupación que les asiste a los movimientos sociales por el establecimiento de 
relaciones más justas entre desarrollo y ambiente, ha sido entendida por Martínez (2009) 
como “ecologismo de los pobres”. Se trata de una corriente que nace desde las comunidades 
con menores recursos económicos, con el propósito de emprender acciones de defensa de 
los recursos naturales, en la medida en que los daños ambientales tienen incidencias 
desiguales.  
Esta corriente de reivindicación ambiental surge desde las bases sociales con más 
necesidades insatisfechas, quienes entran en abierta oposición con respecto a la forma en 
que se toman decisiones en torno al uso y gestión de la naturaleza por quienes ostentan el 
poder económico y político, desconociendo intereses y bienes esenciales como los recursos 
naturales, el relacionamiento territorial y los derechos del campesinado.  
En este orden de ideas, las demandas del campesinado en torno al acceso a la tierra y el 
reconocimiento de su relación con la naturaleza, son propias del campo de la ecología 
política, si se considera que las comunidades campesinas encuentran desproporcionada la 
asignación de cargas y beneficios derivados de las políticas de conservación en los Parques 
Nacionales Naturales. Sobre el particular, Martínez (2010) afirma: 
Ecological economics and political ecology have much to offer combining the analysis 
of social metabolism and the analysis of procedural power in valuation processes, but 
such synergies had not been adequately explored to date. We identify here two main 
links between both fields of study. The first is that conflicts (studied mainly by Political 
Ecology) arise from the material metabolism of the economy (studied mainly by 
Ecological Economics, Industrial Ecology, and Social Ecology). Conflicts are certainly 
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influenced by cultural perceptions of nature, and they are socially moulded. But there 
are material reasons (extraction of materials, disposal of waste) for their existence. 
Ecological Economics explain why environmental conflicts arise shedding light on the 
material origins of conflicts, whereas “post-structuralist political ecology” (Escobar, 
1996, p.158). 
De acuerdo con lo anterior, es posible afirmar que las conflictividades campesinas en los 
Parques Nacionales Naturales, no solo se encuentran determinadas por relaciones de poder 
que definen la distribución de recursos y cargas ambientales, sino que además están 
influenciadas por percepciones de tipo cultural en torno a la naturaleza, las cuales 
condicionan la existencia y prolongación en el tiempo de este tipo de desencuentros.  
En este contexto, la ecología política permite comprender las distintas dimensiones sociales 
y ecológicas que se articulan en torno a la conflictividad ambiental en los Parques Nacionales 
Naturales, dentro de las cuales, se resaltan las siguientes: i) formas en que el campesinado 
interactúa, percibe y siente su territorio, desarrollando actividades cotidianas simbólicas; ii) 
interrelaciones entre modos de sustento y representaciones simbólicas del territorio en el 
que vive el campesinado; y; iii) niveles de agencia de las comunidades campesinas frente al 
entramado institucional, actores armados legales e ilegales y políticas ambientales. 
La ecología política también se ha centrado en el estudio de las concepciones que se han 
desarrollado sobre la naturaleza, las cuales se han ido transformando con el paso del tiempo 
en función del contexto histórico, cultural, social y político. En un primer momento, en la 
modernidad surgió una corriente dualista que estableció una clara separación entre lo 
humano y lo no humano, expresada en la intención de controlar lo natural por tratarse de un 
medio para satisfacer necesidades individuales y sociales.  
Desde ese entendimiento, se avaló que la naturaleza fuera valorada como una mercancía y, 
por ende, poseída, vendida y comprada en función de los intereses económicos. Esta 
tradición fue convirtiendo la naturaleza en un objeto de estudio que excluye todo tipo de 
relaciones humanas dentro de ella. Por ello, las formas de gobernanza fueron entendidas 
desde el control, la transformación y la dominación, en la medida en que existía un interés 
por convertirla en una categoría científica, esto es, en un área de conocimiento (Cronon et 
al., 2002). 
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La dicotomía entre naturaleza y relaciones humanas (cultura) se constituyó en un eje de 
estudio para la antropología, pasando por tres fases distintas. La primera, se centró en 
abordar los factores ambientales y su incidencia en las relaciones sociales, entendiendo que 
los seres humanos deben adaptarse y se ven condicionados por factores ambientales. La 
segunda, le da una mirada a la incidencia que tienen los procesos culturales sobre la 
naturaleza, entendiendo que los seres humanos condicionan y se adaptan al ambiente para 
sobrevivir. La última, aborda las relaciones desde un enfoque ecosistémico, esto es, 
analizando los condicionamientos mutuos que se presentan entre naturaleza y cultura 
(Cronon et al., 2002). 
Así pues, la relación dual entre naturaleza y cultura comenzó a cuestionarse por las ciencias 
sociales y naturales desde la década de los sesenta hasta los ochenta. A partir de esa 
perspectiva, la biología empezó a considerar como recíprocas las relaciones entre 
organismos y ambiente. Así mismo, los estudios etnográficos introdujeron la idea de 
capacidad de agencia para comprender las relaciones entre individuos y ambiente; y, por su 
parte, la ecología cultural situó las interacciones entre seres humanos y ambiente en 
estructuras políticas, económicas y sociales (Cronon et al., 2002). 
Los cambios y externalidades negativas al ambiente que se presentaron a lo largo y ancho 
del globo terráqueo, favorecieron el replanteamiento de las relaciones entre seres humanos 
y naturaleza. Este cambio de enfoque fue motivado por movimientos sociales y 
ambientalistas que contribuyeron a dinamizar las discusiones en torno a derechos 
territoriales y ambientales, así como a las relaciones entre lo humano y la naturaleza.  
Para finales de los ochenta e inicios de los noventa, el pensamiento posmoderno contribuyó 
a replantear valoraciones hegemónicas, permitiendo resignificar categorías como las de 
progreso, desarrollo, género y naturaleza. En efecto, las nuevas investigaciones replantean 
la condición prístina de la naturaleza, en tanto se reconoce que los humanos no determinan 
el ambiente, así como tampoco la naturaleza determina las condiciones de vida de los 
individuos. Se trata entonces de una relación interdependiente donde ambas entidades se 
transforman en forma recíproca (Cronon et al., 2002). 
Dentro de los estudios referidos a las relaciones entre sociedad y naturaleza, se encuentra 
la tendencia etnoecológica que busca replantear las categorías duales con fundamento en 
los conocimientos locales, razón por la cual su eje de estudio comprende las prácticas 
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comunitarias, entre ellas, sistemas de conocimiento indígenas (Cronon et al., 2002). La 
comprensión antropológica de las relaciones entre naturaleza y cultura, se han visto 
reivindicadas desde la etnografía, abordando los conflictos desde una comprensión 
multidimensional que abarca perspectivas históricas, políticas, económicas y de 
subjetividades (Del Cairo, Montenegro & Vélez, 2014). 
La perspectiva histórica permite que los procesos estructurales de larga duración entren en 
diálogo con fenómenos coyunturales, a fin de comprender las condiciones que dan forma y 
prolongan en el tiempo los conflictos ambientales. Esta estrategia permite rastrear 
representaciones simbólicas y transformaciones de la naturaleza, influenciadas por 
relaciones de poder y por prácticas socioculturales que les están asociadas.  
La perspectiva política se interesa por explorar las racionalidades que operan en las 
conflictividades ambientales, desentrañando los efectos, relaciones y sistemas de 
pensamiento en que están inmersas esas políticas públicas. Se trata de un sistema que 
comprende las políticas como unas reglas de juego, donde juegan intereses de una red de 
actores, estatales y no estatales, que se filtran en contextos sociohistóricos particulares (Del 
Cairo, Montenegro & Vélez, 2014). 
La perspectiva económica analiza los condicionamientos económico-políticos en los 
conflictos ambientales, en tanto las políticas de conservación ambiental pueden ubicar a 
sujetos y comunidades en un plano en el que sus actividades son vistas como disfuncionales 
y, por tanto, requieren ser corregidas. Del Cairo et al. (2014) señala: 
[E]n el campo de las políticas ambientales es evidente que en algún grado estas 
políticas promueven la moralización de las prácticas económicas de los sujetos a 
quienes se dirigen, y las insertan en un sistema clasificatorio usualmente binario en 
el que resultan marcadas como adecuadas/inadecuadas, legales/ilegales, 
benéficas/nocivas, conservacionistas/predatorias, etc. Estos pares de oposición 
terminan reduciendo a las prácticas como ilegítimas / legítimas (p. 21). 
Para comprender la moralización de las prácticas económicas, resulta esencial abordar la 
forma en que los funcionarios estatales, encargados de implementar la política pública, 
clasifican las prácticas de subsistencia como legales o ilegales. Así mismo, resulta 
conveniente aproximarse a las dinámicas económicas de orden regional, para comprender 
en qué sentido las políticas ambientales responden funcionalmente a los intereses 
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económicos de poderes dominantes y por qué, bajo esa pretensión, entran en conflicto con 
los pobladores locales que se constituyen en actores directos o indirectos de las políticas de 
conservación (Del Cairo, Montenegro & Vélez, 2014). 
Por su parte, la perspectiva de las subjetividades se centra en el entendimiento de las 
prácticas e imaginarios en torno a la naturaleza, así como en la forma en que se perciben los 
conflictos ambientales desde la cotidianidad. Este nivel permite comprender en qué medida 
pueden colisionar las naturalezas imaginadas por pobladores, expertos, funcionarios y 
políticas.  
El estudio de las subjetividades permite comprender, por un lado, en qué sentido las 
políticas ambientales y los actores institucionales pueden transformar desde 
enfoques tecnocráticos, las formas en que las poblaciones locales construyen y 
conciben el mundo. Por el otro, permite observar en qué sentido las poblaciones 
construyen significados del mundo de acuerdo con sus patrones culturales e 
históricos (Del Cairo, Montenegro & Vélez, 2014, p. 24). 
En este orden de ideas, la ecología política se erige como una herramienta que permite 
abordar las conflictividades ambientales que se presentan en los Parques Nacionales 
Naturales de Colombia, entre ellos, en el Parque Nacional Tinigua, desde un enfoque donde 
naturaleza y cultura se integran en un proceso de permanente coevolución. Esta perspectiva 
permite integrar las políticas de conservación de los Parques Nacionales, con las relaciones 
sociales, representaciones simbólicas y capacidad de agencia de las comunidades 
campesinas que habitan históricamente estas áreas protegidas, bajo condiciones adversas 
que profundizan sus niveles de vulnerabilidad.  
El abordaje del conflicto ambiental en los Parques Nacionales Naturales no puede desligarse 
de las relaciones sociales, pues son las formas locales las que dinamizan este tipo de 
disputas donde entran en juego significados, percepciones, representaciones y lazos 
comunitarios asociados a estos territorios. En otras palabras, se trata de comprender que el 
ambiente y las relaciones sociales se encuentran estrechamente relacionadas.  
Los factores políticos, económicos y culturales determinan el acceso y aprovechamiento de 
la naturaleza. Es por ello que, las comunidades campesinas de los Parques Nacionales 
Naturales demandan condiciones de equidad entre desarrollo y ambiente, lo cual implica 
considerar las causas que han impulsado a que las comunidades se hubieran asentado en 
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esos territorios, desarrollando en la actualidad actividades no permitidas por el régimen de 
protección ambiental.   
En este sentido, fenómenos asociados al conflicto armado interno, inequitativa distribución 
de la propiedad rural, fracaso de los programas de colonización dirigidos por el mismo 
Estado, precarios avances en términos de desarrollo rural, exclusión del campesinado en los 
procesos de planificación y gestión ambiental, entre otros, requieren ser abordados para 
comprender y abordar las conflictividades históricas que se presentan en esta categoría de 
áreas protegidas.  
2.1.2 Aproximaciones a las representaciones y categorías 
definitorias del campesinado. 
El concepto de campesino ha sido desarrollado en varios momentos y sus definiciones 
varían, dependiendo de las características que sean valoradas en relación con este grupo 
humano. A finales del siglo XVI, surge esta palabra para definir a las personas que viven en 
el campo. Este término fue relacionado con la servidumbre feudal, creándose así una división 
categórica entre campo y urbe, en tanto se consideraba a esta última como el lugar civilizado 
en el que debía convertirse la ruralidad (Velasco, 2014). 
Dentro de los primeros autores que hablaron teóricamente sobre los campesinos, se 
encuentra Karl Marx. El marxismo clásico, entiende al campesinado como un sobreviviente 
de los modos de producción precapitalista que se remontan hacia la época feudal, razón por 
la cual es reconocido como un sujeto tradicionalmente explotado que carece del ropaje 
revolucionario de los obreros proletarios (Salcedo, Pinzón & Duarte, 2013). En este sentido, 
al campesinado se le plantean dos únicas alternativas: aliarse con el proletariado para 
derrocar el orden burgués; o vegetar de crisis en crisis hasta que sea expropiado o 
reemplazado por grandes unidades de producción capitalistas (Heynig, 1982). 
Para Marx existen dos clases de campesinos. Uno es el que trasciende los límites de la 
parcela para vincularse en el proceso revolucionario del proletariado, mientras que el otro 
opta por el aislamiento en su parcela a espera de verse favorecido por el fantasma del 
imperio. Estos últimos campesinos que no sobrepasan los límites de su minifundio, son 
entendidos por Marx (citado por Shanin, 1979) en los siguientes términos: 
Son incapaces de imponer su interés de clase en su propio nombre, ya sea a través 
de un parlamento o de una convención. No pueden representarse a sí mismo, deben 
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ser representados. Su representante debe aparecer al mismo tiempo como su amo, 
como una autoridad sobre ellos, como un poder gubernamental ilimitado que los 
proteja de las otras clases y les envíe lluvia y sol desde las alturas. Así pues, la 
influencia política de los campesinos minifundistas encuentra su expresión final en el 
poder ejecutivo que subordina la sociedad a él mismo (p. 208). 
Ahora bien, el concepto marxista sobre el campesinado ha sido analizado por Lenin desde 
su descomposición, en tanto reconoce que la producción capitalista conduce a la 
disgregación de los pequeños agricultores en obreros agrícolas. Como consecuencia de este 
proceso de descampenización, se plantea la destrucción del viejo campesinado y, en 
consecuencia, el surgimiento de nuevos tipos de población en el campo, dentro de los cuales, 
se encuentra el burgués rural, el proletariado del campo, los productores de mercancías y 
los obreros agrícolas asalariados (Heynig, 1982). 
Por su parte, Krantz (1977) considera que fenómenos como la inequidad en el acceso a la 
tierra, conducen a reconocer al campesino como un cultivador “a medias” o aparcero que 
alquila la tierra que trabaja por no ostentar su propiedad, sin que ello lo despoje de su calidad 
de campesino. Así pues, la venta de su fuerza de trabajo se ha constituido en una de las 
fuentes de subsistencia de los campesinos que no poseen tierra, encontrándose enmarcada 
en procesos de pluriactividad, propios de una economía neoliberal aplicada al campo.  
Para este autor, la diferencia entre el campesino y el capitalista radica en que este último 
busca la obtención de ganancias con fines de reinversión, mientras que el primero busca 
atender las necesidades de su familia. En este sentido, si el capitalista no logra obtener una 
ganancia promedio, buscará invertir sus recursos en otras ramas de producción; a diferencia 
del campesinado que continuará trabajando la tierra, aunque su remuneración esté por 
debajo del promedio social e incluso sea insuficiente para garantizar la subsistencia de su 
familia (Krantz, 1997). 
Desde otra aproximación al concepto, Chayanov consideraba al campesino como un sujeto 
que no buscaba optimizar ganancias sino satisfacer sus necesidades básicas, valiéndose de 
su tierra y empleando su mano de obra familiar para atender la demanda del hogar. Para 
este autor, los campesinos dependen exclusivamente del trabajo familiar, lo que a su criterio 
distan en gran medida de la empresa comercial que busca asegurar ganancias a través de 
terceros que trabajan por un salario (Chayanov et al., 1981). 
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De acuerdo con Chayanov, las explotaciones campesinas producto del trabajo familiar, 
hacen parte de una estructura económica esencialmente diferente de las empresas 
capitalistas. Desde su entendimiento, se trataría de una actividad que no se ve representada 
en un salario ni en una ganancia, en tanto no es posible determinar la retribución de los 
factores de producción como lo son capital, trabajo y tierra. En este sentido, Chayanov centra 
su atención en la explotación familiar, entendida como unidad básica de la economía 
campesina, que se expresa en el trabajo del productor y de su familia, excluyendo el empleo 
de mano de obra asalariada (Heynig, 1982). 
A diferencia de las empresas capitalistas que buscan la producción de valores de cambio, 
los campesinos producen valores de uso para fines de autoconsumo. Ello no significa que 
éstos no tengan participación en el flujo de mercados, sino que su relación con la circulación 
de mercancías se caracteriza por el intercambio de valores de uso para la obtención de 
productos esenciales que no son producidos por ellos. En otras palabras, la mano de obra 
campesina tiene como fin la satisfacción de necesidades para fines de subsistencia y se 
encuentra definida bajo relaciones culturales, donde el propio campesino define en forma 
individual la periodicidad y la intensidad del trabajo.  
Así mismo, el equilibrio básico de la explotación agrícola familiar, le permite al campesino la 
obtención de bajas remuneraciones que están desprovistas de todo poder competitivo con 
la agricultura capitalista. De acuerdo con todo lo anterior, para Chayanov, la explotación 
económica campesina se ve resumida en cuatro elementos característicos: “1) el ingreso 
bruto; 2) el dinero gastado en la renovación del capital; 3) el presupuesto familiar; y 4) los 
ahorros no invertidos en la explotación” (Heynig, 1982, p. 130).  
Ahora bien, Moyana y Sevilla (1978) reconocen en las comunidades campesinas tres 
elementos característicos. El primero, tiene que ver con la explotación agraria familiar, 
entendida como la unidad básica de acción social y de desarrollo económico, que encuentra 
principal sustento en la agricultura sostenida por el trabajo familiar. El segundo, se refiere al 
concepto de “aldea”, donde tiene lugar la explotación doméstica y el desarrollo de las 
relaciones sociales. Al reconocer al campesino no solo desde su entorno familiar, sino en 
sus relaciones con la colectividad de la que forma parte, esto es, con el resto de la población 
campesina, la aldea surge como un marco donde los campesinos operan y desarrollan sus 
relaciones de vida. En otras palabras, la aldea se constituye en un elemento esencial para la 
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integración del campesinado en la comunidad rural, contribuyendo a formar la cultura y 
características de la vida tradicional campesina (Moyana & Sevilla, 1978). 
El tercer elemento hace alusión a los vínculos con otros sectores sociales y con redes de 
dominación, confiriéndole al concepto de campesino una connotación de sometimiento 
político y económico, como quiera que terceras personas se apropian de una plusvalía 
campesina, a través de diferentes formas de extracción del excedente productivo. Es decir, 
en la medida en que el sistema capitalista penetra a la sociedad campesina, las relaciones 
de intercambio de productos para autoconsumo son sobrepasadas por unas relaciones 
claras de mercado, caracterizadas por el anonimato y la burocracia, que son entendidas 
como formas de vida totalmente opuestas a la sociedad campesina.  
En lo referente a las redes sociales de dominación, Moyana y Sevilla (1978) consideran que 
éstas se encuentran directamente relacionadas con el control de los recursos económicos y 
la redistribución de mercancías. En este caso, la tenencia de la tierra se constituye en el eje 
sobre el cual giran las relaciones sociales de dominación del campesinado, pues en ella se 
estructuran las relaciones jerárquicas de control social, en la medida en que su posesión no 
solo se ve representada en términos económicos, sino que además otorga prestigio dentro 
de la red de dominación social. 
Por su parte, Shanin (1979) hace alusión a cuatro categorías en torno al sujeto campesino. 
La primera, se refiere a las formas organizativas donde la unidad básica de la familia 
trasciende los fines de consumo propio, para entrar en interacción con el comercio local o 
regional. La segunda, consiste en las formas de producción donde la tierra se ve 
representada como el factor fundamental para atender las necesidades básicas del sujeto 
campesino.  
La tercera categoría tiene que ver con la dominación del campesinado por poderes externos 
que niegan su existencia como sujeto cultural con tradiciones propias y, en su lugar, lo 
reconocen como un actor en transición hacia su modernización. Por último, el elemento 
cultural es evocado por Shanin (1979) para entender no solo la relación particular que se 
forja entre campesinos y la tierra, sino además para reconocer sus formas propias de 
relacionamiento con la naturaleza, expresadas en sus nodos de organización vecinal y 
comunitaria.  
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Autores como Wolf (1982) consideran que la existencia del campesinado no sólo se ve 
representada en términos de relacionamiento con otros individuos, sino que además supone 
un ejercicio de adaptación que combina actitudes y actividades en un esfuerzo por 
mantenerse vigentes dentro de un orden social que amenaza su conservación. Este autor 
reconoce al campesino desde dos dimensiones: por un lado, como productor agrícola que 
ejerce control sobre el terreno que cultiva desde un esquema de auto subsistencia y, por el 
otro, como proveedor de la urbe, en la medida en que los excedentes de sus cultivos son 
transferidos a grupos dominantes a cambio de la obtención de bienes y servicios, en un 
contexto de clara inequidad en las relaciones entre ruralidad y élites dominantes: 
[L]os campesinos son labradores y ganaderos rurales cuyos excedentes son 
transferidos a un grupo dominante de gobernantes que los emplea para asegurar su 
propio nivel de vida y que distribuye el remanente a los grupos sociales que no labran 
la tierra, pero que han de ser alimentados a cambio de otros géneros de artículos que 
ellos producen (p.12). 
Cabe resaltar que los estudios antropológicos también han contribuido en la construcción de 
definiciones asociadas al campesino, desde una aproximación cultural que hace especial 
énfasis en sus valores y percepciones. Este enfoque culturalista responde, en cierta parte, 
al interés de relegar los aspectos económicos para favorecer y hacer mayor énfasis en la 
importancia de la cultura, los valores y las normas. En los años cuarenta y cincuenta, esta 
ciencia introdujo el concepto de campesino desde un abordaje cultural, para “designar a un 
grupo cuyo comportamiento económico se explica por sus actitudes, valores y sistemas 
cognoscitivos” (Heynig, 1982, p.117). 
El reconocimiento formal del campesinado, como estructura determinante en la sociedad, 
puede encontrarse en el trabajo de A.L. Kroeber. El valor del concepto estructurado por este 
académico, radica en que se reconoce la importancia de las relaciones de los campesinos 
con el sector urbano, así como su integración en sociedad. De acuerdo con Kroeber (citado 
por Heynig, 1982), el campesino se encuentra revestido de las siguientes características 
esenciales:  
Son decididamente rurales, aunque viven en relación con los pueblos con que 
comercian; constituyen un segmento de una clase perteneciente a una población 
mayor, que suele incluir también un centro urbano […] Carecen del aislamiento, la 
autonomía política y la autosuficiencia propios de las poblaciones tribales; sin 
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embargo, sus agrupaciones locales mantienen como antaño gran parte de su 
identidad, integración y apego al suelo y a sus cultos (p. 117). 
Por su parte, Robert Redfield, uno de los representantes del enfoque antropológico 
campesino, señala que el campesinado debe ser estudiado como parte integral de la 
estructura del Estado y de la comunidad a la que se encuentra inserto. Para este académico, 
el campesinado se constituye en un freno al cambio social y en una fuerza opositora al 
proceso de desintegración social y cultural del campesinado, generado por el rápido cambio 
tecnológico y por la influencia urbana en el campo.  
Así mismo, Redfield propuso dos tipologías para las comunidades aisladas: el peasant y el 
farmer. En la primera, las comunidades ejercen control sobre la tierra para llevar a cabo su 
modo de vida tradicional, donde la agricultura se encuentra desprovista de intereses 
económicos. Por su parte, en la tipología de farmers se ubican quienes desarrollan la 
agricultura desde un valor comercial y reconocen la tierra como capital o mercancía (Heynig, 
1982). 
En los últimos años, el debate sobre el campesinado se ha construido desde dos posiciones 
ideológicas, denominadas como campesinista y descampesinista. La primera, plantea la 
subsistencia de la producción familiar bajo el modelo capitalista, pues reconoce que la 
penetración del capitalismo en el campo no sólo resulta compatible con la economía 
campesina, sino que además permite su expansión, si se considera que “la forma parcelaria 
de producción es una necesidad para satisfacer las exigencias de bienes y materia de origen 
agropecuario que el capitalismo demanda” (Heynig, 1982, p.134). 
Para campesinistas como Warman, la producción campesina es opuesta a las lógicas del 
capitalismo, pues sus cultivos no solo representan un ingreso por la venta de su producción, 
sino que además se constituyen en su principal fuente de autoconsumo. Reconociendo 
entonces que su producción debe ser entendida desde diferentes aristas, ya sea como 
ingreso, producto comercial o bien de subsistencia, para Warman la economía campesina 
está sometida a unas relaciones especiales, cuya naturaleza y racionalidad no se encuentran 
determinadas por las leyes del mercado capitalista. Así pues, Warman (1975) reconoce al 
campesinado en los siguientes términos:  
El campesinado actual es una clase de productores rurales que desempeña diversas 
tareas productivas y que puede agruparse en cuatro grupos: la producción, la 
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recolección y extracción de productos naturales, la manufactura o transformación de 
bienes, llamados artesanía, y la venta de fuerza de trabajo […] es una clase explotada 
que crea un excedente económico que no puede retener y que se transfiere a la clase 
burguesa (p. 135). 
En el otro extremo, la segunda posición ideológica espera la desaparición progresiva de la 
agricultura campesina por el aumento de la intervención capitalista en la ruralidad, lo cual 
supone su transformación en asalariados sin tierra. Para autores como Bartra (1974) “la 
relación estructural de la pequeña economía campesina con la gran empresa capitalista 
conlleva inevitablemente la desintegración, pauperización y proletarización de la primera” 
(p.45). En consecuencia, de acuerdo con esta posición, la expansión del capitalismo en los 
sectores rurales de los países subdesarrollados no solo conducirá al desplazamiento de los 
campesinos, sino que además concluirá con la eliminación gradual del proletariado rural, 
razón por la cual las políticas destinadas a fortalecer la economía campesina se consideran 
antihistóricas y de imposible realización.  
De lo anteriormente expuesto, puede concluirse que a pesar del fenecimiento augurado al 
campesinado por el auge de la economía capitalista, las comunidades campesinas han 
estado lejos de desaparecer en la medida que no solo han desarrollado capacidades 
resistenciales ante las presiones del mercado, el conflicto armado interno y los fenómenos 
históricos de marginación, sino que además han logrado presentar sus sistemas de 
producción como opciones más equitativas y ambientalmente sostenibles en comparación 
con los medios de producción agrícolas convencionales y agroindustriales.  
En efecto, el campesino ha desarrollado un conocimiento de los agroecosistemas que les ha 
permitido desenvolverse en condiciones adversas tanto ecológicas como de mercado. Esta 
adaptación cognitiva y motora le permite al campesinado desarrollar múltiples estrategias 
que se conjugan entre sí a partir del conocimiento que tienen sobre su entorno, 
“característica relacionada con la conservación de los recursos naturales y con una mayor 
eficiencia y productividad” (Mora, 2007, p. 55). 
 En este contexto de adaptación, el conocimiento local campesino, nutrido de creencias, 
costumbres y saberes únicos, se ubica en un papel preponderante en la medida en que éste 
“[g]eneralmente deriva de observaciones cotidianas y de la experimentación con formas de 
vida, sistemas productivos y ecosistemas naturales” (Mora, 2007, p. 55). En otras palabras, 
el conocimiento de los ecosistemas y la cultura campesina, se erigen como elementos que 
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caracterizan la racionalidad local y contribuyen al mantenimiento de los sistemas de 
producción y la unidad familiar.  
Sumado a lo anterior, es dable afirmar que media cierto consenso sobre elementos 
característicos de este sujeto colectivo, tales como, trabajo directo con la tierra que posee; 
representación de la familia como unidad básica de la economía campesina; producción para 
fines de autoconsumo; y relacionamiento con redes sociales de dominación que se 
benefician de los excedentes de su producción a cambio de bienes y servicios que no pueden 
ser producidos por ellos.  
Empero, considerando que la vida campesina se desarrolla en un contexto de constante 
cambio, sus características definitorias no pueden ceñirse a criterios estáticos que pueden 
conducir a la exclusión de categorías vigentes, verbigracia, campesinos sin tierra que tienen 
una representación importante en varios países de condición rural, como es el caso de 
Colombia.  
Así pues, aproximarse a la definición de campesino y campesina significa encontrarse con 
manifestaciones heterogéneas y reconocerlos más allá del desarrollo de una actividad 
económica ligada a la explotación de la tierra, en tanto su identidad se ve representada en 
prácticas culturales cotidianas que hacen parte de las dinámicas particulares de cada 
territorio. Estas manifestaciones identitarias se hacen presentes en el reconocimiento del 
campesinado como sujeto de derechos, así como en el ejercicio político y organizativo por la 
reivindicación de sus garantías esenciales. 
2.1.3 Identidades y representaciones campesinas en Colombia. 
En Colombia, el proceso de representación campesina ha transcurrido por cuatro momentos 
emblemáticos en el contexto de conformación del Estado - Nación. El primer momento, tuvo 
lugar en el siglo XVIII en un contexto histórico donde se impuso la distinción de clases o 
castas, basada en aspectos como la raza, la economía y la política. Se había conformado 
así una jerarquía bajo el ideal de la pureza étnica de sangre, representada en el hombre y la 
mujer blancos que gozaban de reputación y posicionamiento social (Velasco, 2014). 
Con la decadencia del resguardo, no solo los indígenas fueron quedando enquistados en las 
haciendas como reserva de mano de obra, también el proceso de mestizaje forjó relaciones 
serviles que llevaron a que la hacienda prosperara sobre el trabajo esclavo de campesinos 
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mestizos y blancos pobres. Las haciendas donde se había desarrollado la esclavitud, se 
fueron conformando sobre la base del trabajo servil de los mestizos, presentándose un cierto 
cambio en las relaciones de producción más no en las unidades de producción, como bien 
lo señala Bejarano (1983): 
[L]a sujeción de los trabajadores residentes impedía toda conformación de un 
mercado de trabajadores libres y su racionalidad, su necesidad, se comprende mejor 
aún por la existencia de mucha tierra no abierta todavía, a la cual hubieran podido 
dirigirse los campesinos de no haber estado atada a las haciendas (p. 256). 
Las variadas formas de trabajo de las haciendas colombianas encuentran como 
característica común, la existencia de relaciones de trabajo opresivas y semi serviles, en 
tanto se conformaban sobre la base del monopolio de la tierra. El poblamiento en las 
haciendas generalmente era disperso y condujo en forma paulatina, a que los parcelarios 
alcanzaran cierto nivel de autonomía económica, pese a las presiones ejercidas por parte de 
los hacendados que impedían su acceso a los mercados.  
Para finales del Siglo XVIII, las luchas representadas en una amalgama de comunidades 
campesinas esclavizadas, se opusieron al régimen de La Hacienda. En esta época, como 
bien lo señala Fals - Borda (1982) “indígenas, negros y blancos, al principio separados física 
y geográficamente como si fueran castas, aún por ley fueron juntándose y amalgamando 
poco a poco para formar el campesino colombiano” (p.66). Aunado a ello, como resultado de 
la demanda de producción agrícola por parte del mercado europeo, los hacendados debieron 
adoptar un modelo económico basado en la mano de obra asalariada para aumentar su 
producción, trayendo consigo la absorción de mano de obra campesina para el desarrollo de 
labores agrícolas (Velasco, 2014). 
El segundo momento se desarrolla entre finales del siglo XVIII y comienzos del XIX, donde 
la categoría de “campesino” permitía asociar a tres grandes grupos: blancos pobres, negros, 
cimarrones, indígenas, libertos y colonos apareceros. Esta mixtura en la composición del 
campesinado fue decisiva tanto para los campesinos negros, que lograron consolidarse 
como movimiento campesino para acceder al territorio, como para los campesinos indígenas 
que lograron cierto margen de defensa en sus formas de producción tradicionales (Fals-
Borda, 1982). 
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La disolución del sistema de la hacienda permitió presenciar tres formas de protesta rural. 
En la primera, se llevaron a cabo invasiones de los terrenos de las haciendas por parte de 
campesinos, indígenas y negros, quienes buscaban recuperar los terrenos que les fueron 
arrebatados. La segunda forma de protesta se configuró cuando arrendatarios desafiaron a 
los hacendados para cultivar y vender las cosechas que obtenían en las parcelas. Por su 
parte, la tercera forma respondió a la necesidad de participar en el desarrollo comercial con 
sus mercancías y trabajo (Bejarano, 1983). 
Así, la condición de campesino les permitió acceder al trabajo y tenencia de tierras baldías, 
otorgándoles cierta autonomía en cuanto al desarrollo de formas de producción. A manera 
de ejemplo, en lo que hoy se conoce como Villa de Leyva (Boyacá), se adjudicaron las 
primeras veintitrés fanegadas de tierras a campesinos libres. En este contexto, el desarrollo 
de actividades agrícolas y la relación directa con la tierra, se erigió como elemento esencial 
en la definición del campesinado para ese momento histórico (Fals-Borda, 1982). 
El tercer momento tiene lugar en el siglo XX, época en la que se perseguían objetivos de 
desarrollo industrial y económico. En dicho periodo, el Estado brindó mayor apoyo a los 
proyectos agrícolas de gran escala y, con ellos, fue absorbida la mano de obra mestiza – 
campesina, dejando como consecuencia la consolidación del latifundio y el relevo de las 
prácticas culturales propias del campesinado que paulatinamente fue objeto de 
desplazamiento. Leyes como la 35 de 1920, 71 de 1917, 114 de 1922, 100 de 1923 y 74 de 
1926, fueron muy exiguas frente al avance de la concentración de la propiedad del territorio, 
permitiendo la constitución de un poder latifundista (Fajardo, Machado y Gómez, 1981). 
Esta modalidad de apropiación de la propiedad, dio a los terratenientes lo que 
Alejandro López llamó “el derecho de excluir a los verdaderos colonizadores”, quienes 
valorizaban las tierras y luego eran desalojados, y creó desde comienzos de los años 
veinte, una lucha entre terratenientes, colonos, aparceros y arrendatarios. Estos 
enfrentamientos fueron el inicio de un proceso complejo de cambios en las relaciones 
sociales de producción a partir de los años veinte, y de luchas agrarias que 
presionaron al Estado a introducir modificaciones en la legislación agraria, en los años 
treinta (Fajardo et al., 1981, p. 59). 
La falta de claridad sobre los títulos de propiedad, el desalojo de colonos, la explotación 
inhumana de aparceros, la alta concentración de la propiedad y el apoyo de autoridades 
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locales a la represión que terratenientes ejercían sobre los campesinos, avivaron las luchas 
agrarias en los años treinta. En el año de 1933, el gobierno de Alfonso López Pumarejo 
presentó al Parlamento las propuestas elaboradas por organizaciones campesinas en un 
debate que duró tres años.  
Aunque López Pumarejo reconocía el desequilibrio económico y social en el campo, también 
era conocedor que las propuestas al problema agrario no podían desconocer el modelo 
político y económico imperante, de modo que la Ley 200 de 1936 no adoptó una política 
redistributiva de la propiedad rural que contemplara medidas de expropiación de tierras de 
dominio privado. A pesar que esta legislación buscaba que los terratenientes produjeran las 
tierras ociosas o subutilizadas, éstos siguieron fortaleciéndose, gracias al posicionamiento 
de la ganadería extensiva sobre los usos agrícolas (Fajardo et al., 1981). 
Con posterioridad a la expedición de esta ley, se produjo un desalojo masivo de colonos, 
aparceros y arrendatarios. En términos políticos, la organización de los movimientos 
campesinos perdía fuerza con la absorción de sus principales líderes al Partido Comunista. 
En palabras de Fajardo et al. (1981) “El movimiento campesino quedó huérfano a partir de 
1937, facilitándole al Estado el manejo del problema agrario sin una lucha de clases 
manifiesta, y a los terratenientes la mantención de su poder y privilegios” (p. 65). 
El cuarto momento, se ubica en la segunda mitad del siglo XX, período donde las luchas 
campesinas, indígenas y afrocolombianas, lograron consolidarse como movimientos sociales 
rurales. En la década del setenta se creó la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos – 
ANUC, bajo su conocido lema “la tierra pa’l que la trabaja”, cuyo objetivo no solo se centraba 
en la recuperación de tierras para el campesinado, sino en lograr su participación real en las 
instancias decisorias de políticas que los benefician o afectan directamente  
En el año de 1971, la ANUC aprobó el “Mandato Campesino”, uno de los principales 
documentos políticos que han sido publicados por los movimientos campesinos a lo largo de 
la historia, donde se deja sentada su posición política e independiente sobre cualquier otro 
actor social:  
La Asociación Nacional de Usuarios Campesinos de Colombia es una organización 
autónoma, de campesinos asalariados, pobres y medios, que luchan por una reforma 
agraria integral y democrática; por la reivindicación del trabajo agrícola, por la 
elevación de su nivel de vida económica, social, cultural y el desarrollo pleno de sus 
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capacidades. Esta organización entiende que para superar el atraso económico del 
país y lograr el bienestar general del pueblo colombiano es necesario romper las 
actuales estructuras de dominación interna y externa que han beneficiado a una 
reducida clase explotadora. Esto solamente se logrará mediante la lucha organizada 
permanente del campesinado colombiano con la clase obrera y demás sectores 
populares comprometidos con el cambio estructural y la liberación total de nuestra 
patria de toda forma de dominación o coloniaje (Pérez, 2010, p. 41). 
La ANUC se caracterizó por demandar en sus protestas una equitativa distribución de la 
propiedad de la tierra, para lo cual tuvieron como tradición realizar tomas de tierras o 
invasiones para presionar la vigencia de la reforma agraria. Estas luchas representaban la 
acción política e ideológica campesina, en tanto se concebía que la posesión de la tierra 
permitía la continuidad social y política de su organización campesina. Sobre el particular, 
Salgado (2000) afirma que “en el período 1979-1995 se realizaron 808 tomas de tierra sobre 
178.845 has en 19 departamentos y 154 municipios” (p. 218). 
Con el cambio constitucional de 1991, los pueblos indígenas lograron posicionar sus formas 
culturales ancestrales, cosmovisión étnica, gobierno propio y derechos de propiedad 
primigenia sobre la tierra. Por su parte, las comunidades negras avanzaron en su 
reconocimiento, apelando al derecho a la propiedad de títulos colectivos, reconocimiento de 
sus prácticas tradicionales y constitución de estructuras propias de gobierno, reflejadas en 
Consejos Comunitarios.  
No obstante, ante este esquema multicultural propuesto en la Constitución de 1991, las 
comunidades campesinas desprovistas de adscripciones étnicas, no fueron incluidas en 
acciones afirmativas a tal punto que, su reconocimiento en el texto constitucional se reduce 
al de “trabajador agrario”, expresión que además de limitada, “ideológicamente denigra su 
condición de sujeto de cultura, historia y pensamiento propios y lo condena a ser apenas 
quien produce las materias primas para un modelo agroindustrial que despoja y relega al 
campo de la construcción de nación” (Montenegro, 2016, p. 55). 
En este sentido, al identificarse al campesinado como trabajadores agrarios en la 
Constitución Política, su reconocimiento se ve limitado a la relación que tienen con la tierra, 
principalmente en términos de explotación económica, lo que a la postre ha conducido a que 
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su reconocimiento se reduzca al de productores agrícolas, desarraigando cultural e 
históricamente a las comunidades campesinas.  
Es de resaltar que, a lo largo de la historia, los planes, programas y políticas sobre desarrollo 
rural y reforma agraria, no han desarrollado un concepto claro sobre el campesinado, lo cual 
no solo implica un desconocimiento del sujeto social al que se refieren, sino que además 
permite avizorar un amplio margen de incertidumbre sobre la efectividad de los mecanismos 
diseñados para atender sus necesidades. En términos de Salgado (2002) “el hecho de que 
no haya un sujeto claramente definido puede ser una de las razones de que las políticas no 
hayan contribuido a solucionar problemas del campo, en particular, los del campesinado” (p. 
7). 
Las herencias conceptuales y los conflictos latentes han incidido en las formas de 
representar y entender al campesinado. Estos imaginarios han propuesto formas de vida de 
los campesinos y campesinas que llevan a su invisibilización, pues se considera que éstos 
que no tienen la fuerza suficiente para representarse a sí mismos. En ese contexto, el 
campesinado imaginado ha sido reconocido “como subordinado de clase al proletariado o lo 
rural aplastado por lo urbano, sin opción de cambio” (Salgado 2002, p. 9). 
Desde las perspectivas teóricas, el campesinado ha sido representado desde el atraso y la 
pobreza, entrando en abierta oposición con los agentes rurales modernos y empresariales. 
Estas concepciones han sido retomadas en planes de desarrollo gubernamentales que, en 
lugar de aproximarse a los rasgos básicos del campesinado, toman decisiones sobre el futuro 
de este sujeto colectivo, desde una representación vaga que se limita a considerar 
condiciones como la pobreza, la exclusión, su condición de víctima del conflicto armado 
interno y su falta de acceso a recursos (Salgado, 2002). 
En el ámbito económico, los planes de gobierno evocan teorías convencionales sobre el 
desarrollo, reproduciendo la imagen de atraso y pobreza de la ruralidad y el campesinado. 
En este campo, se construyó una relación dual entre lo moderno y atrasado, donde lo 
moderno se asoció con la industrialización; mientras que lo atrasado se relacionó con el 
desarrollo de actividades que no generan valor agregado, así como con la coexistencia de 
actitudes culturales estáticas que distan de las construcciones culturales occidentales y 
modernas. Salgado (2002) al referirse a los imaginarios campesinos en el aspecto 
económico, señala: 
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En tal esquema, lo relativo al mundo rural, en particular lo campesino, se inscribió 
dentro del concepto de lo atrasado. Una vez calificado así el mundo rural, 
comenzaron a hacerse invisibles los complejos caminos por los que el campesinado 
continuaba estando presente y haciendo parte integral del mundo rural, invisibilidad 
que tuvo expresión en las actitudes políticas relacionadas con los campesinos y, con 
mayor razón, con las campesinas (p.13). 
Así pues, en los planes de desarrollo ha prevalecido un imaginario negativo que reconoce a 
campesinos y campesinas como incapaces de participar en procesos de desarrollo; 
representación que pasa por alto sus transformaciones como sujeto social y político, así 
como su capacidad de agencia. 
La pobreza rural ha sido evocada con frecuencia para asociar a campesinas y campesinos, 
buscando justificar el aumento de la producción agrícola para elevar los niveles de ingreso 
económico en la ruralidad. En este orden de ideas, “la pobreza como dimensión simbólica 
de referencia permanente a la población campesina, implica que se marginalice al 
campesinado y se naturalice la pobreza como condición constante, lo cual incide en la 
desigualdad social” (Velasco, 2014, p. 134). 
La relación entre campesino y pobreza busca generalizar y mantener estático al sujeto 
individual y colectivo desde el atraso y la ignorancia, pese a que autores como Forero et al. 
(2013) han logrado concluir que los campesinos y campesinas no deben encasillarse en una 
connotación asociada a la pobreza, al encontrarse índices significativos de eficiencia en 
términos de uso de la tierra y productividad: 
[L]os productores agrícolas indiferentemente de la escala de su actividad productiva, 
logran ser eficientes cuando acceden a condiciones aceptables, y que los pequeños 
productores, así como los agricultores familiares, muestran nítidamente no solamente 
su eficiencia sino también su capacidad para generar desarrollo económico y 
soluciones efectivas a la pobreza rural (p. 8). 
La asociación de pobreza y campesinado, responde a representaciones politizadas sobre 
nuevas formas de ruralidad, las cuales desconocen que la identidad campesina se explica 
en la relación existencial con el territorio, así como en el desarrollo de una economía cuya 
motivación esencial distan en gran medida de la obtención de ganancias capitalistas.  
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Ahora bien, además del atraso y la pobreza, la participación del campesinado en la siembra, 
recolección y procesamiento de la hoja de coca, marihuana y amapola, han sugerido su 
reconocimiento como colaboradores del narcotráfico, por ubicarse en el primer eslabón de la 
cadena de producción de drogas declaradas ilícitas. En razón a que el narcotráfico permitió 
la financiación de actores armados ilegales, las comunidades campesinas han debido cargar 
con estereotipos que los asocia como colabores del narcotráfico y de insurgencias 
guerrilleras.  
Estos conceptos de pobreza, atraso e insurgencia permanecen vigentes y favorecen la 
construcción de simbologías campesinas, que conducen a la reproducción de su posición 
subordinada, desde la cual no le es posible participar en los ámbitos decisorios de las 
acciones que les afecta o beneficia directamente. Al respecto, Salgado (2002) argumenta 
que:  
Muchas de las políticas dirigidas al mundo rural se han diseñado a partir de estas 
interpretaciones, políticas que ignoran la tremenda movilidad política, social y 
económica de las áreas rurales. Al desconocer esta realidad, se refuerzan unas ideas 
específicas sobre la cultura y con ellas se alimentan imaginarios construidos sobre la 
base de estereotipos. Esto determina el no reconocimiento del campesinado como 
actor del desarrollo y, en consecuencia, el desprecio de los ámbitos sociales y 
tecnocráticos por las políticas de redistribución, estimadas como ineficientes e inútiles 
(p. 13). 
En este orden de ideas, la condición de subordinación que le ha sido impuesta al 
campesinado, le ha negado un estatus dialógico dentro de los ámbitos decisorios y ha 
conllevado a su desconocimiento como interlocutor válido en la construcción del mundo rural 
y de sus formas de desarrollo. Debido a que el campesinado no integra el grupo de grandes 
inversionistas ni industriales, se ha visto excluido de los ejercicios de poder y, en su lugar, le 
han sido impuestos planes diseñados por tecnócratas y sectores con mayor poder 
económico.  
Ahora bien, las discusiones académicas sobre lo que es o no el campesinado no han sido 
de fácil abordaje, porque sus identidades, roles y vínculos han cambiado sustancialmente 
con el paso del tiempo. Lo anterior permite afirmar que no puede haber un concepto único 
sobre lo que es ser campesino, ya que se desconocerían los cambios y las dinámicas que 
operan en las sociedades campesinas en sus distintas etapas históricas. En Colombia, no 
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ha sido posible construir una representación del campesinado sin considerar las distintas 
tendencias de producción agropecuaria, los patrones de violencia, la presencia de distintos 
actores en el campo y el ejercicio de la política, por el contrario, a partir de estos factores el 
campesinado ha sido considerado como:  
• Un sujeto social dueño de un acervo impresionante de capacidades, que le 
 permiten disputar su permanencia en los procesos productivos. 
• Un sujeto multiactivo desde el punto de vista de su actividad económica.  
• Un sujeto participativo en relación con la reivindicación y exigibilidad de sus 
derechos ciudadanos.  
• Un sujeto cosmopolita en su acción social y política, dados los procesos de 
negociación que ha debido adelantar con los otros actores rurales para lograr 
su reproducción social y el enriquecimiento de sus identidades (Salgado 2002, 
p. 30). 
El campesinado ha forjado ideas sobre sí mismo, lo cual le ha permitido avanzar en la 
construcción de interpretaciones sobre su realidad. En este contexto, la Federación Agraria 
Nacional – FANAL (citado por Salgado, 2002) se concibió como una organización de 
“hombres y mujeres del campo colombiano que lucha por la liberación de clase campesina 
e indígena, de la explotación, la miseria y la violencia institucionalizadas que la humillan y la 
mantienen atada al pasado” (p.31). 
Esta representación pone de presente la pobreza y el atraso al que se ha visto sometido el 
campesinado frente a las políticas de desarrollo para la ruralidad. De igual forma, esta 
perspectiva reivindica el lema de darle tierra a quienes realmente la trabajan, en conjunto 
con asistencia técnica, acceso a vías, seguro a la producción, educación, fomento a la 
asociación, entre otras medidas, deseadas para el desarrollo del campesinado.  
Por su parte, la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos – ANUC (citado por Salgado, 
2002) representaba al campesinado desde una relación antagónica, donde los vínculos de 
pobreza, atraso y sufrimiento entraban en abierto conflicto con la explotación de tierras 
ejercida por terratenientes: 
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La toma de tierras no es otro hecho que el despertar del campesinado por la situación 
inhumana de miseria y pobreza, impulsado por la situación injusta de tenencia de la 
tierra. Los campesinos sin tierra han sido los explotados del agro durante cientos de 
años, los engañados en todos los debates electorales, los que fueron enfrentados por 
la oligarquía para que se mataran sobre los surcos, a nombre de una bandera azul o 
roja, que para nosotros significa muerte y destrucción y para los ricos más privilegios 
y más riqueza (p. 32). 
Con el auge de la reforma agraria y la consolidación de la organización, la plataforma de la 
AUNC (citado por Salgado, 2002) se reivindicaba como una organización “de campesinos 
medios, pobres y asalariados que luchan por una reforma agraria integral y democrática, por 
la reivindicación del trabajador agrícola, por la elevación de su nivel de vida económico, 
social, cultural y el desarrollo de sus capacidades” (p. 32). 
Conforme lo anterior, puede observarse que los elementos característicos del campesinado, 
se transformaron hacia el reconocimiento de habilidades y capacidades que le son propias 
a los campesinos y campesinas, permitiéndoles así enfrentar y adaptarse a los objetivos 
modernos de desarrollo en el campo. Este imaginario que provenía desde la organización 
campesina, se oponía a la caracterización de la pobreza, el atraso y la incapacidad gerencial, 
asignadas por las autoridades del Estado. 
En los últimos años, el enfoque sobre desarrollo rural reconoce al campo más allá de lo 
agrícola, es decir, reconociendo que este sector cumple y debe cumplir funciones en 
términos de equilibrio territorial, equilibrio ecológico, y servicios ambientales. No obstante, 
estas funciones no solo se apoyan en la importancia de revalorizar culturalmente a lo rural, 
sino en la necesidad de asignarle al campesinado el rol de asalariado, considerando que la 
vía más rápida para que este sujeto salga de la pobreza es a través del ingreso y no del 
acceso a la tierra (Salgado, 2002). 
Se trata entonces de un esquema de alianzas productivas con actores empresariales, 
quienes consideran la necesidad de desarrollar en la ruralidad propósitos colectivos en lugar 
de adelantar medidas redistributivas de la tierra, pues se considera que los campesinos y 
campesinas no han logrado insertarse en las economías de mercado, a pesar de haber 
contado con recursos a su disposición. 
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Al campesinado entonces, se le sitúa desde unos intereses específicos que desconocen las 
transformaciones de este sujeto colectivo, buscando asignarle roles de subordinación. Sin 
embargo, pese a los cambios que se han configurado en la sociedad rural, no existe una 
evidencia clara que permita concluir que las actividades extractivas de gran escala permiten 
modificar las estructuras sociales y económicas en el campo, pues como bien lo concluye 
Salgado (2002), “la agricultura aún aporta en promedio el 60% de los ingresos, frente a un 
estable 8% de las actividades industriales. Si no se justifican esos argumentos, mucho 
menos se justifica la validez de los campesinos imaginados” (p. 38). 
Así las cosas, la modernidad ha reconocido a los campesinos y campesinas desde una 
relación de subordinación con el proyecto de sociedad “civilizado”, ubicándolo así en un 
espacio rural y tiempo atrasado. De acuerdo con Salgado (2002) “[e]n esta práctica política, 
en la que el campesinado queda subordinado a un determinado proyecto de sociedad, los 
valores culturales constitutivos de la identidad campesina resultan insuficientes para el nuevo 
proyecto” (p. 10).  
En contraste con la tradicional simbología que reconoce al campesinado como un actor 
subordinado, se hace relevante señalar que el concepto de campesino no solo tiene una 
significancia retórica como discurso, sino que además tiene un componente relacional, toda 
vez que alrededor de la noción de campesino y campesina, gira una serie de relaciones 
intersubjetivas, políticas, económicas y sociales. En este sentido, “campesino” se constituye 
en una categoría cambiante en función del tiempo y el espacio, que actúa como referente de 
identidad en función de la significación social y de las prácticas culturales que comparten las 
comunidades que se auto-reconocen como campesinas.  
En el ámbito político, esta categoría opera como un criterio de clasificación de los sujetos 
que habitan en la ruralidad y relacionan su actividad con el desarrollo de actividades 
productivas. En lo social, permite referirse al conjunto de relaciones familiares, comunales y 
sociales, que se construyen en el territorio y permiten entrar en diálogo con las lógicas 
estatales y de otras comunidades (Velasco, 2014). 
Así mismo, vale mencionar que los campesinos y campesinas de hoy cuentan con 
capacidades prácticas que han construido históricamente, permitiéndoles su reproducción 
como sujeto social. Estas capacidades encuentran distintos niveles de desarrollo en función 
de la ubicación geográfica, la disponibilidad de recursos públicos y privados, los actores 
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sociales e institucionales con quienes interactúan, el tipo de productos y recursos empleados, 
las relaciones culturales y las oportunidades que les brinda el medio (Salgado, 2000). 
Lo anterior lleva a afirmar que las capacidades entre los campesinos y campesinas no son 
homogéneas. En este sentido, aunque sus demandas y necesidades encuentran un sustento 
común, su desarrollo también es diferenciado al verse condicionado por contextos 
regionales, desarrollos políticos y modelos disímiles de distribución y acceso a los recursos. 
Sobre el particular, Salgado (2000) señala: 
En este sentido, la identidad de los campesinos es cada vez más amplia. El sujeto 
“campesino” conserva unos rasgos de identidad específicos que hay que tratar con 
flexibilidad, pues la heterogeneidad que los abriga los obliga a cumplir varios roles 
sociales y políticos. El campesino de hoy es una especie de “sujeto multiactivo” que 
se mueve en el espacio rural en procesos de trabajo y actividades diversas, en roles 
sociales y culturales cambiantes, conservando aún la ligazón con el laboreo de la 
tierra (p. 65). 
El campesinado tiene consciencia de sus carencias que se ven representadas en 
necesidades, y busca satisfacerlas exigiendo la acción de agentes del Estado o 
resolviéndolas por sí mismos. La necesidad entonces se convierte en un proyecto que se 
erige en un elemento más de su identidad y que permite comprender los mecanismos de 
protesta social y sus formas de vida cambiantes como comunidad. Estas perspectivas 
permiten la construcción de una cohesión e identidad colectiva de los campesinos y 
campesinas que reivindican sus derechos (Salgado, 2000). 
La construcción de identidad colectiva se ve reflejada en la conformación de organizaciones. 
El campesinado se ha conformado en organizaciones de distintos niveles con diferentes 
grados de éxito y fracaso, que han influido en la construcción de su identidad. Si bien es 
cierto que la ruptura y recomposición de organizaciones modifica permanentemente los 
elementos identitarios campesinos, también lo es que alimenta la necesidad de potenciar sus 
capacidades comunitarias y de disputar los recursos (Salgado, 2000). 
Así las cosas, no hay uniformidad en las capacidades que definen al campesinado de hoy, 
toda vez que éstas son resultado de procesos de adaptación, disputa y exclusión de las 
posibilidades de acceso a recursos, legislaciones, y formas de coerción que han ejercido 
grandes propietarios de tierras. Puede afirmarse entonces, que la heterogeneidad de quienes 
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se auto-reconocen como campesinos, ha sido considerada como un atributo de este 
colectivo.  
Esta característica puede evidenciarse en las múltiples prácticas culturales que varían 
dependiendo de cada región, toda vez que la geografía de cada territorio, la presencia de 
recursos naturales y la disponibilidad de cultivos, han implicado una variedad de formas de 
economías locales, dentro de las cuales, se encuentran insertos los campesinos y 
campesinas con o sin tierra, pescadores, pequeños mineros, artesanos, colonos, cocineras, 
entre otras.  
El campesinado ha desarrollado una lucha de siglos por el acceso a los recursos naturales 
y al territorio al igual que los pueblos indígenas y las comunidades afrocolombianas. Estas 
últimas, lograron conquistar legislaciones especiales que reconocen su forma ancestral de 
interpretar culturalmente sus derechos y, a su vez, les confiere titularidades especiales en 
sus relaciones con el territorio, los recursos naturales, la administración de justicia y el 
ejercicio político.  
Sin embargo, fue desprovisto de un reconocimiento elemental como sujeto cultural y de 
desarrollo, aspecto que han reclamado las organizaciones campesinas en sus protestas con 
el objeto de lograr un estatus acorde con sus procesos sociales, económicos, políticos y 
culturales. En sus proclamas, los campesinos y campesinas no reclaman una ciudadanía 
similar a la de los pueblos étnicos o comunidades urbanas, por el contrario, “[h]an reclamado 
una que les permita una integración a los procesos de desarrollo ubicados en su contexto, 
derecho ciudadano que les ha sido negado por la desvalorización que han sufrido” (Forero 
et al., 2010, p.21). 
Un sujeto desvalorizado no suele ser reconocido en sociedad. Este supuesto, no solo afecta 
negativamente la construcción de la subjetividad campesina, sino que además conlleva a 
que la sociedad no avale procesos de redistribución de beneficios en su favor, creando un 
cuadro de injusticia con el cual es abordado. Al no estar revestido de reconocimiento, el 
campesinado se convierte en blanco de vulneraciones de derechos por parte de otros 
actores, quienes consideran que les asiste la garantía de acceder a favores del Estado, por 
aportar los valores que impone el modelo de desarrollo moderno (Forero et al., 2010). 
En este contexto, la tierra y el territorio adquieren un valor per se que trasciende toda 
connotación económica y física, en la medida en que su importancia radica en el universo de 
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relaciones asociadas a ella, si se considera que “[e]n el mundo rural no hay cultura sin la 
tierra, pero ella no es sin su entorno ecosistémico, cultural y las maneras de transformarla” 
(Forero et al., 2010, p.22). Es por ello que, cuando el fenómeno del desplazamiento forzado 
se configura, las relaciones existentes entre el sujeto campesino con la tierra cobran vital 
importancia, toda vez que son éstas las que legitiman y le dan sustento al reconocimiento de 
acciones de restitución y reparación por considerar los valores económicos, políticos, 
culturales y sociales que se forjan entre el sujeto con la tierra.  
La tierra y el territorio dejan de ser vistas como el problema único y central, sin dejar de ser 
crucial, en la medida en que la falta de reconocimiento del sujeto campesino ha sido 
históricamente lesiva y causa de la exclusión histórica en el desarrollo del sector rural. Si 
esta falencia, que ha dado lugar a dinámicas de desplazamiento forzado no es corregida, las 
políticas redistributivas en la ruralidad no serán suficientemente eficaces, así como tampoco 
brindarán garantías efectivas en términos de reparación y no repetición. En consecuencia, la 
primera acción de reparación debe fundarse en el reconocimiento del aporte de campesinos 
y campesinas a la sociedad, la economía y la cultura, el cual se ve reflejado en la pluralidad 
de organizaciones campesinas que fortalecen y dinamizan la democracia, así como en la 
soberanía alimentaria (Forero et al., 2010). 
En ese escenario reivindicativo de las comunidades y organizaciones campesinas por su 
reconocimiento como sujeto de derechos, se encuentran las demandas en torno a su 
inclusión en el censo poblacional como categoría independiente, la cual se hizo posible con 
la expedición del fallo proferido por la Corte Suprema de Justicia (2018) que le ordenó al 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística - DANE, Ministerios del Interior y de 
Agricultura y al Instituto Colombiano de Antropología e Historia – ICANH, la elaboración de 
estudios que permitieran precisar el concepto de “campesino” para así contabilizarlo dentro 
de la información censal. 
Una de las bases que fueron tenidas en cuenta para nutrir el debate sobre la inclusión del 
campesinado dentro del censo poblacional, ha sido el concepto del ICANH. Este concepto 
no solo se nutrió de los aportes de las instituciones que integran la mesa técnica, conformada 
por el Ministerio del Interior, Ministerio de Cultura, Ministerio de Agricultura, DANE, Agencia 
Nacional de Tierras e ICAHN, sino que además contó con el acompañamiento y participación 
de académicos campesinólogos y organizaciones campesinas, de quienes se tuvieron en 
cuenta sus avances en términos de caracterización del campesinado. Este concepto tuvo a 
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consideración cuatro dimensiones: i) sociológico-territorial; ii) sociocultural; iii) organizativo-
política; y iv) económico productiva, las cuales tuvieron como base aspectos relacionados 
con el carácter intercultural e histórico de las memorias y prácticas campesinas.  
La dimensión sociológico-territorial se refiere a la relación existente entre el campesinado y 
las territorialidades que se ven representadas en formas de tenencia con la tierra, bien sea 
de carácter familiar, asociativo o vecinal. Estas características plantean formas diferenciales 
de habitar, relacionarse y transformar la naturaleza a partir del trabajo y el desarrollo de otras 
actividades propias de los campesinos y campesinas (Instituto Colombiano de Antropología 
e Historia [ICANH], 2018). 
Bajo esta dimensión, el término de campesino que propone el concepto técnico, no se asocia 
per se con el mundo rural ni con los habitantes del campo, pues se considera que en el 
mundo rural coexisten diversas maneras de habitar y vivir en zonas rurales, sin que por ello 
se consideren formas de vida campesina, verbigracia, desarrollo de sistemas 
agroindustriales y latifundistas. Así mismo, se reconoce en el campesino la coexistencia de 
un vínculo estrecho con la naturaleza y el territorio, lo cual permite la configuración de 
múltiples representaciones de comunidades campesinas, tales como, mineras, pesqueras, 
agrícolas, sabaneras, ribereñas, cienagueras y costeñas.  
En la dimensión sociocultural entran en juego prácticas y formas específicas de vivir y pensar 
en la ruralidad, las cuales se traducen en características culturales y diferenciables del 
campesinado. En este ámbito, el auto-reconocimiento individual, familiar y comunitario se 
constituye en eje fundamental para la construcción de laidentidad campesina, si se considera 
que las relaciones familiares y comunitarias se articulan con redes locales que le dan forma 
cultural al campesinado (ICANH, 2018). 
El campesino es concebido como un sujeto intercultural, lo cual explica su diversidad y la 
presencia de características comunes, en la medida en que no existe una sola forma de vida 
campesina. Se trata de sujetos heterogéneos en términos socioeconómicos, toda vez que 
sus formas de vida se expresan en un conjunto de relaciones rurales, cotidianas, familiares, 
comunitarias e históricas. Así mismo, el campesinado se reconoce como un sujeto que 
proviene del campo, entorno donde expresa su identidad en estrecha conexión con el mundo 
rural y con su propia descendencia. Se trata entonces de una identidad que se ve 
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representada desde su arraigo con la tierra, donde forja sus conocimientos, memoria y 
prácticas tradicionales.  
En cuanto a la dimensión económica productiva, el concepto reconoce la existencia de una 
relación de trabajo especial con la tierra y la naturaleza, de la cual se desprenden formas de 
manejo de la biodiversidad para la producción de alimentos y el desarrollo de actividades 
económicas multiactivas que difieren de cada contexto local. El campesinado entonces, 
desarrolla distintas actividades económicas, derivando su sustento de actividades como la 
agricultura, la ganadería, la pesca, la minería artesanal, labores artesanales y de oficios 
vinculados al trabajo en el campo. Así, el concepto técnico plantea que el sujeto campesino 
no solo trabaja para garantizar su autoconsumo, sino para generar materias primas que son 
destinadas para su circulación en el mercado local, regional y nacional (ICANH, 2018). 
Por último, la dimensión política-organizativa reconoce en el campesino su participación 
ciudadana, expresada en formas de organización social y política que buscan dar respuesta 
y adaptarse a los nuevos contextos. En ese contexto, el campesinado se reconoce como un 
“sujeto cosmopolita en su acción social y política, dados los procesos de migración y de 
negociación que ha debido adelantar con otros actores rurales para lograr su reproducción 
social y fortalecer sus capacidades” (ICANH, 2018, p. 7). 
Otra expresión reivindicatoria se ve reflejada en el trabajo sin precedentes del movimiento 
campesino internacional que, luego de cinco años de negociaciones, ha logrado que en el 
seno de la Organización de las Naciones Unidas fuera aprobada la Declaración sobre los 
Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, 
obteniendo 33 votos a favor, 3 votos en contra y 11 abstenciones de los Estados parte, 
encontrándose Colombia en este último grupo.  
La Organización de las Naciones Unidas reconoce al campesinado como cualquier persona 
que se involucra en la producción agrícola de pequeña escala, bien sea para fines de 
subsistencia o mercado, dependiendo significativamente de la mano de obra familiar y 
forjando una especial relación con la tierra. Este instrumento internacional se aplica a 
aquellas personas que se dedican a la agricultura artesanal o de pequeña escala, a la 
ganadería, silvicultura, pesca, caza, recolección de cultivos, artesanías y cualquier otra 
actividad conexa a la ruralidad. Esta representación también se hace extensiva a los 
familiares dependientes de los campesinos; personas sin tierra; y trabajadores asalariados, 
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vinculados en plantaciones, explotaciones agrícolas, acuícolas, madereras y en empresas 
agroindustriales (Resolución 73/165, 2018). 
La Declaración reconoce a favor de campesinos y campesinas el disfrute en condiciones de 
igualdad de los derechos humanos a la vida, libertad, asociación, participación, información, 
justicia, trabajo, alimentación, seguridad, vida digna y acceso en condiciones de igualdad a 
la tierra y los recursos naturales. Los derechos de las campesinas y de otras mujeres que 
trabajan en zonas rurales, también fueron foco de especial atención, al prohibir todas las 
formas de discriminación en relación con la tenencia de la tierra, bien sea por cambios en el 
estado civil o por falta de acceso a recursos económicos (Resolución 73/165, 2018). 
En cuanto al ejercicio de los derechos humanos de los campesinos en armonía con la 
naturaleza, este instrumento reconoce que campesinos y campesinas tienen el derecho de 
a acceder a los recursos naturales presentes en su comunidad y que resulten necesarios 
para gozar de condiciones de vida adecuadas. Para tal propósito, se invita a los Estados a 
adoptar medidas que promuevan y protejan los conocimientos, prácticas e innovaciones de 
los campesinos, incluyendo los sistemas tradicionales agroecológicos que permiten la 
conservación y aprovechamiento sostenible de la biodiversidad (Resolución 73/165, 2018). 
Llama la atención que la Declaración reconoce el derecho humano de acceso a la tierra, el 
cual comprende el acceso a las masas de agua, las pesquerías, los pastos y los boques, así 
como su derecho a utilizarlos y gestionarlos de manera sostenible para alcanzar un nivel de 
vida adecuado, desarrollar su cultura y vivir con seguridad, paz y dignidad. Para ello, se 
dispuso que los Estados han de adoptar medidas encaminadas a garantizar su acceso a las 
tierras, pesquerías y bosques en condiciones de igualdad, limitando la concentración 
excesiva de la tierra y velando por el cumplimiento de su función social (Resolución 73/165, 
2018). 
Aunado a ello, la Declaración sobre los Derechos de los Campesinos establece que los 
Estados adoptarán medidas para reconocer los derechos de tenencia de la tierra, incluyendo 
los derechos consuetudinarios de tenencia que no se encuentren amparados por la ley, para 
lo cual se deberá reconocer la existencia de modelos y sistemas tradicionales de utilización 
y gestión colectiva del patrimonio natural común por parte del campesinado (Resolución 
73/165, 2018). 
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Así pues, la adopción de la Declaración sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras 
Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, representa un avance en el reconocimiento 
de los campesinos y campesinas como sujetos de derechos, así como como en su 
contribución global en el desarrollo, conservación de la biodiversidad y seguridad alimentaria. 
Así mismo, es de resaltar que este instrumento internacional traza un norte hacia la 
formalización de derechos de tenencia consuetudinarios, lo cual representa una posibilidad 
para el establecimiento de reformas en la tenencia de la tierra, que reconozcan las dinámicas 
de ocupación y sistemas tradicionales de aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales, por parte de comunidades campesinas que han habitado históricamente los 
Parques Nacionales Naturales.  
Lo expuesto en el presente apartado permite dar cuenta que, a lo largo de la historia, los 
campesinos y campesinas han sido representados desde la otredad, asociándolos con el 
atraso, la pobreza, la insurgencia y la colaboración con el narcotráfico, lo cual ha permitido 
la reproducción de una relación subordinada que ha justificado su exclusión en espacios 
decisorios de políticas que les afecta o beneficia directamente. Desde esta perspectiva, el 
campesinado ha sido desconocido en su condición cultural y, a su vez, ha sido invisibilizado 
como sujeto colectivo, razón por las cual las organizaciones campesinas demandan el 
reconocimiento de sus procesos sociales, políticos y culturales, permitiéndoles así integrarse 
a los modelos de desarrollo rurales desde su contexto y percepción del mundo.  
Sumado a ello, vale mencionar que a pesar del enfoque multicultural y diferencial que permeó 
la Constitución Política de 1991, el reconocimiento del campesinado fue limitado en la 
medida en que el texto constitucional se redujo a entender al campesinado en términos de 
explotación económica, circunscribiéndolo a la categoría de trabajador agrario. Esta visión 
constitucional ha llevado a que tecnócratas, planes de gobierno y legislaciones, reproduzcan 
la negación de su condición cultural, histórica y social, relegándolo a la producción 
agropecuaria para la obtención de materias primas.  
Empero, como se ha visto en el desarrollo de este apartado, la representación sobre el 
campesinado comprende un componente relacional, que se ve reflejado en las relaciones 
familiares, comunales, locales y regionales, que permiten construir identidades comunes y 
resignificar las prácticas culturales que comparten quienes se auto-reconocen como 
campesinos. Estas relaciones varían en función de la región, la geografía del territorio, la 
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presencia de recursos naturales y las formas de economía local, toda vez que la 
heterogeneidad se constituye en un atributo más de este sujeto colectivo.  
Reconocer al campesinado como un sujeto cultural y de desarrollo, implica entender su 
relacionamiento especial con el territorio y la naturaleza. Se trata de un vínculo que 
trasciende cualquier connotación económica o física, dado que en el territorio radica tanto el 
desarrollo cultural del campesinado, como su relacionamiento estrecho con los recursos 
naturales en medio de una vida comunitaria multiactiva.  
Por último, puede concluirse que el reto actual en las iniciativas de reconocimiento de 
campesinos y campesinas, consiste en no caer en lecturas esencialistas en torno a la 
identidad campesina, pues no tendría sentido trabajar en el abordaje y comprensión de las 
representaciones e identidades campesinas, a partir de prácticas excluyentes y 
segregacionistas para las comunidades rurales.  
2.1.4 Campesinas y campesinos colombianos como sujetos de 
derechos en conexión con la naturaleza. 
En el discurso moderno, el conocimiento asociado a la naturaleza se traduce en estrategias 
de poder y dominación que buscan constituir un sistema económico basado en la exploración 
intensiva de los recursos naturales. En contraposición con esta perspectiva, el campesinado 
se remite a una tradición familiar y culturalmente enraizada que vincula a este sujeto 
colectivo, obligándolo a implementar prácticas productivas que respeten el equilibrio 
ecológico, territorial y social (Barbetta, 2012). 
Para las comunidades campesinas, el territorio y la naturaleza se encuentran íntimamente 
ligados a la tradición campesina que ha sido transmitida de generación en generación. El 
vínculo con el territorio permite expresar las costumbres, formas de trabajo y prácticas 
culturales del campesinado, desprendiéndose así un fuerte componente subjetivo, resultado 
de un proceso sociohistórico de conformación de la identidad campesina (Barbetta, 2012).  
El sentido que adquiere el territorio para las comunidades campesinas, dista en gran medida 
de aquél que considera la tierra tan solo como un medio de producción. Es por ello que, el 
campesinado se contrapone a la explotación intensiva de los recursos naturales, dado que 
la defensa de la tierra representa igualmente la defensa de la cultura y de su vida misma.  
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Así, en las comunidades campesinas media una concepción holística del territorio, donde los 
campesinos expresan su identidad, intencionalidad y forma de desarrollar sus modos de vida. 
Bajo este esquema, Barbetta (2012) ha señalado que “la lucha por el territorio para las 
comunidades campesinas no es la lucha por una determinada cantidad de hectáreas, sino 
por el territorio entendido como “un cuadro de vida” (p. 65). 
En este marco, la experiencia campesina se nutre de manejos prácticos, racionalidades y 
saberes tradicionales que le permite a este sujeto colectivo, relacionarse de forma más 
sensible con la naturaleza (Martínez, 2008). A modo de ejemplo, los campesinos y 
campesinas organizadas alrededor del Movimiento Vía Campesina, han planteado una 
política de desarrollo basada en la soberanía alimentaria, donde la producción se realiza 
desde el respeto por el equilibrio ecológico y social. De esta manera, la relación entre 
campesino y naturaleza adquiere una dimensión política, como bien lo señala Barbertta 
(2002): 
[L]a forma de producción campesina en tanto “custodia del medio ambiente” implica 
la conformación de “comunidades normativas” referidas a las reglas y patrones de 
conducta erigidos como consecuencia de modelos de interacción cotidiana, y se 
encuentra estrechamente relacionada con la noción de tiempo, pues el cuidado del 
medio ambiente posibilita la reproducción de los recursos naturales y, por lo tanto, de 
la misma comunidad (p. 68). 
Desde esta óptica, el derecho al territorio y la soberanía alimentaria se han sostenido sobre 
la base de demandas campesinas que se expresan en una racionalidad ecológica, donde el 
modelo de autogestión político y económico se funda en el respeto por los procesos naturales 
y elementos culturales.  Estos escenarios buscan relegitimar el saber censurado y 
subvalorado por el modelo capitalista y occidental, que ha reconocido a las formas de vida 
campesinas desde la incapacidad e inhabilidad para actuar conforme a las prácticas de la 
modernidad.  
Vale mencionar que en las prácticas campesinas también se desarrollan espacios para la 
transformación y resignificación de sus conocimientos, lo cual da cuenta de la innovación, 
creatividad y constante transformación del conocimiento campesino que no jerarquiza 
saberes académicos ni técnicos, sino que los considera como una fuente alterna a los 
saberes construidos comunitariamente. Al respecto, Barbetta (2002) resalta los ideales de la 
Vía Campesina en relación con los saberes campesinos y las tradiciones agroecológicas:  
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En otras palabras, aun cuando a los ojos del capital y de muchos cientistas sociales, 
el campesinado se presenta como un sector arcaico, conservador y obstaculizador 
de las fuerzas productivas, la Vía Campesina pone en cuestión la idea de que el único 
modo de arribar al conocimiento válido es la ciencia y las técnicas modernas, 
inscribiéndose en una tradición agroecológica sustentada en prácticas y saberes 
ancestrales, y en donde lo particular y lo local se presentan como alternativas creíbles 
a una realidad universal o global. En este sentido, es en los discursos, en lar prácticas 
y en los saberes campesinos que la lucha campesina encuentra un apoyo sustancial 
en su esfuerzo por lograr la emancipación económica y política, al mismo tiempo que 
nos proporcionan sugerencias, pistas para deconstruir una mirada colonial sobre este 
sector (p. 74). 
Así las cosas, la comprensión del mundo campesino es mucho más amplia de aquella que 
se propone por las ciencias sociales desde un patrón de poder colonial y moderno que ha 
invisibilizado las formas de vida, saberes, prácticas, tradiciones y resistencia de campesinos 
y campesinas. La resignificación de la identidad campesina, la revalorización de su trabajo y 
la relegitimación de sus saberes, permiten cuestionar la dualidad propuesta entre 
campesinos y naturaleza, toda vez que los elementos culturales de este sujeto colectivo 
permiten dar cuenta de un conocimiento local alrededor de la naturaleza, de la conservación 
de las semillas navitas, de los alimentos y de los saberes medicinales alternativos. 
La agroecología plantea una fuerte crítica al modelo de desarrollo imperante, ubicando en 
sus ejes centrales la importancia de recuperar una comprensión holística del mundo rural, 
rescatando los saberes, deseos y necesidades de comunidades campesinas, pueblos 
indígenas y comunidades afrocolombianas. Se trata de un concepto que surge en la década 
de los setenta, para referirse a las prácticas antiguas de uso y manejo de los recursos 
naturales desde la agricultura tradicional, lo cual ha tomado cada vez mayor relevancia ante 
las conflictividades ambientales, económicas, sociales y políticas que vienen en aumento 
tras la imposición de la agricultura moderna en el sector agropecuario, debido a su carácter 
utilitario y depredador del ambiente (Madera, 2006). 
Esta disciplina incorpora el componente ecológico en el aprovechamiento de la naturaleza a 
partir de una estrategia holística que considera el ambiente, el territorio, la organización 
comunal y la dimensión local. De esta manera, los campesinos y campesinas dan prioridad 
a la conservación del ambiente, a través del desarrollo de actividades agrícolas de 
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autoconsumo y la generación de materias primas de manera sostenible, permitiendo así la 
coevolución entre la biodiversidad y lo sociocultural (Martínez, 2008). 
Dentro de los pioneros que establecieron las bases de la agroecología, se destaca el autor 
académico Norgaard (citado por Madera, 2006), quien desarrolló una serie de premisas 
alrededor de esta disciplina científica, dentro de las cuales, se destacan para el presente 
trabajo las siguientes: i) Los sistemas sociales y naturales han coevolucionado a tal punto 
que los unos dependen de los otros; ii) la naturaleza puede ser comprendida desde la forma 
como las culturas tradicionales se han interrelacionado con el potencial biológico; y iii) la 
agroecología permite garantizar la conservación de la diversidad cultural y natural, en la 
medida en que ésta representa un impacto mucho menor al ambiente, en comparación con 
las ciencias agrarias convencionales.  
Estas premisas se refieren a la importancia que ha significado para la agroecología el 
conocimiento tradicional, dado que se basa en la experiencia campesina sobre los recursos 
naturales al analizar sus formas de acceso y aprovechamiento de agroecosistemas, desde 
sus saberes tradicionales, racionalidad y significados prácticos (Martínez, 2008). Desde esta 
perspectiva, se reconoce la existencia de una relación inherente entre el campesinado y la 
naturaleza, por considerarse parte de ella en un proceso de coevolución, lo cual le imprime 
cierta racionalidad ecológica a su producción (Madera, 2006). 
Por su parte, Sevilla (2006) ha concebido la agroecología como una alternativa de producción 
que permite enfrentar la crisis ecológica y social, desde el diseño participativo de métodos 
endógenos que permiten la restauración del proceso de coevolución entre naturaleza y 
cultura: 
La agroecología puede ser definida como el manejo ecológico de los recursos 
naturales a través de formas de acción colectiva que presentan alternativas a la actual 
crisis de la modernidad, mediante propuestas de desarrollo participativo (Sachs, 
1992; Toledo, 1990) desde los ámbitos de la producción y la circulación alternativa 
de sus productos, pretendiendo establecer formas de producción y consumo que 
contribuyan a encarar la crisis ecológica y social, y con ello a restaurar el curso 
alterado de la coevolución social y ecológica (p. 202). 
Bajo esta perspectiva, el campesinado no puede ser concebido desde un enfoque 
reduccionista, considerándolo como un sujeto pasivo que desarrolla una labor asociada a la 
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producción agrícola. Por el contrario, debe ser reconocido como un actor consciente de su 
papel en el mundo rural y de la necesidad que le asiste proyectarse como sujeto político y 
social para resistirse a las imposiciones del modelo capitalista moderno. Como contrapeso a 
los sistemas que abogan por la imposición del modelo moderno-occidental en la ruralidad, el 
campesinado se erige como un sujeto capaz de construir la agricultura desde el respeto por 
el capital ecológico, social y cultural, esto es, permitiendo el desarrollo de una ética en la 
producción, comercialización y consumo de alimentos. Al respecto, Ploeg (citado por 
Bohórquez & Pulgarín, 2018) señala: 
[L]as comunidades campesinas han desarrollado formas de manejo de los recursos 
naturales, con elevados grados de autonomía del mercado, criterios de cohesión 
social y solidaridad, guiadas por una racionalidad ecológica que respeta los límites 
de la naturaleza y en las que el trabajo humano se orienta a garantizar y mantener la 
capacidad productiva del agroecosistema de la que depende su modo de vida. No se 
trata de idealizar al campesinado sino de reconocer y recuperar los aspectos positivos 
tanto sociopolíticos como ambientales de cara a desarrollar propuestas alternativas 
de desarrollo rural desde un enfoque agroecológico (p. 283). 
Así pues, desde el trabajo colectivo, el campesinado integra a la producción agroecológica, 
saberes tradicionales, formas de participación comunitarias y conocimientos científicos que 
significan el retorno a las prácticas productivas tradicionales, buscando así generar impactos 
reales en la conservación de la naturaleza y en la vida misma de este sujeto. Al respecto, 
Toledo (1993) señala: 
[E]l simple hecho de reconocer una racionalidad ecológica en la producción 
campesina reta los paradigmas centrales de la modernización rural porque reevalúa 
el significado y potencialidad de las culturas campesinas, normalmente consideradas 
como un sector arcaico o tradicional, sin importancia para la modernidad (p. 215). 
Al reconocer e interesarse por el conocimiento comunitario, la agroecología busca integrar 
el conocimiento científico con los saberes, deseos y necesidades de las comunidades, desde 
la investigación participativa. En ese contexto de identidades locales, el campesinado posee 
un sistema de conocimientos que les ha permitido generar prácticas de desarrollo 
sustentables, potenciar sus capacidades y fomentar el desarrollo endógeno. De la agricultura 
ecológica campesina se destacan prácticas esenciales, como la no utilización de sustancias 
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que alteren negativamente los recursos naturales; la incorporación de prácticas que permitan 
a los animales vivir en condiciones adecuadas; el respeto por los ciclos naturales de los 
cultivos; y el desarrollo de una economía pluriactiva (Martínez, 2008). 
Respecto de esta última práctica característica, vale mencionar que los campesinos y 
campesinas llevan a cabo actividades pluriactivas para garantizar la realización de 
condiciones mínimas de existencia, integrando diferentes prácticas y formas de producción, 
contrario a las tendencias predominantes de los modelos de modernización rural que 
apuntan hacia la consolidación del monocultivo desde la agroindustria (Toledo, 1993). 
Los sistemas diversificados, entendidos como un rasgo principal de la economía campesina, 
se caracterizan por una diversidad de cultivos en las que se mezclan granos, raíces, 
tubérculos, plantas, frutales y forestales, lo cual le permite a las comunidades campesinas 
reducir el riesgo contra las fluctuaciones del mercado y los cambios ambientales, al igual que 
contribuyen con la conservación de la biodiversidad al asegurar el reciclaje de los nutrientes, 
la protección de los suelos y la conservación de la fauna y flora presentes en el territorios 
(Toledo, 1993). 
Las estrategias de uso y aprovechamiento de los recursos naturales se encuentran 
enmarcadas en un proceso de interacción y transformación constante entre el campesinado 
y la naturaleza, donde ambos imponen en el otro sus propias reglas. De esta manera, la 
naturaleza determina los patrones socioculturales de las comunidades campesinas; a la vez 
que el campesinado ejerce una clara influencia sobre la naturaleza en un contexto de 
desarrollo local endógeno que le permite expresar sus percepciones, relaciones y 
conocimientos asociados a la biodiversidad presente en el territorio. Al respecto, Gerritsen 
(2010) señala:  
Las actividades agropecuarias, y el manejo de los recursos naturales, comprenden 
una amplia gama de tareas y decisiones que deben ser organizadas de una forma 
coherente, dentro de una dimensión espacio-temporal, y alrededor de diversos ciclos 
sociales y naturales. Esto se refleja, por ejemplo, en los calendarios agrícolas y en la 
distribución específica de una finca (p. 23). 
Así pues, la economía campesina se encuentra determinada por el entendimiento que sus 
habitantes tienen del entorno natural y de sus características, lo cual se encuentra 
íntimamente determinado por la herencia cultural y por la forma de percibir el ambiente. Así 
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pues, el campesino comprende y conceptualiza la naturaleza desde su forma de vida 
particular, de acuerdo con sus patrones cognitivos y en función de su forma de desenvolverse 
en ella:  
Así, el concepto de naturaleza también es una construcción social y contiene una 
definición social específica que se aplica a esos elementos de la naturaleza que 
tienen más sentido dentro de su forma de vida, y que son precisamente parte de su 
visión del mundo y de su cultura […]. Además, dentro de la definición de la naturaleza 
de cada grupo campesino, como sucede con cualquier otro actor social, se incluye 
una valoración y una categorización que están relacionadas con sus patrones 
cognitivos y esto les permite desenvolverse en ella (Gerritsen, 2010, p. 27). 
Lo anteriormente expuesto, permite concluir que en la vida campesina subyace una tradición 
caracterizada por el relacionamiento inherente con la naturaleza, lo cual ha permitido 
construir una visión de desarrollo basada en la soberanía alimentaria y en el respeto por el 
equilibro ecológico y social. De esta visión propia, se desprende un componente político y 
ético, que busca retar los paradigmas de la modernización rural y resignificar las capacidades 
que aporta el campesinado en el desarrollo sostenible.  
La cultura campesina permite dinamizar y fortalecer las luchas por la defensa de la 
naturaleza y el territorio, en la medida que los movimientos reivindicativos demandan el 
mantenimiento de su identidad y vida misma. La visión basada en la racionalidad ecológica, 
permite posicionar el saber campesino desde el respeto por el ambiente, lo social y cultural, 
en contraposición con el modelo de desarrollo moderno que apunta hacia la exploración 
intensiva de los recursos naturales.  
En este contexto, la agroecología se posiciona como una disciplina que rescata los saberes, 
formas de participación y necesidades comunitarias, buscando generar impactos reales en 
la conservación de la naturaleza y en el desarrollo autosuficiente de las comunidades 
campesinas. Esta disciplina rescata los saberes tradicionales heredados por el 
campesinado, en aras de fomentar el desarrollo de prácticas sustentables que les permite a 
las comunidades y seres naturales, vivir en sus territorios bajo condiciones de dignidad y 
equidad. 
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2.2 Experiencias comparadas sobre manejo comunitario y 
reconocimiento de derechos de tenencia de bosques: 
alternativas de conservación en los Parques Nacionales 
Naturales 
En el presente subcapítulo se llevará a cabo un análisis de experiencias comparadas en 
materia de manejo comunitario y reconocimiento de derechos de tenencia consuetudinario 
de los bosques. Como se ilustrará a continuación, un número plural de países han 
reformulado la política de conservación forestal, mediante el reconocimiento de derechos de 
tenencia y de capacidades de gobernanza local, en aras fomentar la sostenibilidad de los 
bosques en el largo plazo.  
 
Así mismo, se desarrollará un análisis sobre la experiencia comparada en México, buscando 
ilustrar el proceso histórico y reivindicativo que ha dado lugar a que en la actualidad se 
reconozcan derechos de propiedad común en los bosques a favor de comunidades 
campesinas, lo cual ha permitido a las comunidades locales potenciar sus capacidades como 
guardianas de estos ecosistemas esenciales. 
2.2.1 Derechos de tenencia y cogestión en bosques comunitarios 
La conservación de los bosques está llena de casos de comunidades rurales cuyos medios 
de vida se han visto afectados por políticas estatales que prohíben el uso comunitario, 
persiguen el desalojo de asentamientos al interior de áreas protegidas e imponen serias 
limitaciones a sus formas de vida. Estas medidas han buscado la centralización de los 
bosques bajo principios de la forestería científica, es decir, considerando estos recursos 
como bienes públicos estratégicos que demandan una protección especial para la provisión 
de bienes y servicios para el futuro (Larson, Barry, Dahal & Colfer, 2010). 
No obstante, un gran número de organizaciones y movimientos de base se han movilizado 
para exigir el reconocimiento de derechos tradicionales de tenencia sobre los territorios y 
bosques, entendiendo que desde “una perspectiva exclusiva de derechos, no hay duda que 
muchas comunidades que en la actualidad viven en los bosques merecen algo mejor” 
(Larson, et al., 2010, p. 5). Bajo este enfoque, la investigación científica ha empezado a 
evaluar el impacto de los bosques en términos de vulnerabilidad o desde el papel que pueden 
desempeñar estos ecosistemas en el alivio de la pobreza de las comunidades que habitan 
en su interior.  
Capítulo 2 121 
 
Aunque medien posiciones que consideran que el reconocimiento de derechos de tenencia 
consuetudinarios no constituye en sí mismo una garantía para que las poblaciones locales 
conserven los bosques; desde la otra cara de la moneda puede afirmarse que la 
formalización de derechos permite trazar horizontes de sostenibilidad en el largo plazo, al 
estimular en las comunidades un mayor compromiso por la conservación, máxime cuando 
los índices de degradación de los recursos naturales continúan en aumento aún bajo la 
existencia de regímenes de conservación prístina de la naturaleza.  
En países como India y Nepal, los formuladores de políticas públicas observaron que la 
negación de derechos de acceso y manejo en los bosques, operaba como un desincentivo 
en lugar de facilitar el cumplimiento de los fines de conservación, dando paso a la 
configuración de conflictos ambientales, degradación forestal y aumento de los índices de 
pobreza. Debido a este contexto de presencia de conflictividades ambientales, desde la 
década de los noventa, una buena parte de países han reformulado las políticas de 
protección ambiental en los bosques, con el fin de incluir componentes de participación 
comunitaria, gobernanza local y reconocimiento de derechos tenencia consuetudinaria 
(Larson, et al., 2010). 
En el caso de América Latina, los cambios en el reconocimiento de relaciones de tenencia 
en los bosques han sido producto de luchas impulsadas desde las bases comunitarias, como 
es el caso de pueblos indígenas que han demandado el reconocimiento de sus territorios 
ancestrales; o el de comunidades campesinas, como los siringueros en Brasil, quienes han 
vivido tradicionalmente en los bosques y han buscado conservar los recursos ambientales 
allí presentes, a pesar de las tensiones provocadas por las intervenciones del Estado y los 
intereses extractivistas de agroindustrias y madereros (Larson, et al., 2010). 
La tenencia en los bosques implica el reconocimiento de un conjunto de derechos, dentro de 
las cuales, se encuentran comprendidos los derechos de acceso, uso, manejo, exclusión y 
alienación. El acceso, se refiere al derecho de ingresar al espacio físico del bosque; los 
derechos de uso, hacen alusión a la posibilidad de llevar a cabo prácticas de 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales; el manejo, consiste en el derecho de 
regular los patrones de uso y de transformación de los recursos naturales; la exclusión, tiene 
que ver con la garantía de decidir quién puede usar o no los recursos naturales; y, por último, 
la alienación se refiere a la posibilidad de vender o destinar las tierras comprendidas al 
interior de los bosques (Larson, et al., 2010). 
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La tenencia de los bosques involucra una sinergia entre relaciones sociales e institucionales, 
para regular el acceso a la tierra y el uso de los recursos naturales. Larson et al. (2010) se 
ha referido a este derecho en los siguientes términos: 
La tenencia forestal, por lo tanto, se refiere a quién es el dueño de las tierras 
forestales y quién usa y maneja los recursos forestales y toma decisiones relativas a 
los mismos. La tenencia forestal determina quién puede usar qué tipo de recursos, 
de qué forma, por cuánto tiempo y bajo qué condiciones, así como quién puede 
transferir derechos a otros y cómo. Los diferentes elementos del conjunto de 
derechos pueden ser compartidos o distribuidos de diferentes maneras entre los 
actores sociales; además, los árboles mismos pueden estar sujetos a diferentes 
derechos de tenencia (p. 12). 
Esta perspectiva representa entonces un cambio en el reconocimiento de uno o más 
derechos relacionados con el acceso y manejo de los recursos naturales, en beneficio de las 
personas que se encuentran viviendo en su interior o que habitan en áreas colindantes a los 
bosques. Reconociendo que la mayor parte de los bosques del mundo son de propiedad del 
Estado, las reformas en la tenencia forestal, sugieren el reconocimiento de derechos de 
tenencia comunal a favor de colectividades que habitan en su interior, bajo condiciones de 
seguridad y estabilidad que van más allá del simple otorgamiento de títulos sobre las tierras.  
[E]stas nuevas reformas están siendo impulsadas e influenciadas por demandas 
locales que exigen el reconocimiento de los derechos de tenencia, una preocupación 
global por la conservación de la biodiversidad y la promoción de la descentralización 
democrática. Las reformas tienen como objetivo alcanzar las siguientes tres metas: 
abordar las demandas de reconocimiento de los derechos históricos (sobre la tierra), 
mejorar el bienestar a nivel local y lograr la conservación de los bosques (Larson et 
al., 2010, p. 14). 
El reconocimiento formal de los derechos de tenencia les permite a las comunidades locales, 
potenciar su papel como guardianas del bosque y fortalecer los sistemas de gobernanza 
local en términos de control, uso y manejo de los recursos naturales, con miras a satisfacer 
las necesidades de sus miembros y la conservación de los recursos naturales. Así, en los 
procesos de defensa de los bosques se requiere integrar los conocimientos tradicionales y 
prácticas sustentables de los pueblos que han habitado históricamente y dependen de estos 
ecosistemas para su supervivencia (Carrere, 2004). 
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Los derechos de tenencia son resultado de una construcción conjunta entre actores sociales 
e institucionales, fundada en el reconocimiento formal de la presencia de comunidades que 
han habitado históricamente dichos territorios. La aplicación de reformas en la tenencia 
forestal, involucra principalmente el otorgamiento de derechos colectivos en materia de 
gobernanza local, lo cual permite cristalizar la transferencia de poderes a favor de las 
comunidades, en términos de toma de decisiones, acceso, manejo y exclusión de los 
bosques. 
En este caso, las comunidades a quienes se les reconoce derechos de tenencia se vinculan 
con el Estado mediante acuerdos de copropiedad o cogestión asociativa de los bosques, en 
los cuales el Estado continúa ostentando la titularidad de los derechos de propiedad sobre 
estas áreas, desempeñando un papel esencial en el manejo de los recursos. Larson et al. 
(2010) ha identificado las siguientes características esenciales de las reformas de tenencia, 
en lo referente a reconocimiento de derechos colectivos, bienestar de las comunidades y 
protección de los bosques: 
1. Los títulos o derechos a la tierra son otorgados en el entendido que el recurso debe 
ser protegido (o recuperado). 
2. Los derechos de tenencia son esencialmente para múltiples usuarios de varios 
recursos forestales. 
3. En la mayoría de los casos, el Estado retiene los derechos de alienación sobre la 
tierra. 
4. Por ello, la tierra no puede ser legalmente dividida y vendida (no se trata, por lo 
tanto, de un bien legal). 
5. La mayor parte de las tierras forestales establecidas bajo la reforma están siendo 
demarcadas o tituladas como propiedades comunales o colectivas. 
6. Esto significa el reconocimiento de una estructura colectiva de gobernanza anterior 
a la reforma y/o la creación de una nueva (o la combinación de ambas) (p. 25). 
Así, las reformas en la tenencia de la tierra involucran el reconocimiento de derechos 
colectivos a favor de las comunidades que habitan los bosques, buscando cumplir con tres 
objetivos esenciales: i) la atención de las demandas de derechos de las comunidades que 
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habitan históricamente los bosques; ii) el mejoramiento de sus condiciones de vida; y iii) el 
cumplimiento de los fines de conservación, respecto del cual el Estado desarrolla un papel 
central.  
Cabe resaltar que las reformas en la tenencia de la tierra han estado determinadas por tres 
factores que se han configurado a nivel mundial: i) las demandas de pueblos indígenas por 
el reconocimiento de su identidad y propiedad ancestral; ii) el impulso global por la 
conservación de la biodiversidad; y iii) la descentralización de los programas estructurales 
de manejo forestal. En cuanto al primer factor, cabe resaltar que las reformas de tenencia de 
la tierra se han adoptado principalmente en América Latina, producto del reconocimiento de 
la identidad étnica y de los derechos de pueblos indígenas a la propiedad ancestral de sus 
tierras, si se considera que “[p]ara el 2008, prácticamente 197 millones de hectáreas habían 
sido otorgadas a comunidades indígenas y pequeños propietarios del continente, todas ellas 
localizadas predominantemente en paisajes forestales” (Larson et al., 2010, p.27). 
Los pueblos indígenas impusieron el concepto de territorio para referirse al espacio y los 
recursos donde desarrollan y reproducen aspectos sociales y culturales de sus medios de 
vida, lo cual permitió el reconocimiento de un enfoque étnico integrado al manejo de los 
recursos naturales. Bajo este fundamento, los pueblos indígenas han exigido la titulación de 
territorios colectivos en bosques que habían sido considerados como vacíos, teniendo en 
cuenta sus medios de vida tradicionales, sus prácticas ancestrales y regímenes especiales 
de aprovechamiento de los recursos naturales.  
A pesar de lo retos y dificultades que ha representado el reconocimiento de derechos de 
tenencia de bosques a favor de pueblos indígenas (v.gr intereses de expansión territorial y 
despojo por de actores con poder económico y político), un número plural de Estados han 
avanzado en la implementación de reformas de tenencia forestal que involucran la adopción 
de un enfoque étnico: 
En Brasil, los derechos de pueblos indígenas fueron reconocidos para 100 millones 
de hectáreas, involucrando 500000 personas, y el Estado respalda sus derechos de 
exclusión. En Nicaragua, prácticamente 2 millones de hectáreas de tierras forestales 
están localizadas en áreas que están siendo demandadas y demarcadas para 
territorios indígenas. Filipinas también ha empezado a reconocer los derechos 
indígenas mediante certificados de dominio ancestral, como el otorgado al pueblo 
Ikalahan (Larson et al., 2010, p. 31). 
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El reconocimiento de derechos de tenencia para pueblos indígenas ha beneficiado a otros 
actores sociales que acreditan la existencia de vínculos tradicionales con el territorio de 
bosque. En efecto, en países como Brasil se han reconocido estas garantías a favor de 
comunidades locales en un área equivalente a 20 millones de hectáreas, por su parte, en 
Guatemala se han otorgado trece concesiones forestales a favor de grupos comunitarios.   
Ahora bien, el segundo factor referido al impulso global por la conservación, ha sido resultado 
de la concientización sobre la acelerada pérdida de biodiversidad a causa de la 
deforestación, especialmente, en el hemisferio sur del globo terráqueo. Esta preocupación 
condujo a un aumento en la constitución de áreas de conservación con el objeto de proteger 
los bosques contra la intervención humana, estableciendo así áreas protegidas, reservas de 
biósfera y parques nacionales.  
En consecuencia, desde la década de los ochenta hasta mediados de los noventa, se 
constituyeron a un paso acelerado áreas de conservación, buscando cumplir con la meta 
global de preservar el 10% de las regiones ecológicas del mundo. Así pues, en el año 2003, 
el 28% de los territorios de América Central, el 22% de América del Sur, el 16% del sudeste 
asiático y el 17% de África oriental y del sur, se encontraban constituidos bajo la figura de 
áreas protegidas (Larson et al., 2010). 
En esta época hubo un marcado retroceso en términos de conservación comunitaria, lo que 
condujo a un retorno hacia el “proteccionismo”. Esta perspectiva fue ampliamente expresada 
en el Congreso Mundial de Conservación en Bangkok, realizado en el año 2004, dondese 
expresó que “la participación comunitaria es una meta noble pero desvía el financiamiento 
de la conservación, y tiene poco impacto sobre la conservación de la biodiversidad” (Larson 
et al., 2010, p. 32). 
La política de áreas protegidas se basó en el uso de la coerción, expulsión y en la 
criminalización de las personas que vivían de los bosques, dando lugar a demandas legales 
y a la configuración de protestas sociales. Dowie (citado por Larson et al., 2010) se ha 
referido al término de “refugiados de la conservación” para hacer alusión a las comunidades 
expulsadas forzosamente de los continentes de África, Asia y América Latina, por parte de 
organismos de conservación cuyas prácticas permiten que sean considerados como los 
nuevos colonizadores.  
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A las demandas de pueblos indígenas y de comunidades locales por el reconocimiento de 
relaciones consuetudinarias sobre el territorio, se sumó el hecho de que los 
conservacionistas se habían percatado que la presencia humana en los bosques era más 
numerosa y mucho más habitual de lo previsto, pues a modo de ejemplo, para el año 2000, 
alrededor del 86% de los parques nacionales en América del Sur, se encontraban habitados 
por comunidades campesinas y grupos étnicos. En ese contexto, los Estados han ido 
orientando su política de protección ambiental de los bosques hacia enfoques de comanejo, 
que permiten mayores niveles de participación de las comunidades locales en el manejo 
forestal (Larson et al., 2010). 
El tercer factor que ha impulsado las reformas de tenencia de la tierra se refiere a la 
descentralización democrática, lo cual supone la transferencia de atributos propios de la 
Nación hacia los territorios, en lo referente al manejo de recursos naturales y otorgamiento 
de derechos de tenencia. En países latinoamericanos como Bolivia, los gobiernos 
departamentales y locales cumplen funciones en materia de administración forestal y tienen 
la facultad de establecer reservas municipales en un área no superior al 20% de los bosques 
públicos, donde tienen la posibilidad de conceder concesiones a comunidades locales que 
adelantan actividades productivas de pequeña escala (Larson et al., 2010). 
Aunque las políticas de descentralización han tenido resultados mixtos en diferentes 
Estados, en algunos países estas medidas han contribuido a un mayor reconocimiento de 
las prácticas y derechos consuetudinarios asociados al manejo local de los recursos 
naturales, facilitando así la toma de decisiones democráticas por parte de gobiernos locales 
(Larson et al., 2010). 
En lugar de acudir a estrategias de control, la cogestión le permite a los Estados que los 
objetivos de conservación y desarrollo sean igualmente abordados, dado que esta 
perspectiva busca integrar el conocimiento de las comunidades en los procesos decisorios 
de la política de conservación de los bosques, buscando generar beneficios locales directos 
por el acceso y uso sostenible de los recursos.  
En el reconocimiento y transferencia de derechos de tenencia forestal en favor de 
comunidades rurales, el Estado mantiene un nivel de manejo sobre los recursos forestales, 
ya sea exigiendo a las comunidades actuar bajo marcos normativos definidos; o 
introduciendo estándares de gobernanza con el propósito de restringir y controlar 
determinadas conductas de manejo. Los derechos de tenencia, de los cuales se derivan los 
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derechos de acceso, extracción, manejo, exclusión y alienación, les otorgan a sus titulares, 
poderes de acción y elección en relación con el manejo de recursos naturales (Larson et al., 
2010). 
Los derechos de manejo involucran decisiones, prácticas y representaciones que 
trascienden el uso inmediato de los recursos naturales. Para Larson et al. (2010) la diferencia 
principal entre los derechos de manejo y exclusión radica en el poder de toma de decisiones: 
mientras que los titulares de derechos de exclusión sólo pueden aprovechar los recursos 
naturales dentro de los parámetros establecidos, quienes ostentan la titularidad de los 
derechos de manejo tienen la facultad de decidir cómo, cuándo o qué uso se llevará a cabo 
frente a determinado recurso natural (Larson et al., 2010). 
En la práctica, los Estados no suelen transferir la totalidad de los derechos de tenencia y 
aquellas garantías que son otorgadas a comunidades, se hacen bajo control y supervisión 
oficial, es decir, el Estado retiene el control mediante la aplicación de mecanismos de 
fiscalización e imposición de restricciones que inciden en la forma en que los actores 
comunitarios se benefician de los recursos naturales. Se trata entonces de un modelo de 
cogestión de los bosques que apunta hacia la distribución de poderes y responsabilidades 
entre los gobiernos y los usuarios locales de los recursos naturales.  
En términos de Larson et al. (2010) la cogestión comunitaria de los bosques implica un 
proceso dinámico que comprende espacios para el manejo colaborativo, negociación, 
mediación, solución de problemas y aprendizaje:  
¿Qué significa la cogestión para la forestería comunitaria? Por lo general, el Estado 
retiene la propiedad y el control nominal sobre los bosques (es decir, retiene 
totalmente los derechos de alienación y un rol parcial en otros derechos). Los 
derechos de manejo se otorgan condicionalmente, ya que se exige el cumplimiento 
de ciertas normas. Dentro de los parámetros del Estado, los titulares de los derechos 
reciben el poder de toma de decisiones. En general, las decisiones que deben ser 
tomadas están relacionadas a los siguientes aspectos:  
1. quién participa en el manejo y cómo;  
2. qué recursos van a manejarse y de qué forma; y 
3. quiénes se benefician del manejo y de qué forma (Larson et al., 2010, p. 51). 
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En los modelos de co-manejo de los bosques, los Estados exigen generalmente a los actores 
comunitarios, la conformación de organizaciones que asuman la responsabilidad por el 
manejo de los recursos naturales y por los impactos derivados de las prácticas empleadas, 
para lo cual deben encargarse del diseño de los planes de manejo ambiental. En esta 
distribución de poderes y responsabilidades, el Estado no suprime sus facultades de 
comando y control, razón por la cual continúa revestido de la atribución de llevar a cabo 
inspecciones, establecer restricciones e imponer sanciones en caso de incumplimiento 
(Larson et al., 2010). 
Con el objeto de crear oportunidades de mejoramiento de las condiciones de vida de las 
comunidades, un gran número de países viene formalizando derechos de la población local 
a través de políticas de tierras y de bosques. No obstante, estas políticas requieren 
considerar la forma en que los sistemas de tenencia consuetudinarios funcionan en la 
práctica, dadas las complejidades y realidades de los derechos y formas de gobernanza en 
los bosques. Al respecto, Larson, Cronkleton, Barry y Pacheco (2009) afirman: 
[L]a reforma forestal combina una serie de metas que incluyen no sólo 
consideraciones relativas a los medios de vida, como en reformas anteriores, sino 
también la conservación forestal y el reconocimiento de los derechos colectivos sobre 
los territorios, recursos naturales y la identidad cultural de grupos indígenas u otros 
grupos tradicionales (p. 7). 
Debido a que las comunidades locales no han sido consideradas como tomadoras de 
decisiones dentro de los bosques, vienen exigiendo su reconocimiento como propietarias, o 
en su defecto, que se les transfiera derechos manejo sobre los territorios, dejando de ser 
actores con intereses en juego para pasar a ser considerados como actores con derechos. 
Así las cosas, las reformas de tenencia forestal se fundan en la participación de los pueblos 
indígenas, comunidades afrocolombianas y campesinas en el proceso de delimitación de los 
territorios, así como en el manejo de recursos naturales que integren las prácticas 
tradicionales y modernas en aras de lograr un desarrollo sostenible.  
Ahora bien, cuando el Estado hace de las cuestiones étnicas y sociales un asunto irrelevante 
y, por tanto, reconoce derechos y asigna responsabilidades económicas y políticas sobre la 
base de una igualdad formal, es posible que las leyes consuetudinarias de las comunidades 
busquen regular lo contrario. Por lo anterior, la integración de regímenes estatutarios y 
consuetudinarios ha surgido como una propuesta posible para la regulación de los derechos 
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de tenencia, si se considera que en la práctica se presenta una interacción constante entre 
los poderes estatales y las relaciones locales. Sobre el particular, Willy (citado por Larson et 
al., 2010) señala la importancia de atender el llamado a la integración de sistemas de 
tenencia en los siguientes términos: 
Los derechos consuetudinarios de la mayoría, incluidos los derechos de propiedad 
común, dependen seriamente del apoyo de estatutos, es decir, leyes nacionales o 
estatales que son productos de actos de parlamentos elegidos. La garantía de que 
los regímenes consuetudinarios puedan operar en las esferas designadas, y que los 
derechos que ellas otorgan sean cumplidos como derechos de propiedad privada, 
necesita el apoyo constitucional o, por lo menos, una legislación moderna de tierras 
(p. 76). 
El proceso de formalizar e integrar las instituciones consuetudinarias, permite incorporar un 
enfoque de derechos en las políticas de manejo de los recursos naturales, lo cual incide 
directamente en el mejoramiento de las condiciones de vida de las poblaciones locales. Al 
respecto, Larson et al. (2009) señala: 
La aprobación de una nueva legislación que reconozca u otorgue nuevos derechos 
sobre la tierra y los bosques es una victoria importante, pero el ejercicio de estos 
derechos no es posible hasta que el derecho estatutario haya sido plenamente 
implementado. Esto involucra un proceso político que puede llegar a desafiar ciertos 
intereses en cada uno de los pasos. En la práctica, un enfoque basado en derechos 
tiene éxito cuando las dinámicas de poder de acceso a los recursos son modificadas 
de forma tal que los grupos que anteriormente habían sido excluidos y marginados 
tienen mayor acceso a los bienes de medios de vida (p. 9). 
En la perspectiva internacional, en el seno del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial, 
constituido como único órgano dentro del sistema de las Naciones Unidas, dedicado a la 
coordinación mundial de la seguridad alimentaria y de la nutrición, se han adoptado en el 
año 2012 las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza Responsable de la tenencia de la 
tierra, la pesca y los bosques en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. Se trata de 
un instrumento que proporciona criterios orientadores para fortalecer los niveles de 
gobernanza, con el objeto de garantizar la seguridad alimentaria, bajo principios de desarrollo 
sostenible y promoción de derechos de tenencia, asegurando el acceso seguro y equitativo 
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de poblaciones rurales a la tierra, la pesca y los bosques, por tratarse de la base de su fuente 
alimentaria y del entorno donde desarrollan sus prácticas sociales, económicas, culturales y 
religiosas. (CFS 38, 2012) 
Dicho instrumento recomienda a los Estados, el reconocimiento y respeto de los derechos 
de tenencia en favor de sus legítimos titulares, así como la adopción de medidas diligentes 
para identificar y respetar dichos derechos, con independencia de si éstos se encuentran 
debidamente registrados o no. En este sentido, la Organización de las Naciones Unidas para 
la Alimentación y la Agricultura plantea que los Estados deberían adoptar acciones 
encaminadas a proteger a sus beneficiarios frente a la pérdida arbitraria de sus derechos, 
especialmente, contra la realización de desalojos forzosos contrarios a las obligaciones 
adquiridas en el ámbito nacional e internacional.  
De igual forma, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
(FAO) se refiere al reconocimiento y protección de los derechos de tenencia 
consuetudinarios así: 
Los estados deberían garantizar que los marcos de políticas, jurídicos y organizativos 
para la gobernanza de la tenencia reconozcan y respeten, de conformidad con las 
leyes nacionales, los derechos legítimos de tenencia, en particular los derechos 
consuetudinarios legítimos de tenencia que no gocen actualmente de protección 
legal, y facilitar, fomentar y proteger el ejercicio de los derechos de tenencia. Los 
marcos deberían reflejar la importancia social, cultural, económica y ambiental de la 
tierra, la pesca y los bosques. Los Estados deberían implantar unos marcos que no 
sean discriminatorios y que promuevan la equidad social y la igualdad de género. Los 
marcos deberían reflejar las interconexiones que existen entre la tierra, la pesca y los 
bosques y sus usos, y establecer un enfoque integrado para su administración. (CFS 
38, 2012) 
En aquellos casos en los que los Estados tengan el control de la tierra, las pesquerías y los 
bosques, las directrices voluntarias recomiendan el reconocimiento y respeto de los sistemas 
tradicionales de comunidades rurales, mediante la adopción de procesos transparentes y 
públicos que propendan igualmente por la distribución equitativa de los beneficios derivados 
de estos ecosistemas esenciales para la vida. Así mismo, se plantea la posibilidad de delegar 
la gobernanza de la tenencia de forma participativa, proporcionando capacitación a las 
comunidades para el ejercicio de sus responsabilidades.  
Capítulo 2 131 
 
Ahora bien, vale mencionar que Estados como Guatemala, Filipinas y Bolivia, han avanzado 
en la adopción de reformas de tenencia en los bosques, buscando establecer sistemas de 
cogestión a través del reparto de responsabilidades entre el Estado y los actores 
comunitarios. En el caso de Guatemala, en el departamento de Petén, se transfirieron 
derechos de tenencia a comunidades en la zona de amortiguamiento de un área de reserva 
de biósfera, a través del otorgamiento de concesiones forestales que contribuyeron a 
formalizar la titularidad de derechos consuetudinarios sobre los bosques y a mejorar la 
gobernanza a nivel regional (Larson et al., 2010). 
Las primeras comunidades extractivistas se establecieron en Petén en la década de los 
veinte para aprovechar productos como goma y hoja de xate. Posteriormente en la década 
de los sesenta, las políticas de colonización impulsadas por el Estado, atrajeron 
colonizadores y pueblos indígenas, que practicaban la agricultura y la ganadería. 
Habiéndose consolidado dinámicas de ocupación de comunidades locales, en la década de 
los noventa, gran parte de esta región fue constituida en la Reserva de la Biósfera Maya 
(Alvarado et al., 2008). 
Las severas restricciones impuestas en términos de uso de la tierra y aprovechamiento de 
los recursos naturales, desataron conflictos con la población local que se resistía a las 
políticas de Estado. La principal fuente de oposición se encontraba en la Asociación de 
Comunidades Forestales de Petén (ACOFOP), quienes se movilizaron fuertemente por el 
reconocimiento de derechos de manejo forestal, al punto que el gobierno otorgó concesiones 
por un término de 25 años a 6 comunidades locales que se encontraban en la zona de usos 
múltiples, así como a otras 6 comunidades que colindan con esta área (Larson et al., 2010). 
El establecimiento de concesiones comunitarias permitió el establecimiento de un sistema 
de propiedad comunal en el bosque, correspondiente a 426.000 hectáreas. Organizaciones 
de cooperación internacional, brindaron asistencia técnica a los actores comunitarios en el 
diseño de planes de manejo, cumplimiento de normas técnicas y certificación de sus 
operaciones de manejo forestal (Larson et al., 2010). 
Sin embargo, en la actualidad, las concesiones comunitarias enfrentan una serie de 
obstáculos. En unos casos, terceras personas han intentado apropiarse indebidamente de 
las tierras concesionadas y, en otros casos, el gobierno ha otorgado concesiones para la 
exploración petrolera en zonas que se superponen con áreas de manejo forestal. Así mismo, 
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las organizaciones comunitarias han debido afrontar la oposición de la industria y de algunas 
organizaciones gubernamentales que cuestionan la asignación de grandes extensiones de 
tierra a favor de un número reducido de organizaciones comunitarias, pues argumentan que 
se trata de una región que afronta una seria carencia de tierras disponibles para fines de 
adjudicación (Alvarado et al., 2008). 
A pesar de los retos que hoy día afronta el sistema de concesiones en la región de Petén, 
es de resaltar que el reconocimiento de derechos de manejo en los bosques, ha facilitado la 
distribución de derechos y responsabilidades entre el Estado y las organizaciones 
comunitarias, lo que a su vez ha contribuido con la conservación de los recursos naturales 
allí presentes. Larson et al. (2010) hace referencia a los efectos positivos de sistemas de 
gobernanza local en los siguientes términos: 
En la mayor parte de las concesiones comunitarias, los esfuerzos colectivos han 
logrado disminuir la extracción ilegal de madera y el saqueo de monumentos 
arqueológicos. Los miembros de las comunidades han establecido sus propios 
sistemas de gobernanza local, basados en un conjunto ampliado de derechos de 
acceso, uso y toma de decisiones sobre los recursos naturales. Esto incluye la 
organización de patrullas para proteger los límites de la concesión y suprimir 
incendios (p. 55). 
En el caso de Filipinas, en la isla Mindanao, se presentó un cambio en el sistema de manejo 
de los bosques, pasando por el otorgamiento de derechos de extracción en cabeza de la 
gran industria, hacia la formalización de derechos de tenencia en favor de las organizaciones 
comunitarias. Bajo este nuevo enfoque, se constituyó la Cooperativa de Desarrollo de 
Recursos Forestales “Ngan Panansalan Pagsabangan”, que maneja el segundo proyecto 
más importante de manejo forestal en Filipinas (Larson et al., 2010). 
En la década de los sesenta, el aprovechamiento de los bosques se encontraba en manos 
de la empresa Valderrama Lumber Manufacturers Company Incorporated, a quien el 
gobierno le había otorgado una licencia de aprovechamiento forestal sobre 26.000 hectáreas 
en un plazo de veinticinco años. El otorgamiento de la licencia de aprovechamiento de 
recursos forestales entró en directa confrontación con los derechos de facto del pueblo 
indígena Mansaka-Mandaya, quien se regía por sus propias instituciones y normas 
ancestrales que regulaban el uso de los bosques (Larson et al., 2010). 
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En el año de 1989, el gobierno estableció un programa de forestería comunitaria para permitir 
a los agricultores y al pueblo indígena Mansaka-Mandaya, el acceso legal a las tierras altas 
de los bosques. Posteriormente, en el año de 1995, el gobierno de Filipinas creó el Programa 
de Manejo Forestal Comunitario, para reconocer derechos de ocupación y gestión sobre 
ciertos bosques a favor de organizaciones comunitarias, sin embargo, esta reforma no logró 
los resultados esperados, en la medida en que el reconocimiento de derechos no se hizo 
extensivo a la gran mayoría de habitantes locales (Larson et al., 2010). 
Tras la terminación del acuerdo con la empresa Valderrama en el año de 1994, al gobierno 
le preocupaba que el bosque se transformara en un área de libre acceso y sin control en 
términos de aprovechamiento de los recursos naturales. Es por ello que, en el año de 1996, 
se conformó la cooperativa Ngan Panansalan Pagsabangan, integrada por el pueblo 
indígena Mansaka-Mandaya, por población local y migrantes, con quienes se celebró un 
acuerdo de manejo en un área de bosque que abarcaba 14.800 hectáreas (Larson et al., 
2010). 
La cooperativa tiene la posibilidad de llevar a cabo actividades de aprovechamiento de 
recursos naturales, sujetas a la elaboración de planes de manejo y a la aprobación de 
permisos por el término de un año. Sin embargo, en la práctica, los retrasos burocráticos en 
la aprobación de los permisos han llevado a que el período establecido para adelantar los 
proyectos, se reduzca a un término inferior a seis meses. (Larson et al., 2010). 
Por su parte, Bolivia se ha caracterizado por reconocer derechos de acceso y uso exclusivo 
de los bosques a favor de los pueblos indígenas, gracias a que el reconocimiento del derecho 
a la propiedad colectiva, conocida como Tierra Comunitaria de Origen, legitimó la 
transferencia de derechos de manejo en los bosques comprendidos al interior del territorio 
titulado.  
Inicialmente, la mayor parte de los pueblos indígenas del departamento de Santa Cruz de 
Bolivia, carecían de derechos de propiedad formalmente reconocidos, razón por la cual estos 
pueblos demandaban la protección de sus territorios y el reconocimiento de derechos de 
acceso y extracción con fines de subsistencia. Sin embargo, con la Ley de Reforma Agraria 
se reconoció la propiedad colectiva de las tierras ancestralmente ocupadas por pueblos 
indígenas, reconociéndoles las características de inalienabilidad, indivisibilidad e 
inembargabilidad (Larson et al., 2010). 
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Al reconocerse derechos de acceso y extracción sobre propiedades colectivas, la ley forestal 
habilitó el aprovechamiento de recursos naturales con fines de subsistencia, sin que ello 
ameritara mayor intervención por parte de las entidades de gobierno. Sin embargo, 
tratándose de prácticas comerciales de recursos naturales, se dispuso que los pueblos 
indígenas requerían contar con aprobación de la Superintendencia Forestal, lo cual ha 
representado serios retrasos y altos costos, en razón a que la aprobación de derechos de 
manejo implicaba la conformación de organizaciones, la elaboración de un inventario forestal 
y el diseño de planes de manejo, ajustados a las normas técnicas definidas por el gobierno.  
Debido a ello, los pueblos indígenas solicitaron apoyo de organizaciones no 
gubernamentales, para obtener apoyo en asistencia técnica y contar con subsidios que 
permitieran cubrir los costos involucrados en la preparación de los planes de manejo. En la 
actualidad, los pueblos indígenas que han logrado la aprobación de los planes de manejo 
forestal, se han visto beneficiados con la obtención de ganancias derivadas de la extracción 
de recursos naturales y de la venta de materias primas (Larson et al., 2010). 
Los tres casos presentados, permiten evidenciar que los modelos de manejo forestal 
comunitario se han visto influenciados por la transferencia de derechos de tenencia 
consuetudinarios, donde el gobierno y las comunidades locales comparten 
responsabilidades y decisiones en términos de acceso y aprovechamiento de recursos 
naturales. Así mismo, si bien es cierto que la formalización de derechos de tenencia habilitó 
el desarrollo de actividades con fines de subsistencia, también lo es que los gobiernos 
retuvieron los derechos de manejo, exclusión y alienación en tratándose de actividades de 
aprovechamiento para fines comerciales.  
Sin embargo, hay que reconocer que en estos casos persisten obstáculos que deben ser 
superados para garantizar el mejoramiento de las condiciones de vida de los grupos 
comunitarios, así como para mantener el interés y compromiso de las comunidades por la 
protección ambiental. Lo anterior por cuanto, existe una tendencia caracterizada por el 
otorgamiento de derechos, cuyo ejercicio se ve posteriormente restringido por la imposición 
de regulaciones que asignan cargas desproporcionadas en términos presupuestales y 
técnicos en perjuicio de las comunidades locales, lo cual refleja una tensión latente en las 
agendas de desarrollo y de conservación, pero, sobre todo, una falta de confianza en las 
capacidades de manejo de los actores comunitarios.  
Capítulo 2 135 
 
Ahora bien, Fizpatrick (citado por Larson et al., 2010) presenta cuatro modelos de 
reconocimiento de derechos de tenencia consuetudinarias que plantean diferentes niveles 
de intervención del Estado. En el primero, conocido como “método minimalista”, el Estado 
solo se limita a reconocer las tierras consuetudinarias y las normas locales, definiendo un 
registro catastral para proteger los límites de la tenencia frente a amenazas que provengan 
de cualquier intervención externa, pero manteniendo una política de abstención en lo que se 
refiere a los asuntos internos de la comunidad.  
En el segundo, conocido como “método del agente”, la intervención del Estado se expresa 
en las relaciones que sostiene exclusivamente con representantes del grupo comunitario 
consuetudinario, sin intervenir en asuntos internos del grupo. Sin embargo, esta posibilidad 
puede llevar a empoderar agentes que no siempre velen por los intereses de la comunidad 
o que no asuman responsabilidades por las decisiones tomadas. El tercer método, conocido 
como “constitución formal del grupo”, se caracteriza por la conformación de un grupo dentro 
de una comunidad consuetudinaria que se encuentra revestido de personería jurídica, 
verbigracia, cooperativa, empresa u otra estructura cooperativa (Larson et al., 2010). 
Este modelo permite limitar los poderes de los líderes y lideresas que integran el grupo, al 
propiciar la toma de decisiones más democráticas, dado que su conformación comprende la 
elaboración de estatutos, normas internas y recursos a acudir, en caso de mediar conductas 
inapropiadas en la resolución de conflictos. Sin embargo, se plantea como inconveniente que 
las formas de organización propuestas por este método, pueden diferir en ocasiones con las 
formas en que las comunidades consuetudinarias suelen tomar sus decisiones (Larson et 
al., 2010). 
La cuarta forma de reconocer la tenencia consuetudinaria y que ha sido adoptada por 
algunos países de África, consiste en el establecimiento descentralizado de “juntas de 
tierras”. En este caso, la autoridad de líderes tradicionales se transfiere a dichas juntas, 
conformadas por miembros elegidos y designados que asumen la responsabilidad de 
custodiar las tierras y los recursos naturales para el beneficio de las comunidades locales. 
Se trata del modelo que representa el mayor nivel de intervención estatal, pues como se ve 
en el caso de Burkina Faso, las juntas de tierras se encuentran bajo la autoridad del gobierno 
local, quien ostenta poderes en el proceso de toma de decisiones sobre tenencia forestal 
(Larson et al., 2010). 
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En las reformas de tenencia forestal, el Estado desempeña un papel esencial en los 
siguientes aspectos: i) reconocimiento del derecho estatutario, bajo la forma de títulos de 
propiedad, contratos de concesión, entre otras figuras; ii) protección de los derechos de 
comunidades locales que habitan los bosques frente a intereses de actores económicos y 
políticamente poderosos; y iii) generación de un ambiente que favorece el uso sostenible de 
los recursos naturales (Larson et al., 2009). 
El reconocimiento formal de los derechos estatutarios de tenencia de la tierra es el primer 
paso. El siguiente consiste en el mejoramiento de las condiciones de vida de las 
comunidades locales, mediante la adopción de políticas forestales que contemplen 
alternativas de acceso a beneficios provenientes de los bosques. Para ello, se han 
desarrollado una serie de investigaciones que exploran el rol de los bosques en el alivio de 
la pobreza, dada su capacidad de aportar insumos esenciales para que los hogares de bajos 
recursos que viven en estas áreas, puedan realizar sus proyectos de vida en condiciones de 
dignidad.  
A manera de ejemplo, la Constitución de Ghana reconoce la ley consuetudinaria al definirla 
como un conjunto de costumbres que son aplicables a ciertas comunidades. Las tierras 
comunitarias en este país se encuentran bajo el poder de líderes tradicionales, conocidos 
como clanes, a quienes se les otorga el título más alto reconocido por la legislación, conocido 
como “título alodial”, el cual solo puede ser adquirido por medio del descubrimiento de las 
tierras, esto es, siendo los primeros en identificarlas y en establecer allí sus asentamientos 
(Larson et al., 2010). 
El derecho de tenencia consuetudinario coincidió con la creación de reservas forestales 
permanentes. En este caso, las tierras de los bosques continúan siendo de propiedad de la 
comunidad, así el gobierno se reserve la facultad de uso para el bien común. Bajo este 
supuesto, el Estado reconoce pleno dominio sobre la propiedad consuetudinaria que recae 
en favor de comunidades que acreditan títulos alodiales, mediante la adopción de leyes 
formales que exigen consultar a los agricultores y hacendados, antes de llevar a cabo 
actividades de aprovechamiento forestal en sus territorios: 
Las tierras y los bosques continúan siendo propiedad de la comunidad, incluso 
cuando el gobierno los maneja para el bien común. Todos los acuerdos de 
distribución de beneficios de las ganancias derivadas del aprovechamiento forestal, 
tal como lo estipula la Constitución de 1992, están basados en el siguiente principio: 
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las tierras son propiedad de las comunidades, y aun cuando se trata de tierras que 
han sido conferidas al jefe de gobierno en dominio pleno (vested lands), ellas todavía 
tienen derechos a beneficios (Larson et al., 2010, p. 79). 
Por su parte, en Indonesia, la Constitución estableció que la tierra, el agua y todos los 
recursos naturales se encuentran bajo control del Estado. Bajo este presupuesto, en el año 
de 1967 se adoptó la Ley Forestal Básica, por la cual se estipuló que los bosques y recursos 
naturales de la República de Indonesia serían responsabilidad del Estado. Sin embargo, para 
el año de 1999 dicha ley fue revisada para incluir disposiciones sobre manejo local y 
reconocimiento de comunidades y culturas consuetudinarias en los bosques, a quienes se 
les reconoció el derecho de participar en aspectos relacionados con la determinación de su 
área forestal, desarrollo de labores de monitoreo, y reconocimiento como sujetos de 
protección ante hechos de contaminación y deforestación causados por terceros. Todo lo 
anterior, bajo principios de equidad, empoderamiento de comunidades consuetudinarias, 
justicia, propiedad y sostenibilidad (Larson et al., 2010). 
Así las cosas, puede concluirse que en el ámbito internacional se ha reconocido un conjunto 
de atributos en la administración de los bosques, buscando garantizar la subsistencia de 
comunidades campesinas, indígenas y afrodescendientes que habitan o colindan al interior 
de áreas protegidas. Igualmente, los Estados han avanzado en el reconocimiento de 
relaciones sociales y culturales existentes entre las comunidades y los bosques, por tratarse 
del lugar donde han construido una profunda conexión espiritual con la naturaleza, al punto 
que, las comunidades se ven a sí mismas como parte del bosque.  
Para asegurar la conservación de estos ecosistemas, los países han abordado las reformas 
sobre manejo comunitario de bosques desde dos aspectos esenciales: Por un lado, 
abordando las causas directas e indirectas de las externalidades negativas que amenazan 
la estabilidad de los ecosistemas y, por otro, devolviendo a las comunidades que habitan los 
bosques, la responsabilidad de su manejo, por ser ellas las primeras interesadas en la 
conservación de los recursos naturales y de su territorio. En este sentido, el reconocimiento 
de derechos de manejo de los bosques, significa asegurar los derechos de tenencia 
consuetudinarios de las comunidades, buscando su empoderamiento en el manejo de estos 
territorios, así como en el mejoramiento de sus condiciones de vida. 
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Aunado a lo anterior, puede concluirse que un grupo de Estados han avanzado en el 
reconocimiento de derechos de tenencia consuetudinarios de los boques, como resultado de 
los procesos reivindicativos que han sido impulsados desde las bases comunitarias, y luego 
de evidenciar que la negación de derechos de acceso y manejo en los boques operaba como 
un desincentivo para la conservación. En ese sentido, la formalización de derechos de 
tenencia surge como una alternativa para asegurar en el largo plazo el equilibrio ecológico, 
en tanto se busca estimular que las comunidades asuman mayores compromisos en la 
conservación. 
De igual forma, de las experiencias comparadas puede concluirse que el ejercicio efectivo 
de los derechos de tenencia, demanda un conjunto de aspectos que trascienden el mero 
reconocimiento formal de las relaciones históricas de las comunidades campesinas con su 
territorio, en la medida que involucra la adopción de garantías efectivas de protección ante 
factores que ponen en riesgo su arraigo con el territorio, verbigracia, pretensiones 
extractivistas y acumulación de tierras por parte de terceros.  
En un contexto de negación de derechos territoriales y de exclusión de regímenes especiales 
de aprovechamiento sostenible para comunidades campesinas que habitan los Parques 
Nacionales Naturales, los modelos comparados sobre cogestión comunitaria de bosques, 
permiten trazar un camino hacia el reconocimiento de los vínculos existentes entre el 
campesinado y los ecosistemas presentes en estas áreas protegidas.  
Lo anterior por cuanto, este modelo permitiría actuar sobre tres aspectos tradicionalmente 
rezagados por la política de conservación ambiental en los Parques Nacionales Naturales, 
tales como: i) reconocimiento y seguridad jurídica de las formas de tenencia consuetudinarias 
del campesinado; ii) reconocimiento del campesinado como sujeto de derechos en conexión 
con la naturaleza; ii) fortalecimiento de las capacidades de gobernanza local en la 
conservación de los recursos naturales; y iii) mejoramiento de las condiciones de vida de las 
comunidades campesinas que históricamente han habitado estas áreas.  
Aplicar esta alternativa en los Parques Nacionales Naturales permitiría, por un lado, queel 
Estado conserve su potestad en términos de manejo y gestión de los Parques Nacionales 
Naturales y, por el otro, que las comunidades campesinas sean titulares de 
responsabilidades y potestades en la conservación y manejo de estas áreas. Lo anterior, no 
entraría en conflicto con la característica de inalienabilidad de los Parques Nacionales, en la 
medida en que se mantendría su naturaleza jurídica como bien de propiedad de la Nación; 
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la diferencia radicaría en el reconocimiento y protección de derechos de tenencia 
consuetudinarios sobre el territorio, bajo modelos de gobernanza local que permitan transferir 
responsabilidades en la conservación y en el acceso equitativo a la naturaleza. 
2.2.2 Manejo comunitario de los bosques en México: una propuesta 
de conservación y gobernanza local. 
El Inventario Forestal Nacional de México indica que el 32,75% del territorio de ese país, se 
encuentra cubierto por bosques y selvas que albergan gran parte de su biodiversidad. De 
esa cifra total, un porcentaje cercano al 80% se encontraría en manos de comunidades 
locales que acreditan regímenes de propiedad común (Bray, Merino & Barry, 2007). 
La Revolución Mexicana de la segunda década del siglo XX marcó una profunda reforma en 
materia de tenencia de la tierra, al crear y reforzar las propiedades comunitarias conocidas 
como ejidos y comunidades agrarias, mediante las cuales se establece un manejo colectivo 
del territorio concebido como una especie de propiedad colectiva. Aunque estas tierras 
fueron concebidas tradicionalmente como propiedad del Estado y otorgadas en usufructo a 
titulares de los núcleos agrarios, las reformas a la Constitución Mexicana de 1991 y al 
Reglamento Agrario de 1992, permitieron consolidar la propiedad comunitaria plena sobre 
estas tierras (Bray et al., 2007). 
La propiedad común se constituye en una de las tres formas principales de propiedad 
existentes en México, esto es, propiedad privada, gubernamental y común. Esta última 
encuentra directa relación con formas tradicionales de gobernanza de los recursos naturales 
y territorios, resultando ser una figura única con respaldo legal, en un contexto donde la 
mayoría de los regímenes de propiedad común parecían definirse como inexistentes. Bray 
et al. (2007) ha caracterizado la propiedad común mexicana en los siguientes términos:  
La propiedad común representa una realidad institucional en curso, sólida y extensa, 
aquello que ha “emergido” en las últimas dos décadas puede ser considerado, en 
términos de desarrollo global, la segunda etapa de lo que los arreglos de propiedad 
común pueden lograr en términos de formación de empresas comunitarias con base 
en la propiedad común. En este sentido puede considerarse que México está “a la 
vanguardia” o “al frente en el futuro” en el manejo forestal comunitario a nivel global 
(p. 36). 
140     Vivencias campesinas y conflictos ambientales en el Parque Nacional Natural Tinigua 
En México, si bien es cierto que la autonomía de las comunidades sobre las tierras se ha 
fortalecido con las reformas constitucionales y legales a través de la propiedad común, 
también lo es que dicho Estado ha mantenido un fuerte control estatal en materia de 
conservación de recursos naturales, especialmente, en lo referente a la regulación de la 
extracción forestal. Así pues, en México han emergido prácticas de comanejo forestal sobre 
la base de una propiedad común, lo cual implica que aunque las comunidades se encuentran 
habilitadas para adoptar de forma autónoma decisiones relacionadas con el manejo de los 
bosques, éstas deben adoptarse en el marco de una estructura regulatoria prevista por la ley 
forestal mexicana y por la institución gubernamental responsable de la gestión ambiental, 
llamada Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Bray, Merino & Barry, 2007). 
La magnitud en número y extensión de los bosques comunitarios en México, ha contribuido 
significativamente a la existencia de “paisajes sostenibles”, una figura frecuentemente 
utilizada en Europa para referirse a aquellos territorios donde los índices de “deforestación 
son bajos, se encuentran en equilibrio, o donde existe una red de expansión de la cobertura 
forestal, y donde están presentes múltiples procesos institucionales que promueven la 
preservación de la estructura de los ecosistemas, su composición y sus procesos” (Bray et 
al., 2007, p. 45). 
En efecto, como lo señala Bray et al. (2007) durante más de dos décadas, las formas de 
manejo local han contribuido con el mantenimiento de la cobertura boscosa, gracias a que 
su experiencia ha sido resultado de la conjunción de movimientos sociales y políticas 
públicas, lo que a la postre ha favorecido la conservación de la biodiversidad.  
Como se verá a continuación, en los siglos XIX y XX, la política forestal registró diversos 
cambios, especialmente, en la forma en que las instituciones gubernamentales intervinieron 
los bosques. En este período, se mantuvo como constante que las comunidades campesinas 
buscaron retomar el control sobre los bosques, logrando poner en evidencia el potencial del 
manejo comunitario en términos de aprovechamiento sostenible y conservación de los 
recursos naturales.  
En la mitad del siglo XIX no existía regulación alguna sobre cambios en los usos del suelo y 
extracción maderera. Se trataba de una política de acceso abierto a los recursos naturales, 
que no solo trajo consigo un fuerte impacto negativo en los bosques del centro y norte de 
México, sino que además condujo al despojo de territorios de campesinos e indígenas, lo 
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cual explica que la Revolución Mexicana de 1910 hubiera surgido, en gran parte, del reclamo 
campesino por el control de las tierras y de los recursos naturales (Bray et al., 2007). 
Con el propósito de contrarrestar la deforestación, en el siglo XX se adoptó la primera ley 
forestal inspirada en corrientes norteamericanas, lo cual implicó el fortalecimiento del control 
gubernamental, así como la restricción radical de usos campesinos en los bosques. Empero, 
buscando responder a las demandas de campesinos e indígenas por el acceso a tierras, el 
gobierno del presidente Lázaro Cárdenas (1930-1940) adoptó una reforma agraria, por la 
cual se legalizó la entrega de tierras forestales que representaron alrededor del 18% de la 
superficie forestal del país (Bray et al., 2007). 
Desde los años veinte, en el sector forestal se adoptó el término “rentismo” para referirse a 
la extracción de recursos forestales, enmarcados en contratos de corto plazo entre 
compradores de madera y comunidades forestales, quienes solían estar poco informadas 
sobre los límites autorizados en términos de extracción de recursos naturales. Estas 
operaciones frecuentemente asimétricas y abusivas no solo resultaron ineficientes, sino que 
además generaron graves impactos en los bosques, si se considera que la Ley Forestal de 
1926 restringía los contratos a un año, motivando a que los campesinos extrajeran la mayor 
cantidad posible de recursos en este término limitado (Bray et al., 2007). 
Las políticas forestales adoptadas con posterioridad al gobierno de Lázaro Cárdenas, 
encausaron sus acciones hacia el desarrollo de la industria nacional. En el año de 1940, la 
Ley Forestal le atribuyó al rentismo y a la agricultura de subsistencia el deterioro forestal, sin 
embargo, buscó que los bosques fueran puestos al servicio del desarrollo industrial para la 
obtención de materias primas a precios bajos. En aplicación de esta ley, el gobierno federal 
celebró con empresas privadas concesiones a largo plazo (promedio de 25 años) para la 
extracción de madera, en las cuales se establecieron fuertes restricciones a los usos 
tradiciones forestales de las comunidades, recurriendo a la intervención de la fuerza pública 
para asegurar su cumplimiento (Bray et al., 2007). 
Las comunidades forestales que habían adquirido previamente derechos de propiedad, no 
tuvieron más opción que vender madera a dichas concesionarias a cambio de la obtención 
de una renta conocida como “derecho de monte”, cuyo valor no se entregaba directamente 
a las comunidades sino que se depositaba en un fondo gubernamental al que las 
comunidades podían acceder previa presentación y aprobación de proyectos productivos por 
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parte de la Dirección Agraria, autoridad encargada de la gestión de la reforma agraria. Por 
varias décadas, las empresas concesionarias generaron elevados ingresos que fueron 
reinvertidos de manera muy limitada en los bosques, en las comunidades y en el desarrollo 
de la actividad forestal (Bray et al., 2007). 
Como lo señala Bray et al. (2007) a pesar de la orientación productiva de la política forestal, 
la corriente conservacionista tuvo fuerte aplicación en lo referente a usos forestales de 
comunidades:  
A pesar de la orientación “productivista” de ese periodo, el pensamiento 
conservacionista mantenía una fuerte influencia. Desde principios de los años 50, se 
establecieron vedas forestales en distintas regiones. Para 1958 las vedas afectaban 
el 58% del territorio forestal del país […]. A pesar de las divergencias entre las vedas 
y las concesiones, ambas estrategias tenían como rasgos en común la centralización 
del control de los recursos forestales y la negación de derechos a los campesinos 
que habitaban los bosques (p. 82). 
En la presidencia de Luis Echeverría (1970-1976) aumentaron las movilizaciones que 
expresaban el descontento del campesinado por el establecimiento de políticas de fomento 
al desarrollo industrial en menoscabo de la producción campesina. En respuesta a las 
demandas campesinas, el gobierno reactivó la redistribución agraria mediante la 
expropiación de latifundios en Sinaloa y Sonora, permitiendo así modificaciones en la 
estructura de tenencia en regiones forestales, al punto que, alrededor del 65% de los 
bosques se constituyeron en propiedades comunales y ejidales (Bray et al., 2007). 
Durante este período, la imposición de vedas fue objeto de serios cuestionamientos por sus 
bajos niveles de ineficacia en la protección de los bosques a causa del incremento de la 
extracción clandestina y del contrabando de madera. El gobierno respondió a esta crisis, 
buscando centralizar en mayor grado el sector forestal, para lo cual en el año de 1960 adoptó 
una nueva ley que convirtió a las empresas concesionarias en propiedad pública y, a su vez, 
dio paso a la creación de empresas estatales con las que se celebraron nuevos contratos.  
En la década de los setenta, se extendió por varias regiones de México el descontento 
campesino frente a la política de concesiones forestales, lo cual obligó a que la Secretaría 
de la Reforma Agraria facilitara la participación de los ejidos y comunidades agrarias en el 
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sector forestal, permitiendo a las comunidades el aprovechamiento de especies no 
convencionales.  
Sin embargo, esta iniciativa arrojó bajos resultados que llevaron a la quiebra de varias 
organizaciones comunitarias, por cuanto los recursos destinados para el desarrollo de 
actividades forestales comunitarias eran limitados y, además, como lo menciona Bray et. al 
(2007), “eran los burócratas agrarios y del Banco de Crédito Rural y no las comunidades 
campesinas quienes contaban con la capacidad de decisión dentro de las EFC, incluso en 
temas como la organización y la administración financiera” (p. 84). 
Ante este panorama, no mediaba certeza sobre los derechos de propiedad de las 
comunidades, pues si bien el Estado las reconocía como propietarias, las instituciones 
gubernamentales ejercían un control directo sobre los recursos forestales al punto que los 
beneficios derivados del aprovechamiento de los recursos naturales eran adjudicados por 
dichas autoridades. Al respecto, Bray et. al (2007) señala: 
La precariedad de los derechos de propiedad forestal ha actuado en contra de la 
valoración campesina de los bosques. Las comunidades empezaron a ver a los 
bosques como recursos marginales, que representaban incluso un obstáculo para ser 
los propietarios cabales de las tierras (p. 84). 
Cabe resaltar que las empresas estatales no arrojaron los resultados esperados, si se 
considera que las comunidades forestales acudieron a la extracción clandestina de madera 
y se negaron a extraer recursos para dichas empresas, ocasionando el desabasto de materia 
prima en perjuicio de dichas empresas (Bray et al., 2007). 
Para la década de los setenta, un grupo de funcionarios plantearon que el control de las 
actividades de extracción por parte del campesinado, podría constituirse en una estrategia 
viable para asegurar el aprovechamiento de los recursos naturales. En consecuencia, la 
Dirección General de Desarrollo Forestal buscó promover el establecimiento de Empresas 
Forestales Comunitarias, cuyo desarrollo se vio inicialmente limitado, entre otros factores, 
por falta de asistencia técnica, precario acceso a infraestructura adecuada y deterioro de los 
bosques (Bray et al., 2007). 
Sin embargo, pese a las adversidades que marcaron el inicio de estas empresas, las 
comunidades lograron poner en evidencia, en forma paulatina, el potencial de la silvicultura 
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comunitaria, como es el caso del Plan Puebla, donde las comunidades campesinas han 
manejado sus bosques desde los años setenta. Así, gran parte de las comunidades que 
resultaron afectadas por las concesiones forestales, decidieron retomar el control de los 
recursos forestales, para lo cual cientos de comunidades agrarias y ejidos establecieron sus 
propias Empresas Forestales Comunitarias con el apoyo de la Dirección General de 
Desarrollo Forestal (Bray et al., 2007). 
Las Empresas Comunitarias Forestales no solo incrementaron los ingresos que obtenían de 
las actividades forestales, sino que además lograron crear empleos locales y adquirir 
insumos para el desarrollo de actividades de aprovechamiento de recursos naturales. En 
materia de conservación, estas empresas adoptaron iniciativas esenciales para la protección 
de sus bosques, dentro de las cuales, se encuentra el desarrollo de actividades de vigilancia 
para evitar extracciones clandestinas de madera, incendios forestales y proliferación de 
plagas (Bray y Merino, 2002). 
Las demandas de las organizaciones comunitarias se vieron reflejadas en la adopción de la 
Ley Forestal de 1986, por la cual se proscribieron las concesiones forestales y se reconoció 
a las comunidades el derecho de aprovechamiento de los bosques, cuyo ejercicio se 
encontraba sujeto a la elaboración de un plan integral de manejo forestal. Se trataba 
entonces de la “primera vez en la historia de la legislación forestal mexicana, [que] las 
comunidades fueron consideradas como actores centrales en el sector” (Bray et al., 2007, p. 
88). 
En este orden de ideas, el surgimiento del manejo forestal comunitario en México ha sido 
posible gracias a la concurrencia de diferentes factores, dentro de los cuales, se destacan 
los siguientes: i) adopción de una reforma agraria que sentó las bases para el reconocimiento 
de la propiedad comunitaria sobre los recursos naturales y los territorios, ii) permanente lucha 
de las comunidades campesinas por el control de sus territorios y bosques; iii) voluntad 
política de funcionarios convencidos en la viabilidad de los procesos de manejo comunitario 
de los bosques; y iv) apropiación comunitaria del manejo de los bosques.  
Ahora bien, otro aspecto relevante para destacar en este período, tiene que ver con el 
fortalecimiento del movimiento conservacionista urbano, que abogó por una política de 
conservación basada en el establecimiento de áreas naturales protegidas, especialmente 
Reservas de Biósfera, buscando superar las limitaciones que ha representado la constitución 
de los parques nacionales en términos de expropiación de tierras comunales y, en su lugar, 
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garantizando que las comunidades campesinas conservaran sus derechos de propiedad, 
aunque condicionados al establecimiento de restricciones en materia de uso de recursos 
naturales (Bray et al., 2007). 
Para la década de los noventa, el manejo forestal comunitario dejó de ser considerado un 
asunto relevante para la política forestal, razón por la cual las comunidades se vieron 
desprovistas de apoyo financiero y de capacitación gubernamental. En los años de 1991 y 
1992, se llevaron a cabo reformas a la legislación agraria que dieron lugar al establecimiento 
de un mercado de tierras que amenazaba el mantenimiento del sistema ejidal, en razón a 
que se contempló la posibilidad de privatizar dichos fundos y de revertir al dominio del Estado 
los recursos forestales que estuvieren comprendidos en ellos (Bray et al., 2007). 
En el año de 1992, fue promulgada una nueva legislación forestal que tenía por objeto la 
promoción de la iniciativa privada en la producción forestal, permitiéndoles a las 
comunidades el libre acceso al mercado de servicios forestales. La liberación del mercado 
en el sector forestal, trajo consigo el aumento en la extracción clandestina de madera y una 
grave afectación a los recursos forestales. “De nueva cuenta la ley forestal pasaba por alto 
un factor clave: la falta de incentivos para motivar a los dueños de los bosques a conservar 
y/o manejar sustentablemente sus recursos forestales” (Bray et al., 2007, p. 90) 
Durante la presidencia de Ernesto Zedillo (1994-200) el desarrollo del campo y la protección 
ambiental fueron perdiendo importancia dentro de la agenda política. La Secretaría del Medio 
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, creada por dicha administración, asumió con un 
presupuesto limitado diversas funciones en materia de política ambiental, entre ellas, el 
manejo del sector forestal, afectando el cumplimiento de responsabilidades esenciales como 
son las de vigilancia y sanción por violaciones a la legislación ambiental (Bray et al., 2007). 
Para el año de 1997, fue modificada la ley forestal con el objeto de impulsar las plantaciones 
forestales a gran escala para la producción de papel. Como resultado de esta modificación, 
el presidente Zedillo anunció que se concederían exenciones fiscales y se otorgarían 
subsidios extraordinarios a los proyectos forestales a gran escala, lo cual fue fuertemente 
cuestionado por las comunidades campesinas que demandaron apoyo a su producción y 
mayores controles en términos de prevención y mitigación de impactos ambientales (Bray et 
al., 2007). 
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Como consecuencia del descontento campesino, el gobierno diseñó una estrategia 
encaminada a brindar apoyo a las comunidades forestales, a través de dos ejes de acción 
que tenían por objeto el otorgamiento de recursos para el manejo forestal comunitario: 
Programas de Desarrollo Forestal y Programa de Conservación y Manejo Forestal, los cuales 
reconocieron que “la situación de los recursos forestales está asociada a la problemática 
social y económica de las áreas rurales [por lo que estas iniciativas] se orienta[n] a promover 
el desarrollo sustentable, considerando el incremento de los niveles de vida de las 
comunidades” (Bray et al., 2007, p. 91). 
El Programa de Conservación y Manejo Forestal contiene un componente sobre 
fortalecimiento de capacidades sociales en el manejo colectivo de los bosques comunales. 
A través de este eje de acción, se brinda asistencia técnica a las comunidades, se llevan a 
cabo evaluaciones rurales participativas, se fomenta la planeación comunitaria de los usos 
del suelo, y se conforman Comités Regionales de Recursos Naturales donde se reúnen 
mensualmente distintas comunidades para compartir experiencias, mejorar sus prácticas y 
tomar decisiones conjuntas en materia de manejo de bosques. Así mismo, esta iniciativa ha 
buscado brindar capacitación a las comunidades para mejorar su acceso al mercado y 
fortalecer sus proyectos de ecoturismo en aras de lograr su certificación en buen manejo 
forestal. Bray et al. (2007) hace alusión a los resultados que ha arrojado la implementación 
de estos programas: 
En Oaxaca el trabajo de PROCYMAF y PRODEFOR dio como resultados 
incrementos del 62% de la producción maderable, 89% de la producción forestal no 
maderable, 78% del número de comunidades con programas de manejo forestal, 33% 
en empleos generados y 283% de los ingresos forestales de las comunidades. 
Además, 30% de la superficie forestal se encontraba bajo manejo y 12 comunidades 
lograron la certificación del buen manejo forestal (p. 92). 
El presidente Fox (2000-2006) asumió su gobierno en medio de una recesión económica que 
afectaba particularmente a campesinos, dado que sus actividades se hacían cada vez menos 
rentables en un contexto de liberalización del mercado nacional, donde los costos de 
producción resultaban muy superiores en comparación con los precios de los productos 
importados que se obtenían en el mercado mexicano.  
En ese contexto, el gobierno de Fox adoptó el Plan Nacional Forestal, cambiando el enfoque 
de esta política para brindar mayor atención y recursos en comparación con las tres 
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administraciones anteriores. Esta iniciativa reconoció la elevada biodiversidad de los 
bosques mexicanos, las formas de propiedad común de la tierra y las experiencias exitosas 
en manejo forestal comunitario que, para esa época, se encontraban representadas en más 
de un millón de hectáreas certificadas en buen manejo forestal, razón por la cual se propuso 
que estas áreas fueran desarrolladas como parte de una estrategia para contrarrestar el 
deterioro de los bosques (Bray et al., 2007). 
En este gobierno se creó la Comisión Nacional Forestal que dio continuidad a los Programas 
de Desarrollo Forestal y de Conservación y Manejo Forestal, incrementando sustancialmente 
su presupuesto. Así mismo, se creó el Proyecto de Conservación de la Biodiversidad para 
Comunidades Indígenas de los Estados de Oaxaca, Michoacán y Guerrero, cuyo objetivo 
principal consiste en promover el mantenimiento de prácticas de conservación desarrolladas 
por estos pueblos (Bray et al., 2007). 
Se buscó que los Programas de Desarrollo Forestal y de Conservación y Manejo Forestal 
fueran más accesibles a las comunidades forestales. Para ello, se promovió la diversificación 
productiva y la adopción de medidas encaminadas a mejorar la calidad de los proveedores 
de asistencia técnica forestal, buscando integrar el trabajo interdisciplinario en la prestación 
de servicios técnicos forestales (Bray et al., 2007). 
El anterior recorrido histórico permite dar cuenta de un proceso evolutivo hacia un modelo 
de manejo comunitario de los bosques, que busca lograr mayores resultados en términos de 
conservación y desarrollo rural. Bray et al. (2007) resaltan los avances del actual esquema 
de conservación, gestión y aprovechamiento de los bosques mexicanos en los siguientes 
términos:  
[E]l caso de México confirma las expectativas de quienes proponen el manejo 
comunitario: mayor participación de la comunidad en los beneficios del bosque y 
mayor poder de la comunidad sobre el manejo forestal dan como resultado un mejor 
uso forestal, mejor conservación forestal y mejoras en el bienestar rural (p. 404). 
Así las cosas, puede concluirse que las políticas forestales y agrarias de México han 
evolucionado progresivamente hacia el establecimiento de esquemas de manejo comunitario 
de los bosques. Por un lado, las reformas agrarias reconocieron derechos de tenencia 
consuetudinarias, al formalizar figuras de propiedad común que han revestido de seguridad 
jurídica las relaciones entre el campesinado y los bosques y, por el otro, la política forestal 
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se basó en el reconocimiento de estructuras de gobernanza local que generalmente se 
caracterizan por su autonomía y altos niveles de representatividad.  
Así mismo, es de resaltar que los ejidos y comunidades agrarias, reconocidos 
constitucionalmente y codificados en las leyes agrarias mexicanas, proveen patrones de 
gobernanza comunitaria que se constituyen en parte misma de la cultura rural mexicana, 
razón por la cual el Estado se ha visto en la obligación de reconocerlos e interactuar con 
ellos. Así pues, la seguridad jurídica en el reconocimiento de derechos de propiedad común, 
el establecimiento de modelos de manejo local y la gran biodiversidad de los bosques 
mexicanos, han permitido integrar los saberes tradicionales de las comunidades con los 
conocimientos técnicos y científicos, lo cual ha potenciado el desarrollo rural desde la 
conservación de los recursos naturales. 
Aunado a lo anterior, cabe concluir que Colombia debe asumir el reto de avanzar hacia el 
reconocimiento de derechos consuetudinarios de tenencia de la tierra en favor de las 
comunidades campesinas que han habitado los Parques Nacionales Naturales; entendiendo 
que este actor social expresa su identidad, cultura y relaciones espirituales en sus relaciones 
con los recursos naturales y con el territorio.  
En efecto, del campesinado subyace un relacionamiento intrínseco con la naturaleza, que 
demanda la protección y seguridad jurídica de sus formas de tenencia, en tanto éstas han 
retado los paradigmas de la modernización rural con sus prácticas tradicionales de desarrollo 
sostenible, fundadas en el respeto por el equilibrio ecológico y social. Ello implica romper los 
imaginarios que han representado a los campesinos y campesinas desde la pobreza, el 
atraso, la depredación ambiental y la insurgencia y, en su lugar, reorientar la política de 
conservación ambiental hacia el reconocimiento del campesinado como actor político y de 
derechos, con capacidades comunitarias y saberes tradiciones que le permiten contribuir con 
la conservación de la naturaleza, la protección del territorio y el mejoramiento de su vida 
misma.  
En este orden de ideas, del reconocimiento de derechos de tenencia consuetudinarios, surge 
la posibilidad de establecer un sistema de comanejo en los Parques Nacionales Naturales, 
donde las comunidades campesinas tengan mayor participación en el manejo forestal. En 
este sentido surge la necesidad de distribuir poderes y responsabilidades que actualmente 
concentra la autoridad ambiental, fomentando el desarrollo de iniciativas locales de 
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aprovechamiento sostenible en aras de cumplir con los objetivos de conservación ambiental 
y de superación de la pobreza. 
2.3 Criterios básicos a considerar en el tratamiento de los 
conflictos ambientales que se presentan en el Parque 
Nacional Natural Tinigua 
Para el desarrollo del presente trabajo final, resulta esencial dejar plasmadas las teorías de 
pensamiento campesinas que se han construido alrededor del manejo de la conflictividad 
ambiental que se presenta en el Parque Nacional Natural Tinigua. En consecuencia, en este 
subcapítulo se presentarán las percepciones, sentires y propuestas de las comunidades que 
habitan al interior de esta área protegida, quienes demandan el establecimiento de relaciones 
más justas entre desarrollo y humanidad, reconociendo los vínculos inherentes que 
tradicionalmente han existido entre naturaleza y cultura campesina. 
De igual forma, con base en el análisis conceptual presentado en las secciones anteriores, 
se propondrá un conjunto de criterios para avanzar en la gestión del conflicto ambiental 
presente en el Parque Nacional Tinigua, buscando condiciones de vida más justas y 
equitativas en beneficio de los sujetos humanos y naturales que se interrelacionan y se 
transforman permanentemente en esta área protegida. 
2.3.1 Voces y propuestas campesinas del Parque Tinigua. 
Los campesinos y campesinas que habitan el Parque Nacional Natural Tinigua han 
acumulado un conocimiento local, que les ha permitido generar una serie de reflexiones y 
recomendaciones en torno a los conflictos ambientales que históricamente se vienen 
presentado, por la existencia de relaciones de tenencia consuetudinarias y por el desarrollo 
de proyectos de vida campesinos al interior de esta área protegida.  
Estas comunidades han llamado la atención de la sociedad civil, academia, organizaciones 
no gubernamentales y autoridades del Estado, exigiendo condiciones de equidad en la 
distribución de cargas y beneficios ambientales, de manera que se garantice la dignidad tanto 
de los ecosistemas, como de las comunidades locales en situación de vulnerabilidad, que 
durante décadas han interactuado, convivido y coevolucionado con la naturaleza. 
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Los relatos campesinos permiten retratar de la forma más fiel, la historia, el sentir, 
experiencias de vida, percepciones y propuestas locales en la gestión y conservación del 
Parque Nacional Natural Tinigua. La historia de poblamiento en este territorio ha sido 
resumida por un campesino de la zona en los siguientes términos: 
San juan de Losada nació a través de la madera. Aquí hay una madera que se 
llamaba carricillo, entonces todo empezó buscando la madera; una madera costosa. 
Entonces buscando esa madera que tampoco es que estuviera, así como jalo aquí y 
ya. Había pedazos que no había nada, entonces la gente se iba metiendo. De aquí al 
Rubí se gastaban dos días en bestia y ahí iban a sacarlo.  
Después de la madera nació la coca. Se sembró una coca que le llamaban dulce y 
entró una peste que le decían el gringo, porque supuestamente la habían entrado los 
gringos y eso la acabó. Entonces, la gente buscando alternativas empezó a sembrar 
pasto y esas transiciones son las que ha tenido esa región. Hoy en día hay ganaderos. 
Hay artos ganaderos, arto ganadero, arto es arto. Mire, el ciclo de vacunación terminó 
hace diez días y nosotros luche con el Ministerio y con el Ministro. Aquí estuvimos 
con el Ministro de Agricultura hace cinco meses y lo dejamos conseguir las vacunas 
y se vacunó en la Macarena a 120.000 reses. Esto es una vaina grandísima 
(Campesino No. 1 habitante Parque Tinigua, entrevista personal, 31 de julio, 2018). 
El relacionamiento con actores armados ilegales, principalmente con la guerrilla de las 
FARC-EP, han sido parte de la historia campesina del Parque Nacional Natural Tinigua. La 
guerrilla estableció en el Losada Guayabero sus primeros campamentos y con el paso de los 
años suplió los vacíos de gobernanza del Estado, ejerciendo un control comunitario y 
territorial, que se extendió a la regulación de prácticas de manejo ambiental. A continuación, 
se presenta la percepción de un campesino habitante de la zona, en relación con la presencia 
que ejercía esta guerrilla en el área protegida: 
Antes se tenía la presión de la guerrilla, que no permitía pasarse de 3 o 4 hectáreas. 
Si no se cumplía lo que decían y se tumbaba monte, pues era multado. Yo miraba 
bien eso, porque la gente sabiendo que era prohibido, aún lo hacía. Fue una vaina 
que ayudó arto y permitió cuidar el bosque. Después que ellos entregaron, vino el 
derroche. Se cree que este año, se tumbaron más de 5.000 hectáreas y eso es un 
roto inmenso (Campesino No. 1 habitante Parque Tinigua, entrevista personal, 31 de 
julio, 2018). 
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Para el campesinado, la conservación ambiental representa hoy día un mayor reto a asumir, 
si se considera que tras el retiro de las FARC-EP de los territorios, la deforestación en el 
Parque Nacional Tinigua viene en aumento. Por consiguiente, desde las comunidades se 
plantea que las autoridades de Estado ejerzan efectivos controles en el territorio para 
contrarrestar las amenazas de terceros foráneos a la zona, que buscan ampliar la frontera 
agrícola para satisfacer sus pretensiones de extensión y acumulación de tierras: 
La gente se acostumbró a no creerle nada al gobierno. Parques y CORMACARENA 
se la pasan haciendo decretos y pare de contar. Que los diálogos, que charlemos y 
ahí se va todo. Qué desgaste. Y ahora con esta embarrada que hubo de nuevo con 
la tala. Se cree que hay ganaderos de otros departamentos que están haciendo 
tumbes. Hubo gente que tumbó hasta 200 hectáreas. La mayoría de los que tumban 
son de afuera. Por todo eso uno ya no cree (Campesino No. 1 habitante Parque 
Tinigua, entrevista personal, 31 de julio, 2018). 
Por su parte, desde las organizaciones sociales  se propone incorporar un enfoque 
diferencial en las acciones que se emprenden contra la deforestación del Parque Nacional 
Tinigua, dado que en el territorio vienen interactuando dos actores completamente 
diferenciables: por un lado, las comunidades campesinas, reconocidas como sujeto de 
especial protección constitucional, quienes han habitado el Parque Tinigua con anterioridad 
a su declaración como área protegida y, por el otro, terceros que han ingresado al Parque, 
careciendo de relación alguna con el territorio, buscando expandir sus pretensiones 
territoriales a costa de los recursos naturales allí presentes.  
A continuación, se presenta las posiciones y alternativas formuladas por las organizaciones 
sociales, con el objeto de contrarrestar los riesgos de deforestación que afectan actualmente 
esta área protegida: 
Proponemos un enfoque diferencial de estas acciones contra la deforestación que 
ubiquen la cultura campesina y los sujetos de especial protección constitucional en el 
marco de escenarios de construcción participativa vinculante, de manera distinta a 
los acaparadores de tierra, grandes deforestadores y dineros mafiosos con los que 
no tenemos relación. No será posible un compromiso del campesinado mientras se 
mantenga la persecución, de igual manera nos comprometemos a buscar los 
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mecanismos para establecer un pacto social que permita cesar el fenómeno de la 
deforestación en nuestros territorios (Parques con campesinos, 2019). 
Los campesinos del Parque Nacional Natural Tinigua han llamado la atención de los actores 
sociales e institucionales, para que todos reconozcan su responsabilidad en la conservación 
de los recursos naturales presentes en esta área. De manera particular, le exigen a la fuerza 
pública coherencia en su accionar, de manera que no se generen acciones con daño que 
pongan en riesgo la vida de los ecosistemas ni de las comunidades: 
Aquí una vez vino un general a decir que los parques tocaba cuidarlos y hable ese 
señor y jódanos la vida. Y le dije un momentico, yo pienso que usted ya habló. 
Estamos cansados de llevar dos horas escuchándolo. Eso que usted está diciendo, 
usted es la persona que ha dirigido los operativos allá. Y no voy a defender la guerrilla, 
pero usted ha bombardeado cantidad de veces ese parque, entonces para usted no 
hay ley. ¿Qué es más dañino? Y si quiere vamos a escasos 500 metros y yo le 
muestro lo que el ejército ha hecho.  
Haciendo una verificación, me encontré un arrume de pilas. Por ahí unas 1000 y con 
lo dañino que es la pila. Ahora cómo serán esas montañas donde duran 4 y 5 meses 
por allá concentrado el ejército, contaminado todo eso. Entonces le dije, lo que 
nosotros hacemos es malo, sí hay que reconocerlo, pero ¿lo que ustedes hacen qué? 
Él me dijo: “sí usted tiene razón, hermano. Es el tema de la guerra”. Y le dije: “Ah 
bueno hermano, entonces no nos joda más la vida”. Le daba risa (Campesino No. 1 
habitante Parque Tinigua, entrevista personal, 31 de julio, 2018). 
En este sentido, las organizaciones campesinas demandan que el tratamiento del conflicto 
ambiental sea abordado por instituciones civiles y no a través de las fuerzas militares, pues 
se trata de un conflicto social donde intervienen comunidades campesinas, que demandan 
medidas de atención integrales que respondan a su condición de vulnerabilidad. Es por ello 
que, proponen que el campesinado integre el Consejo Nacional de Lucha contra la 
Deforestación, incorporado al Plan Nacional de Desarrollo, cuya tarea consiste en 
desincentivar el accionar de grupos y personas involucrados en la deforestación del país. 
Desde las organizaciones campesinas se han formulado las siguientes denuncias en relación 
con la intervención de la fuerza pública al interior del Parque Tinigua, en detrimento de los 
derechos humanos de los campesinos y campesinas: 
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Rechazamos la represión que se viene dando en contra del campesinado en los 
Parques Nacionales: capturas, judicializaciones, amenazas, robo de ganado, y 
estigmatización (nos han tratado como grupos criminales y mafiosos); estas acciones 
han terminado en despojo y desplazamiento forzado, llegando incluso a la 
incineración de las humildes viviendas campesinas, pero se han concentrado en los 
más vulnerables y los antiguos colonos […] 
Es necesario que se revise la constitucionalidad de las competencias de las fuerzas 
militares, toda vez que han venido actuando con funciones de policía judicial. El 
cambio de responsables en el tema ambiental de civiles a militares genera una serie 
de problemáticas que se ha convertido en violaciones de derechos humanos, no se 
le puede dar tratamiento de conflicto armado a una problemática social, poniendo en 
riesgo la vida e integridad de la población campesina: las fuerzas militares adelantan 
allanamientos y capturas sin orden judicial. Proponemos al Congreso de la República 
incluir al campesinado en el Consejo Nacional de lucha contra la deforestación 
recientemente creado por el Plan Nacional de Desarrollo (Parques con campesinos, 
2019). 
Cabe resaltar que los campesinos y campesinas del Parque Nacional Tinigua, han buscado 
establecer canales de diálogos con entes locales y autoridades ambientales de la región, 
esto es, Unidad de Parques Nacionales Naturales de Colombia - UAESPNN y Corporación 
para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial de la Macarena – 
CORMACARENA, con el propósito de formular propuestas encaminadas a garantizar el 
cumplimiento de los fines de conservación ambiental, de la mano con el bienestar y buen 
vivir de las comunidades.  
A modo de ejemplo, las comunidades campesinas de la zona le han solicitado a la Unidad 
de Parques Nacionales que autorice la culminación de las obras de construcción del nuevo 
internado, dado que actualmente los menores de edad continúan recibiendo clases en las 
instalaciones construidas hace más de treinta años al interior de esta área protegida, lo cual 
representa un riesgo para la integridad de los estudiantes debido al estado de deterioro en 
que se encuentra.  
Para ello, los campesinos propusieron que esta obra se convirtiera en un centro de estudios 
ambientales, donde niños, niñas y adolescentes pudieran aprender y contribuir en la 
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producción de conocimientos para conservar los recursos naturales presentes en el Parque 
Nacional Tinigua: 
En el Parque no hay ningún tipo de servicios. El internado se está desmoronando y 
nosotros no tenemos recursos del Estado. Allá siguen estudiando los chicos y 
semejante obra allá al frente que no la dejaron terminar.  
Nosotros tuvimos una reunión con la gobernadora y con esta señora de parques, Julia 
Miranda, en el Tinigua. Eso daba tristeza de mirar semejante obra tan grande que 
quedó ahí parada con 4.800 millones ahí enterrados. La gente le propuso que se 
terminara la obra y se hiciera un centro de estudios ambientales. Eso me parecía 
buena idea. Esa señora Dijo que iba a mirar, pero esa es una forma de mamarle gallo 
a la gente. Ahí no hay nada (Campesino No. 1 habitante Parque Tinigua, entrevista 
personal, 31 de julio, 2018). 
En sus relaciones con funcionarios vinculados a las autoridades ambientales que hacen 
presencia en el territorio, las comunidades campesinas demandan respeto por su identidad 
campesina y su reconocimiento como interlocutores válidos, de manera que sus relaciones 
con el territorio y los recursos naturales sean entendidas como parte de la vida misma 
campesina. 
Así mismo, los campesinos y campesinas que habitan el Parque Nacional Tinigua, exigen 
transformar los imaginarios que históricamente los ha representado como insurgentes, 
depredadores ambientales y atrasados, con el ánimo de negar su estatus dialógico, justificar 
su exclusión del diseño e implementación de políticas públicas, y avalar medidas coercitivas 
como el desalojo policivo de familias que habitan históricamente esta área protegida. 
Yo estuve en una reunión con la doctora Julia Miranda en Bogotá […] y fuimos a las 
ocho de la mañana. Entonces me dijo bien pueda siéntese, pero estaba bien retirado 
de ella. Yo le dije: “No, doctora. Yo no me siento, gracias”. Y ella me dijo: “No, la 
reunión va a ser larga, bien pueda”. Ella pensó que éramos unos bobos y habrá 
pensado que podía cogernos y enredarnos.  
Le dije: “No doctora. No me voy a sentar por una sola cosa y, si no hace eso, me voy 
ya de aquí. ¡Cómo se le ocurre que vamos a estar a cinco, seis metros de distancia! 
¿Qué cree que somos nosotros?” 
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Por ahí sacó unas sillas de atrasito y las puso ahí al pie. Le dije: “Bueno, ahora sí 
podemos hablar, si es que podemos”. Ella me miraba y le daba risa. Le dijimos: 
“Doctora usted nos tiene un poco desmotivados y ofendidos porque usted salió 
diciendo que el Parque Tinigua tiene ganado de la guerrilla, de paramilitares y de 
narcotraficantes.”  
Saqué el celular y le dije: “Vea doctora, esto más o menos hace cuarenta días fue lo 
que habló. Esa es usted”. Me dijo: “Ah sí, pero yo me desmentí. Deslices que uno 
tiene.” Le dije: “Esos deslices es lo que nos tiene en este país jodidos”. Luego, le dije: 
“yo la invito a San Juan de Losada y nos comemos una vaca guerrillera, paramilitar o 
narcotraficante, de la que usted escoja”. Y le dio risa. En seguida mandó llamar a un 
asesor y dijo: “Aquí la cosa está buena, ustedes están preparados”.  
Charlamos como hasta las 11:30 a.m. Aprovechamos y le dijimos lo que queríamos: 
“Doctora nosotros queremos que a eso que le llaman corredor ecológico, esos 
parques se puedan mirar y que la gente pueda de verdad ver qué es un parque, pero 
en Colombia los parques no son así, los parques los van a enmallar o hacerles no sé 
qué, pero que nadie entre allá” […] 
Le dije: “Póngase un momentico en el cuero de esas familias y verá, donde no hay 
servicios, educación, donde no hay salud. Encima de eso, el gobierno señalando a la 
gente con problemas de guerrilla encima. Le dije: “Ahí hay guerrilla y no es que la 
gente esté feliz con la guerrilla, pero le toca vivir con ella y saber convivir porque si 
no, lo matan. Hay que bregar a ver como sobrevivimos, por eso nosotros necesitamos 
la ayuda del Estado, pero no que nos joda. Pero aquí es al contrario, ustedes joden” 
(Campesino No. 1 habitante Parque Tinigua, entrevista personal, 31 de julio, 2018). 
El anterior relato, permite dar cuenta de la necesidad de trabajar en la sensibilización de los 
trabajadores que participan en la ejecución de la política ambiental en el Parque Tinigua. Se 
trata entonces de insertar en las actuaciones gubernamentales, una concepción integral del 
ambiente en aras de establecer relaciones más justas entre desarrollo y humanidad, para lo 
cual se requiere que los funcionarios profundicen sobre las realidades del territorio, las 
condiciones esenciales de las comunidades y los vínculos inherentes entre naturaleza y 
cultura campesina.  
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Para las comunidades campesinas, resulta imperativo que las autoridades de Estado 
reconozcan su capacidad de agencia en la gestión del Parque Nacional Tinigua y en el 
mejoramiento de sus condiciones de vida en el sector rural. Para ello, plantean la necesidad 
de gestionar espacios de diálogo desde las bases comunitarias, buscando la integración del 
conocimiento local en la búsqueda de estrategias de conservación ambiental y atención de 
las necesidades comunitarias: 
Si de verdad se piensa transformar este país hay que meterle plata y yo no veo las 
condiciones de este país para disponer espacios de solución a las problemáticas. 
¿Entonces cuál es la visión de nosotros? Con esa visión que tenemos, la idea es 
ganar espacios porque nosotros no podemos ver una transformación al campo y 
nosotros simplemente acogernos. Nosotros en estos momentos debemos buscar 
estos espacios y transformarlos, llevarlos desde las bases y exigir, de pronto, con los 
pocos representantes que están en el Gobierno Nacional, generar nuevos espacios 
para que no se empeore la situación (Campesino No. 2 habitante Parque Tinigua, 
entrevista personal, 31 de julio, 2018). 
Por su parte, con el propósito de avanzar en la gestión de los conflictos ambientales, las 
organizaciones sociales proponen dar efectiva aplicación al Acuerdo de Paz, teniendo en 
cuenta que este instrumento dispone que el gobierno deberá desarrollar la zonificación 
ambiental de manera participativa con las comunidades rurales, buscando soluciones 
concretas de buen vivir a favor de quienes habitan o colindan con áreas de especial interés 
ambiental.  
Proponemos la aplicación del punto 1.1.10 de los Acuerdos de Paz que obligan al 
Estado a la construcción participativa de la zonificación ambiental que deberá́ 
concretar las propuestas y soluciones de quienes habitan y colindan con estas áreas 
de especial interés ambiental (Parques con campesinos, 2019). 
Sumado a ello, desde las organizaciones sociales se ha propuesto retomar los diálogos y 
propuestas enmarcadas en la agenda social que ha sido denominada “Parques con 
Campesinos”, buscando propiciar su discusión y concertación en el marco de la Mesa Local 
de Uso, Ocupación y Tenencia del Parque Nacional Tinigua, así como en la Mesa Regional 
de la Orinoquía, conformada por los Parques de Sumapaz, Cordillera de los Picachos, 
Serranía de la Macarena, Tinigua y Serranía del Chiribiquete: 
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Citamos la instalación inmediata de una Mesa Regional que incluya los 5 Parques 
mencionados a fin de que se establezca los elementos para la construcción de 
acuerdos en todas las propuestas que hemos hecho y que esperamos que el gobierno 
también traiga.  
Sumado a este proceso mantenemos las propuestas que hemos construido 
históricamente, a las que denominamos “Parques con Campesinos” y que guardan 
sustento técnico en nuestra propuesta de Decreto Ley para el Fast Track y en los 
documentos presentados por nuestro equipo técnico nacional: 
• Plan de cumplimiento de los acuerdos que siguen sin implementarse 
• Focalización o priorización de las áreas aldeañas a Parques para la 
formalización predial 
• Diagnósticos, siempre y cuando se hagan con las organizaciones campesinas 
y no se siga utilizando la información para perseguir el campesinado 
• Verificación social de los límites de las áreas protegidas y su amojonamiento 
• Restauración campesina, un proceso de mejoramiento ambiental de los 
predios, con financiación del Estado y la cooperación 
• Realinderamiento o recategorizaciones en los casos que sea necesario  
• Apoyo técnico al campesinado en la mesa regional 
• Implementación de Pago por Servicios Ambientales 
• Reubicación voluntaria, digna y diferenciada 
• Ecoturismo comunitario 
• Apicultura 
• Productos no maderables del bosque (Parques con campesinos, 2019). 
Ahora bien, cabe resaltar que aunque gran parte de las bases comunitarias exigen su 
permanencia en el territorio bajo condiciones de bienestar y equidad en la distribución de 
beneficios y cargas ambientales, también lo es que las comunidades han planteado la 
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posibilidad de ser reubicadas, siempre y cuando el reasentamiento se concrete en 
condiciones de dignidad, voluntariedad y pleno ejercicio de sus derechos humanos, 
especialmente, acceso a la tierra, vivienda digna, acceso a medios de producción y 
seguridad alimentaria.  
¿Cuáles son las políticas que el gobierno ha creado para la gente que vive en 
Parques? Ninguna. Represión, decretos, resoluciones. No hay más. ¿Y el campesino 
pues cómo hace? Gente que tiene acá una vida con hijos, entonces no se va a salir 
fácil.   
Por ejemplo, por aquí hay un tipo que le dicen cosa brava. El hombre es una persona 
chisparosa, pilosa y él dice: “hermano a mi me dan una plata y yo me salgo de allá”. 
Tiene como 600 hectáreas y dice: “yo me salgo. Yo sé que estoy haciendo un daño, 
pero a mí no me da nada con irme a la calle del cartucho con mi familia; no lo hago. 
Aquí me hago es matar, pero no lo hago, pero aquí no pinta nada. Solo Decretos y 
Leyes y joda a la gente.” 
Hay gente que quiere salir como hay gente que no quiere. Si esos programas 
llegaran… Pero es muy duro con este gobierno porque ellos sí pintan programas, 
pero no es más que reuniones y charlas y ya. Desafortunadamente tenemos un 
parque ahí, un parque que ha sido campo de batalla. Bombardeo noche y día 
(Campesino No. 1 habitante Parque Tinigua, entrevista personal, 31 de julio, 2018). 
Así pues, aunque un buen número de familias aceptarían ser reubicadas en condiciones de 
voluntariedad, median altos niveles de desconfianza en las autoridades del Estado, 
encargadas de la implementación de las políticas ambientales y de desarrollo rural. Se trata 
de un temor fundado en incumplimientos previos de programas de reasentamiento 
acordados con las comunidades rurales, como es el caso del Parque Nacional Natural la 
Paya, donde en el año de 1997, el INCORA adquirió este compromiso con 60 familias que 
voluntariamente salieron del área protegida y hoy día continúan a espera de la 
implementación de alternativas en materia de acceso a tierras (Defensoría del Pueblo, 2002). 
Vale mencionar que en el planteamiento de alternativas para la gestión de los conflictos 
ambientales en el Parque Nacional Natural Tinigua, las comunidades campesinas han 
acudido a la cartografía social, para construir conjuntamente un conocimiento integral sobre 
las realidades del territorio, lo cual involucra la comprensión de las experiencias culturales, 
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contextos sociopolíticos y ambientales, externalidades y actores institucionales que 
intervienen en su entorno. 
Figura 2.1: Cartografía social. Áreas protegidas que convergen en el municipio de La Macarena. 
 
Fuente: Fotografía de elaboración propia, 2018 
En el mapa elaborado por habitantes locales, se puede observar que las comunidades 
campesinas reconocen que su territorio se encuentra determinado por componentes 
ambientales que requieren armonizarse con sus realidades y vivencias. En este caso, puede 
observarse que el campesinado se ha interesado por tener conocimiento de las dimensiones 
territoriales y límites de las distintas categorías de áreas protegidas que confluyen en su 
territorio, esto es, el Distrito de Manejo Integrado de los Recursos Naturales Renovables del 
Ariari – Guayabero y los Parques Nacionales Naturales Tinigua, Picachos, Sierra de la 
Macarena y Chiribiquete.  
Esta cartografía le permite al campesinado planificar ambientalmente su territorio, desde sus 
saberes, vivencias y tradiciones culturales. El conocimiento comunitario sobre la dimensión 
espacial e incidencia de las áreas protegidas, no solo les permite caracterizar los diferentes 
conflictos ambientales que se presentan en sus territorios, identificando las causas, factores 
y actores que intervienen en ellos, sino que además contribuye a la formulación de 
propuestas específicas que respondan a las dinámicas territoriales, necesidades 
160     Vivencias campesinas y conflictos ambientales en el Parque Nacional Natural Tinigua 
comunitarias y particularidades propias de las áreas de especial protección ambiental que 
se traslapan con los asentamientos campesinos. 
Figura 2.2: Cartografía social. Organizaciones sociales presentes en áreas protegidas del 
municipio de La Macarena. 
 
Gráfica 3. Fotografía de elaboración propia, 2018 
En las comunidades campesinas media claridad sobre las formas de organización social que 
operan en las distintas áreas protegidas que convergen en el municipio de La Macarena. 
Este conocimiento permite tener claridad sobre las capacidades comunitarias, los territorios 
que abarcan, las principales demandas de estos colectivos, los niveles de interacción entre 
ellas y sus propuestas encaminadas a la gestión integral de los conflictos ambientales. 
Figura 2.3: Cartografía social. Preocupación latente por extracciones petroleras 
 
Fuente: Fotografía de elaboración propia, 2018 
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En el mapa anterior, las comunidades campesinas han ubicadolas áreas pretendidas por 
empresas multinacionales que buscan desarrollar actividades de exploración y explotación 
de hidrocarburos en el municipio de La Macarena. Las comunidades rechazan 
categóricamente este tipo de proyectos extractivos en defensa del agua, la naturaleza, los 
territorios y la cultura campesina, lo cual da cuenta de una consciencia ambiental campesina 
que reconoce estas zonas como un punto de conexión entre lo ambiental y lo humano, es 
decir, como un repositorio de vida que debe ser protegido, respaldado y conservado por el 
campesinado para asegurar su propia existencia.  
De lo anteriormente expuesto, puede concluirse que de las vivencias campesinas en el 
Parque Nacional Tinigua, surge un sentir, un tejido social, historias, percepciones y 
propuestas que trazan un camino hacia el reconocimiento del campesinado como sujeto de 
derechos y con capacidades para la gobernanza local y la conservación de los recursos 
naturales allí presentes.  
Desde las bases comunitarias hasta las organizaciones sociales, se ha definido una línea de 
defensa por los recursos naturales y por la vida humana presentes en esta área protegida. 
Para posicionar su reconocimiento como interlocutores válidos en los espacios de discusión 
y decisión de la política ambiental y de desarrollo rural, han buscado transformar los 
imaginarios que niegan su estatus dialógico para justificar su exclusión en los procesos de 
ordenamiento ambiental.  
Para ello, se han valido de sus saberes tradicionales, prácticas y conocimiento profundo 
sobre las realidades del territorio, buscando fomentar el diálogo social con las autoridades 
de Estado para la discusión, concertación y definición de acciones conjuntas que permitan 
legitimar y responder, de manera integral, a la presencia histórica de comunidades 
campesinas al interior del Parque Tinigua.  
En este trasegar que se ha extendido por décadas, las comunidades y organizaciones 
campesinas, han formulado una serie de propuestas a ser discutidas en instancias 
gubernamentales y legislativas, con el ánimo de armonizar los fines de conservación 
ambiental con los objetivos de superación de la pobreza, bienestar, buen vivir y desarrollo 
sostenible.  
Alternativas como el realinderamiento del Parque, la verificación social, amojonamiento de 
sus límites, el fomento a la capacitación técnica de las delegaciones campesinas, la 
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promoción de alternativas silvopastoriles y de ecoturismo comunitario, la reubicación 
voluntaria, digna y diferenciada, y el cumplimiento de acuerdos establecidos por autoridades 
gubernamentales que aún continúan sin implementarse, son algunas de las propuestas que 
desde el sector campesino se han puesto sobre la mesa, buscando entablar con el Estado 
un diálogo honesto, continuado, propositivo y constructivo para el mejoramiento de las 
condiciones de vida de las comunidades que históricamente se han relacionado con este 
territorio en condiciones de adversidad, marcadas por los efectos del conflicto armado 
interno, la precaria presencia estatal, los altos niveles de pobreza y las amenazas de terceros 
con pretensiones extractivistas y agroindustriales.  
2.3.2 Criterios a considerar dentro de las políticas de conservación 
del Parque Nacional Natural Tinigua. 
De acuerdo con el desarrollo conceptual presentado en subcapítulos anteriores, a 
continuación se desarrollará un conjunto de criterios que buscan redefinir las políticas de 
conservación, para la gestión integral de las conflictividades ambientales que se presentan 
en el Parque Nacional Tinigua, buscando el establecimiento de condiciones equitativas que 
propendan por el reconocimiento efectivo de la dignidad de los sujetos humanos y naturales 
que se interrelacionan, transforman y coevolucionan en esta área protegida. 
• Reconocimiento del campesinado como sujetos de derechos en conexión con 
la naturaleza. 
La existencia de una relación interdependiente entre el mundo ecológico y el campesinado 
ha permitido construir una visión de desarrollo fundada en el respeto por el equilibro 
ambiental, lo cual conlleva al reconocimiento del campesinado como un sujeto de derechos 
en conexión con la naturaleza, si se considera que sus saberes tradicionales y cultura, 
adquieren una connotación central en el desarrollo de prácticas sustentables, que le permiten 
tanto a la naturaleza como a este actor social convivir en condiciones de dignidad.  
El reconocimiento del campesinado como sujeto de derechos en conexión con la naturaleza, 
involucra el diseño de mecanismos orientados a la redistribución de cargas y beneficios 
ambientales en condiciones de equidad. Ello implica un abordaje integral del ambiente, de 
manera que las políticas de conservación del Parque Nacional Tinigua, reconozcan las 
interdependencias y codependencias entre seres humanos y naturaleza.  
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Bajo esta perspectiva, el reconocimiento de la capacidad de agencia y gestión ambiental del 
campesinado, se ubica en un papel central dentro de la política de conservación del Parque 
Tinigua. Para ello, resulta indispensable que a las comunidades campesinas se les transfiera 
potestades en materia de planificación, gestión y fiscalización ambiental, “[s]e trata de pasar 
del nivel de la mera participación delegada y minoritaria al nivel de la gestión directa por las 
comunidades y sus organizaciones” (Fajardo et al., 1997, p. 100). 
Las Zonas de Reserva Campesina facilitan el cumplimiento de este objetivo, dado que esta 
figura permite el fortalecimiento socioeconómico de los campesinos y contrarresta la 
ampliación de la frontera agrícola, en la medida en que su aplicación procede en áreas con 
características agroecológicas y socioeconómicas, donde sea necesario la regulación de 
formas de propiedad y tenencia de la tierra. Además, las Zonas de Reserva Campesina 
pueden constituirse en zonas de amortiguación de los Parques Nacionales Naturales, con el 
fin de desarrollar sistemas productivos que entren en armonía con los planes ambientales 
definidos para dichas zonas. 
• El reconocimiento de modelos de comanejo entre comunidades y gobierno, 
fomenta el bienestar del Parque Nacional Tinigua y de los campesinos. 
Los modelos de cogestión de áreas protegidas favorecen la protección de los recursos 
naturales al comprender dentro de sus ejes de acción, medidas tendientes al reconocimiento 
de derechos de tenencia consuetudinarios; mejoramiento de las condiciones de vida de las 
comunidades locales; y protección de los ecosistemas (Larson, 2010). 
Bajo este modelo, se propone devolver la responsabilidad del manejo de los recursos 
naturales a las comunidades campesinas que habitan históricamente el Parque Nacional 
Tinigua, mediante el reconocimiento de un régimen especial de aprovechamiento especial, 
como el que opera a favor de grupos étnicos. Esta alternativa encuentra sustento en que el 
campesinado es el primer interesado en proteger el Parque, no solo por tratarse del territorio 
donde ha desarrollado históricamente sus proyectos de vida, sino porque además las 
comunidades se ven a sí mismas como parte integrante del mismo, representado como un 
repositorio de vida humana y natural.  
Bajo este enfoque, las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza Responsable de la 
tenencia de la tierra, la pesca y los bosques en el contexto de la seguridad alimentaria 
nacional, adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
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Agricultura (FAO), contemplan un conjunto de recomendaciones dirigidas a los Estados para 
garantizar el respeto y protección de sistemas de tenencia tradicionales de comunidades, 
basadas en el reconocimiento de las interconexiones sociales y culturales existentes con 
estos territorios.  
Para ello, dicho instrumento no solo plantea la identificación, registro y protección de 
derechos de tenencia, sino la posibilidad de delegar la gobernanza de la tierra, los bosques 
y la pesca a las comunidades, mediante la aplicación de criterios de participación y 
capacitación para el ejercicio efectivo de sus responsabilidades, enmarcadas en la 
promoción del desarrollo social y económico sostenible para la erradicación de la pobreza y 
la inseguridad alimentaria.  
Igualmente, es de resaltar que la Declaración sobre los Derechos de los Campesinos y de 
Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, ha abierto una puerta importante hacia 
la formalización de derechos de tenencia consuetudinarios. Esta oportunidad debe conducir 
a que el gobierno redirija sus políticas hacia el reconocimiento de las formas tradicionales de 
ocupación de campesinos y campesinas en los Parques Nacionales Naturales y, en el caso 
concreto, en el Parque Nacional Tinigua. Lo anterior, permitiría revestir de mayor protección 
el arraigo campesino, sus relaciones territoriales y su identidad física y cultural, dentro un 
territorio complejo por definición en sus dimensiones bióticas, socioculturales y políticas. 
• Expansión de la agroecología en el Parque Nacional Tinigua. 
La agroecología se constituye en una herramienta esencial que permite dar luces al manejo 
de los conflictos ambientales en el Parque Nacional Tinigua, dado que incorpora el 
componente ecológico en las formas de acceso y aprovechamiento de la naturaleza. Esta 
disciplina promueve los procesos de desarrollo endógenos, buscando que las actividades 
agrícolas sostenibles cobren un papel esencial en la restauración de los procesos de 
coevolución entre naturaleza y cultura. Sobre las ventajas que representa la agroecología en 
la conservación de los recursos naturales, Cárdenas et al. (2004) señalan: 
Muchos de los proyectos de extensión agroforestal han tenido éxito en aumentar la 
producción de cosechas en un 25 a 100% con el uso de árboles de uso múltiple para 
detener la erosión del suelo y aumentar su fertilidad y proporcionan un micro-clima 
que favorece la agricultura (p. 438). 
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La agroecología fomenta el manejo ecológico de los recursos naturales, mediante acciones 
colectivas de desarrollo participativo, encaminadas al establecimiento de formas de 
producción que permitan contrarrestar la crisis ecológica y social, contribuyendo así a la 
restauración de la coevolución social y ecológica (Sevilla, 2006). Si bien esta herramienta ha 
adquirido una connotación técnico-científica, se refiere propiamente a las prácticas 
tradicionales de uso y manejo de los recursos naturales, por tanto, la agroecología surge 
para rescatar los conocimientos atesorados y transmitidos de generación en generación 
sobre la forma en que interactúan las prácticas agrícolas con la naturaleza.  
Así las cosas, la agroecología surge como una herramienta esencial en el tratamiento de los 
conflictos ambientales que se presentan en el Parque Nacional Tinigua, dado que permite 
valorar las distintas formas de manejo local de los recursos naturales allí presentes, 
rescatando las relaciones sociales que tradicionalmente se han forjado entre las 
comunidades campesinas y la naturaleza. Se trata entonces, de abrir posibilidades hacia el 
encuentro con la naturaleza, la cultura campesina, los saberes tradicionales y la autogestión, 
considerando que “los sistemas sociales y ecológicos han coevolucionado de tal manera que 
la sustentación de cada uno de ellos es dependiente de los otros. El conocimiento 
incorporado a culturas tradicionales estimula y regula las regeneraciones de sistemas 
sociales a los ecosistemas” (Madera, 2006, p. 49). 
• Participación de las comunidades campesinas en la gestión ambiental. 
El equilibrio ecológico del Parque Nacional Tinigua demanda la participación real de las 
comunidades y de la naturaleza en las decisiones que les afecten tanto a la unas como a la 
otra, lo cual implica abrir espacios para la concertación en los niveles locales, regionales y 
nacionales, bajo criterios de acceso a la información, buena fe, capacitación a líderes y 
lideresas, reconocimiento de las costumbres propias campesinas, reconstitución de lazos de 
confianza y articulación de propuestas en los procesos de ordenamiento territorial.  
Es de resaltar que el ordenamiento ambiental del territorio se traduce en un elemento de 
gestión ambiental que supone procesos de concertación entre actores sociales, políticos y 
económicos, no sólo para planificar usos adecuados del suelo sino para adoptar medidas 
que consideren las realidades sociales, geográficas y culturales del territorio, garantizando 
la diversidad cultural del campesinado y fomentando la planeación, gestión y fiscalización de 
las comunidades campesinas en defensa de la biodiversidad ecológica. De acuerdo con 
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Cárdenas et al. (2004) en el ordenamiento del territorio, el ambiente debe ser abordado 
desde una perspectiva integral, así: 
Lo ambiental debe proporcionar símbolos y espacios para un diálogo de lo público en 
el que se considera la interrelación entre la pobreza, la corrupción, la impunidad, el 
narcotráfico, la guerrilla y los paramilitares, para la construcción de proyectos 
sostenibles coherentes con las características de los ecosistemas y con la diversidad 
cultural, en pro de la calidad de vida de la población (p. 440). 
En este orden de ideas, la participación ciudadana se traduce en un elemento esencial para 
garantizar la eficacia de las políticas de conservación ambiental en el Parque Nacional 
Tinigua, pues sólo en la medida en que exista una integración entre valoración comunitaria 
de los ecosistemas y criterios técnicos para el ordenamiento ambiental del territorio, se 
mantendrán los niveles de conservación y sensibilización sobre el valor intrínseco de los 
recursos naturales por parte de las comunidades campesinas que habitan esta área 
protegida.  
• Desarrollo alternativo en respuesta a la presencia de cultivos de uso ilícito en 
el Parque Nacional Tinigua. 
La gestión de los conflictos ambientales en el Parque Nacional Tinigua, supone la adopción 
de políticas ambientalmente sostenibles que den respuesta a la presencia de cultivos de uso 
ilícito en el territorio, dejando atrás medidas de corte prohibicionista, como es el caso de la 
erradicación manual forzosa y la aspersión aérea con glifosato, que han representado graves 
daños a los ecosistemas, causando el desplazamiento forzado de las comunidades 
campesinas y generando afectaciones a la salud y a la soberanía alimentaria.  
La atención de familias campesinas del Parque Tinigua que subsisten de los cultivos de uso 
ilícito, demanda la aplicación de estrategias destinadas a aliviar la pobreza, garantizar la 
presencia estatal, fomentar la sostenibilidad ambiental y empoderar a las comunidades 
campesinas en el mejoramiento de sus condiciones de vida. Se requiere entonces, 
establecer políticas que reconozcan a cultivadores y recolectores, como campesinos y no 
como delincuentes, implementando alternativas viables para la participación del 
campesinado en el desarrollo alternativo.  
Las comunidades campesinas necesitan vencer el escepticismo y la frustración que hasta 
ahora les ha generado la implementación del plan piloto de sustitución voluntaria de cultivos 
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de uso ilícito en el Parque Nacional Tinigua. Se trata de una desconfianza fundada, que 
responde al incumplimiento gubernamental en la formulación e implementación de 
alternativas que equilibren los objetivos de conservación, con la atención integral de las 
familias campesinas que se dedican al cultivo de coca bajo precarias condiciones y en el 
marco de un contexto de riesgo que amenaza su vida e integridad personal.  
Así, la política de conservación del Parque Nacional Tinigua requiere encontrar respuestas 
más humanas para las comunidades campesinas que subsisten del cultivo y la recolección 
de plantaciones de coca, promoviendo opciones socioeconómicas y ambientalmente 
sostenibles que respondan a su identidad cultural y garanticen una transición gradual hacia 
alternativas de desarrollo, de tal manera que contribuyan al establecimiento de condiciones 
de vida dignas.  
• Implementación de la Reforma Rural Integral. 
La gestión del conflicto ambiental en el Parque Nacional Tinigua, requiere identificar las 
causas estructurales que han dado lugar a que las comunidades campesinas se hayan 
asentado en esta área protegida bajo condiciones adversas. Fenómenos como el conflicto 
armado interno, la concentración de la propiedad rural, el desplazamiento forzado, la alta 
informalidad en la tenencia de la tierra, la falta de promoción a la agricultura familiar, el 
extractivismo y el desconocimiento del campesinado como sujeto político y de derechos, han 
incidido en la expulsión de miles de familias hacia las tierras bajas de los bosques húmedos, 
en búsqueda de oportunidades para acceder a un territorio donde desarrollar sus proyectos 
de vida.  
En este contexto, la Reforma Rural Integral, pactada en el Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, permite trazar el 
camino hacia un cambio en el modelo de desarrollo moderno occidental, donde la economía 
campesina, la redistribución equitativa de la propiedad rural, la conservación de áreas 
protegidas y el bienestar de las comunidades campesinas, se constituyen en elementos 
esenciales en el tratamiento del conflicto ambiental en el Parque Tinigua.  
Para ello, resulta imperioso dar cumplimiento a la Reforma Rural Integral, pues es allí donde 
se evidencia una ruptura con las políticas conservacionistas estrictas que excluyen la 
presencia humana en los Parques Nacionales, para dar paso al establecimiento  de 
iniciativas que reconozcan la presencia de histórica comunidades campesinas, con quienes 
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el Estado tiene una deuda por saldar en términos de restablecimiento de derechos humanos 
en armonía con el cumplimiento de los fines de conservación de los ecosistemas allí 
presentes. 
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3. Conclusiones  
El Parque Nacional Natural Tinigua puede ser entendido como un universo en el que 
convergen dimensiones bióticas, culturales y políticas que dialogan en medio de un contexto 
marcado por el conflicto armado interno, la precaria ausencia de Estado, la amenaza latente 
contra la estabilidad de los ecosistemas y la marginación de las comunidades campesinas 
que habitan la zona.  
 
La ocupación histórica del campesinado en el territorio que hoy día comprende esta área 
protegida, se remonta hacia la década de los cuarenta. Desde esa época, las comunidades 
campesinas han generado una “capacidad resistencial” en el territorio, caracterizada por la 
generación de saberes y de prácticas tradicionales que les ha permitido transformarse y 
coevolucionar con la naturaleza.  
 
No obstante, el reconocimiento del vínculo existente entre campesinos, territorio y 
biodiversidad no ha jugado un papel esencial en el modelo de gestión ambiental en el Parque 
Tinigua. Por el contrario, las oleadas de colonización y la identidad campesina han sido 
desconocidas por la política de conservación que opera en esta área protegida desde el año 
de 1989, fecha en la cual se constituyó el Área de Manejo Especial de La Macarena. Lo 
anterior, ha excluido la posibilidad de establecer un régimen de aprovechamiento especial 
de los recursos naturales a favor del campesinado, como opera en el caso de pueblos 
indígenas y de comunidades negras.  
 
El distanciamiento entre la realidad campesina y el modelo de protección ambiental que 
opera en el Parque Nacional Tinigua, encuentra explicación en un modelo de conservación 
reduccionista, que plantea como objetivo central el mantenimiento de una naturaleza prístina 
sin considerar las determinantes sociales, económicas, culturales ni políticas. Lo anterior, ha 
llevado a que se prolongue un statu quo donde las vivencias campesinas se han visto 
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enmarcadas en el campo de la ilegalidad, debido al desarrollo de actividades catalogadas 
como no permitidas al interior de esta área protegida.  
 
La conflictividad ambiental en el Parque Nacional Tinigua, está dada por construcciones de 
poder que han favorecido una distribución desigual de cargas y beneficios ambientales, 
derivados de la política de conservación que opera en esta área. En efecto, las comunidades 
campesinas han sido excluidas por décadas de la formulación e implementación de 
estrategias de conservación dentro del Parque, valiéndose de argumentos que las 
representan como ilegales por su condición de depredadores ambientales, cocaleras y 
simpatizantes de las guerrillas.  
 
Por lo anterior, el campesinado ha rechazado enfáticamente las asimetrías sociales que han 
permitido el establecimiento de cargas inequitativas que atentan contra la dignidad de la 
naturaleza y de su vida misma. En consideración a ello, las comunidades campesinas han 
buscado, por un lado, el reconocimiento y la resignificación de su identidad, saberes 
tradicionales y relacionamiento con la naturaleza y, por otro, plantean la reconfiguración de 
las representaciones hegemónicas sobre desarrollo, democracia, ciudadanía y ambiente.  
 
Así pues, puede afirmarse que el régimen de protección ambiental en el Parque Nacional 
Natural Tinigua, ha privilegiado la protección de la diversidad biológica sobre las 
consideraciones políticas, culturales, económicas y humanas de las comunidades 
campesinas asentadas en este territorio. Lo anterior ha conllevado a que las medidas de 
protección ambiental impacten de forma desproporcionada sobre la economía y vida misma 
del campesinado, quien se ha visto excluido del proceso de planificación y gestión ambiental 
por el desconocimiento de sus relaciones y valoraciones dadas al territorio y a la naturaleza.  
 
En este contexto, la ecología política desempeña un papel central en el abordaje de la 
conflictividad presente en el Parque Nacional Tinigua, pues esta corriente considera que 
naturaleza y cultura se integran en un proceso de permanente coevolución y transformación. 
De esta manera, la ecología política permite armonizar los objetivos de conservación con las 
relaciones sociales, capacidad de agencia y saberes tradiciones de las comunidades 
campesinas que han habitado históricamente esta área protegida, bajo condiciones adversas 




Considerando que la ecología política reconoce que el ambiente no puede desligarse de las 
dimensiones sociales, culturales y políticas, el abordaje de la conflictividad en el Parque 
Nacional Tinigua requiere tomar a consideración los significados, percepciones, 
representaciones y lazos comunitarios que el campesinado ha forjado en este territorio.  
 
Se trata entonces de comprender que el ambiente y las relaciones sociales se encuentran 
estrechamente relacionadas, razón por la cual se hace imperativo el establecimiento de 
relaciones más justas entre desarrollo y ambiente, como bien lo plantea la corriente conocida 
como “ecologismo de los pobres”. De esta forma, se busca replantear el modelo hegemónico 
que ha permitido y justificado relaciones inequitativas en torno al acceso y aprovechamiento 
de la naturaleza, actuando en detrimento de los recursos naturales, el relacionamiento 
territorial y los derechos de las comunidades vulnerables, en este caso, campesinas.  
 
Al igual que la ecología política, la identidad campesina se ubica en un papel preponderante 
en el entendimiento y la gestión del conflicto ambiental que se presenta en el Parque 
Nacional Tinigua, si se considera que este actor social ha logrado presentar sus sistemas de 
producción tradicionales como opciones equitativas y ambientalmente sostenibles, en 
comparación con los proyectos extractivistas y agroindustriales con intereses en esta área 
protegida.  
 
Aproximarse a la definición de campesino y campesina, significa encontrarse con 
manifestaciones heterogéneas y reconocerlos más allá del desarrollo de una actividad 
económica ligada a la explotación de la tierra, si se considera que su identidad se ve 
representada en prácticas culturales que hacen parte de las dinámicas particulares de cada 
territorio. Estas manifestaciones identitarias se hacen presentes en el reconocimiento del 
campesinado como sujeto de derechos, así como en su ejercicio político y organizativo por 
la reivindicación de sus garantías esenciales.  
 
Sin embargo, a lo largo de la historia colombiana, los campesinos y campesinas han sido 
representados desde la otredad, asociándolos con el atraso, la pobreza, la insurgencia y la 
colaboración con el narcotráfico, lo cual ha permitido la reproducción de una relación 
subordinada que ha justificado su exclusión en los espacios decisorios de las políticas que 
les afecta o beneficia directamente. Esta representación del campesinado permeó la 
Constitución Política de 1991, si se considera que este actor social fue reducido a la categoría 
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de trabajador agrario por haberse limitado a reconocer su relación con la tierra en términos 
de explotación económica.  
 
En contraste con esta visión, de la identidad campesina emerge un significado que trasciende 
lo retórico al abarcar identidades comunes, que resignifican las prácticas culturales de 
quienes se auto-reconocen como campesinos. Reconocer al campesinado como un sujeto 
cultural y de desarrollo, implica entender la existencia de un relacionamiento especial con el 
territorio y la naturaleza, lo cual ha permitido construir una visión de desarrollo basada en la 
soberanía alimentaria y en el respeto por el equilibro ecológico y social. De esta visión propia, 
se desprende un componente político y ético que busca retar los paradigmas de la 
modernización rural y resignificar las capacidades que aporta el campesinado en el 
desarrollo sostenible y equitativo. 
 
La cultura campesina permite dinamizar y fortalecer las luchas por la defensa de la 
naturaleza y el territorio, pues éstas se traducen en movimientos reivindicativos por el 
mantenimiento de su identidad y vida misma. En este contexto, la agroecología permite 
rescatar los saberes, formas de participación y prácticas comunitarias que generan impactos 
reales en la conservación de la naturaleza y en el desarrollo autosuficiente de las 
comunidades campesinas. Se trata entonces de posicionar los saberes tradicionales 
heredados por el campesinado, a fin de fomentar prácticas sustentables que les permite a 
las comunidades y a la naturaleza vivir bajo condiciones de dignidad y equidad.  
 
Las experiencias comparadas de países como México, Bolivia y Guatemala, dan cuenta que 
se requiere trabajar desde dos ámbitos en aras de asegurar la conservación del Parque 
Nacional Tinigua. Por un lado, abordando las causas directas e indirectas de las 
externalidades negativas que amenazan la estabilidad de los ecosistemas y, por otro, 
devolviendo a las comunidades que habitan los bosques, la responsabilidad de su manejo, 
por ser ellas las primeras interesadas en la conservación de los recursos naturales y de su 
territorio.  
El manejo comunitario de los bosques significa reconocer y asegurar los derechos de 
tenencia consuetudinarios de las comunidades campesinas que habitan al interior del Parque 
Nacional Tinigua, integrando sistemas sociales de gobernanza forestal desde un enfoque de 
derechos humanos, que permitan empoderar al campesinado en el manejo de esta área 




Bajo esta línea, en el ámbito internacional, las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza 
Responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los bosques en el contexto de la seguridad 
alimentaria nacional, adoptadas en el seno de la Organización de las Naciones Unidas para 
la Alimentación y la Agricultura (FAO), contemplan un conjunto de recomendaciones dirigidas 
a los Estados para garantizar el respeto y protección de sistemas de tenencia tradicionales 
de comunidades, basadas en el reconocimiento de las interconexiones sociales y culturales 
existentes con estos territorios. Dicho instrumento no solo plantea la protección de derechos 
de tenencia, sino la posibilidad de delegar la gobernanza de la tierra, los bosques y la pesca 
a las comunidades, mediante la aplicación de criterios de participación y capacitación para 
el ejercicio efectivo de sus responsabilidades.  
 
Así mismo, la Declaración sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que 
Trabajan en las Zonas Rurales, adoptada en el seno de la Organización de las Naciones 
Unidas, ha abierto una puerta importante hacia la formalización de derechos de tenencia 
consuetudinarios. Esta oportunidad debe conducir a que el gobierno colombiano redirija sus 
políticas hacia el reconocimiento de las formas tradicionales de ocupación de campesinos y 
campesinas que habitan los Parques Nacionales Naturales y, en el caso concreto, en el 
Parque Nacional Tinigua, contribuyendo a su conservación por tratarse de un elemento 
esencial para el mantenimiento de su vida misma.  
 
Por su parte, en el orden interno, la Reforma Rural Integral, pactada en el Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, se 
constituye en otro instrumento encaminado a armonizar los fines de conservación de los 
Parques Nacionales Naturales, mediante la definición de condiciones de bienestar y buen 
vivir para las comunidades campesinas que habitan o colindan en estas áreas protegidas. 
Este acuerdo replantea el paradigma de la conservación en los Parques Nacionales, al 
reconocer saberes tradicionales y formas de tenencia históricas de comunidades 
campesinas, respecto de las cuales el Estado tiene una deuda por saldar en términos de 
restablecimiento de derechos humanos para avanzar hacia la consolidación de una paz 
territorial.   
 
Finalmente, cabe resaltar que, de las vivencias y el conocimiento campesino, surge un sentir, 
un tejido social, historias, percepciones y propuestas que trazan un camino hacia el 
174 Vivencias campesinas y conflictos ambientales en el Parque Nacional Natural Tinigua 
 
reconocimiento del campesinado como un sujeto de derechos, con capacidades para ejercer 
la gobernanza local en aras de conservar los recursos naturales presentes en el Parque 
Nacional Tinigua.  
 
Tanto las bases como las organizaciones sociales han definido una línea de defensa por la 
naturaleza, el territorio y la vida humana que tiene asiento en esta área protegida, buscando 
transformar los imaginarios que niegan su estatus dialógico para buscar su exclusión de las 
acciones que se enmarcan en el ordenamiento ambiental. Para ello, se han valido de sus 
prácticas tradicionales y de su conocimiento sobre las realidades del territorio, buscando 
formular propuestas encaminadas a fomentar el diálogo social con las autoridades de 
Estado, en aras de armonizar los fines de conservación ambiental con los objetivos de 
superación de la pobreza, bienestar, buen vivir y desarrollo sostenible. 
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